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R E S U M E N
Este estudio se centra en comprender los desafíos de segu-

ridad, democracia y participación política en el contexto diverso 

de Guanajuato. La investigación busca enriquecer la toma de 

decisiones políticas locales mediante ejercicios analíticos. Por 

lo que la participación activa en la política es crucial para lograr 

una representación plural, pero las condiciones sociales pueden 

obstaculizar o estimular dicha participación, siendo la violencia 

un factor crítico en ambos casos. Guadalupe González (2017) 

plantea que, a pesar de avances democráticos, la violencia y la 

criminalidad han aumentado en México, es por ello que la cali-

dad de la democracia impacta en la contención o propagación de 

la violencia, destacando la necesidad de abordar estos desafíos 

para fortalecer el sistema democrático.RESU
MEN
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México es un país con una basta historia política y social, sin 

embargo, también enfrenta desafíos significativos en términos 

de seguridad y participación política. Es por ello que el estudio 

de estos conceptos permite comprender la manera en la que se 

ejercitan y se aplican los principios democráticos y de seguridad. 

En un entorno concreto y diverso, como es el caso de Guanajuato, 

las particularidades culturales, económicas y políticas hacen que 

los desafíos por alcanzar el ideal de democracia sean únicos en 

comparación con el conjunto del país. Realizar ejercicios analíticos, 

como el que se pretende desarrollar en la presente investigación, 

son parte de una bonificación que enriquece la toma de decisio-

nes de actores políticos y de administraciones públicas locales. 

La participación activa de las sociedades en la política y lo 

político, son fundamentales para velar por una representación 

plural que nos acerque a una democracia efectiva. Sin embargo, 

existen condiciones sociales que obstruyen las vías de partici-

pación política, y en otros casos, la estimulan, siendo la violen-

cia un factor crítico en ambos escenarios. Podemos reflexionar 

a partir de las ideas planteadas por Guadalupe González (2017), 

quien expuso en uno de sus textos sobre democracia y violencia 

en México que, a pesar de haber avanzado en el camino de la 

democracia, la violencia y la criminalidad se han incrementado. 

Por tanto, la forma y calidad de la democracia va a impactar en 

la contención o propagación de la violencia.

Esta investigación busca comenzar por delimitar concep-

tos clave. Para ello se iniciará con la delimitación del concepto de 

democracia, reconociendo la dificultad inherente de establecer 

definiciones precisas en una disciplina social, donde los absolu-

tos son escasos. De manera consecutiva, se definirá el concepto 

de seguridad ciudadana. Dentro de este concepto, se explorará 

la noción inseguridad ciudadana y sus diversos tipos, con el pro-

pósito de reunir bases fundamentales para su posterior reflexión 

empírica en el Estado de Guanajuato. Además, se definirán con-

ceptos secundarios, que aunque no menos importantes, aporta-

rán una perspectiva más amplia a la investigación. Finalmente, 

y para concluir con las delimitaciones, se buscará una definición 

adecuada para comenzar la discusión sobre lo que los y las teó-

ricas construyan como participación política y las diversas for-

mas de ésta. 

	 En un segundo apartado, las definiciones anteriores que 

se lograron construir con los aportes teóricos, serán aterrizadas 

al contexto social guanajuatense. Primeramente, se empleará el 

análisis de datos estadísticos para dar cuenta cómo se encuen-

tra Guanajuato en el tema de seguridad e inseguridad. Esto se 

logrará utilizando bases de datos que incluyan información sobre 

la incidencia delictiva, percepción de inseguridad e índice de la 

violencia, así como el registro de agresiones a servidores públi-

cos. Estos datos son esenciales para alcanzar el objetivo de esta 

investigación. Para concluir esta sección, se acudirá a bases de 

datos de plataformas como el Instituto Electoral del Estado de 

Guanajuato (IEEG) los registros para conocer la manera en la que 

se participa políticamente en Guanajuato. Además, se buscará 

comprender el nivel de participación política mediante datos esta-

dísticos, como el número de personas registradas en el padrón 

electoral, votos contabilizados, alternancia en el poder y otras 

variables.  

	 Casi para finalizar, expondremos las conclusiones en un 

afán de compartir la información más relevante de esta explora-

ción. Posteriormente, se desarrollarán tres propuestas de acción 

en las que, a través del análisis previo y las conjeturas que se fue-

ron conformando, se pretende reducir la brecha entre la teoría 

y la realidad, así como proporcionar elementos para la rectifi-

cación de planes de acción pública desde las administraciones 

gubernamentales. 

O R I G E N  D E  L A 
I N V E S T I G A C I Ó N

E S T R U C T U R A
D E L  T E X T O
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J U S T I F I C A C I Ó N
El Estado de Guanajuato actualmente se enfrenta a desa-

fíos significativos de seguridad y gobernabilidad democrática, las 

cuales tienen implicaciones directas en la calidad de vida de sus 

ciudadanos. De acuerdo con el informe regional de desarrollo 

humano para América Latina, del Programa de Naciones Unidas 

para el Desarrollo (PNUD, 2017), Guanajuato es una región donde 

se presenta pobreza y desigualdad, con la consecuente carga de 

violencia; además crece su población a la par de carencias de ser-

vicios y oportunidades, lo que se traduce en espacios proclives 

a la delincuencia (Petrella, 2003). Estos desafíos han estado en 

constante desarrollo en los últimos años, y el aumento en la vio-

lencia e inseguridad es indiscutible. Por ello se vuelve esencial 

comprender, cómo estos retos afectan la participación política y 

la salud de la democracia en la región. Así mismo, la investigación 

en este campo puede contribuir a llenar lagunas en la literatura 

académica existente, al proporcionar otra mirada sobre cómo se 

relacionan la democracia, la seguridad y la participación política 

en un contexto específico. 

Los resultados de esta investigación pueden enriquecer la 

comprensión de estas dinámicas y servir de base para futuros 

estudios y análisis. Asimismo, se busca que esta investigación 

pueda tener aplicaciones prácticas en la formulación de políticas 

públicas. Comprender cómo se interrelacionan estos conceptos 

puede ayudar a los responsables de la toma de decisiones a diseñar 

estrategias más efectivas para abordar los problemas de segu-

ridad y, fomentar una participación ciudadana activa en la cons-

trucción de una democracia sólida. Para impulsar su uso, también 

se presentarán tres propuestas de acción para su consideración.

Por otro lado, la investigación tiene el potencial de beneficiar 

directamente a la sociedad al arrojar luz sobre cuestiones críticas 

que afectan la vida de los ciudadanos, como lo es la seguridad y la 

participación política. Al mejorar la comprensión de estas dinámi-

cas, se puede trabajar hacia la construcción de una sociedad más 

segura y democrática en Guanajuato y en México en su conjunto.

JUSTIFI
CACIÓN
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O B J E T I V O S
O B J E T I V O  G E N E R A L

Apicias es nimos excestrum et eserrorrum lantio. Ut alibus 

resProporcionar los elementos analíticos y prácticos para la com-

prensión de la interrelación entre la democracia, la seguridad y 

la participación política en Guanajuato. El estudio tiene como 

propósito principal identificar los factores que caracterizan la 

seguridad/inseguridad ciudadana en Guanajuato para examinar 

si existe una influencia de ello en la calidad de la democracia y, 

analizar cómo estos elementos afectan la participación política 

de los ciudadanos en Guanajuato. A través de un enfoque multi-

disciplinario que integra análisis teóricos y estadísticos, se busca 

proporcionar una visión integral de estas dinámicas y sus impli-

caciones en el contexto regional y nacional.

O B J E T I V O S  E S P E C Í F I C O S
•	 Analizar la calidad de la democracia en Guanajuato a 

través de un análisis de sus componentes esenciales, incluyen-

do la participación política, el respeto a los derechos humanos y 

el funcionamiento de las instituciones democráticas.

•	 Identificar y examinar los factores que caracterizan la 

seguridad y la inseguridad ciudadana en el estado de Guanajua-

to, considerando tanto las tendencias históricas como los facto-

res contemporáneos que contribuyen a esta dinámica.

•	 Evaluar la relación entre la seguridad ciudadana y la 

calidad de la democracia en Guanajuato. Se logrará exploran-

do cómo la percepción y la experiencia de la seguridad pueden 

influir en la confianza en las instituciones democráticas y en la 

participación política de los ciudadanos.

•	 Analizar cómo los elementos identificados en la segu-

ridad ciudadana afectan la participación política de los ciudada-

nos en Guanajuato. Se incluirá la influencia en la participación 

electoral y la voluntad de involucrarse en procesos de toma de 

decisiones.

•	 Realizar un enfoque multidisciplinario que integre 

análisis teóricos y estadísticos para proporcionar una visión in-

tegral de las dinámicas entre democracia, seguridad y participa-

ción política en Guanajuato.
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M E T O D O L O G Í A
La presente investigación se llevará a cabo mediante una 

metodología que combina la recopilación y análisis de datos 

estadísticos y la consulta de fuentes teóricas para la definición 

y contextualización de conceptos. Esta metodología se sustenta 

en un enfoque multidisciplinario que permite una comprensión 

integral de las dinámicas entre democracia, seguridad y partici-

pación política en el estado de Guanajuato, México.

Para la definición precisa de conceptos y la contextualiza-

ción teórica de la investigación, se realizará una revisión de la 

literatura académica relevante. Se explorarán teorías y enfoques 

relacionados con la democracia, la seguridad y la participación 

política, así como aquellos que aborden la intersección entre 

estos conceptos. La consulta de fuentes teóricas permitirá fun-

damentar el marco conceptual de la investigación y enriquecer 

M E T O 
D O L O G Í A

la interpretación de los resultados.

Se llevará a cabo una recopilación de datos estadísticos 

pertinentes, incluyendo indicadores de seguridad ciudadana, 

resultados de elecciones, tasas de participación política y otros 

datos relevantes. Estos datos se obtendrán a partir de fuentes 

gubernamentales, organismos de investigación y, bases de datos 

disponibles. El análisis estadístico se realizará utilizando técnicas 

apropiadas, para identificar posibles relaciones entre la insegu-

ridad ciudadana y la participación política.
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P L A N T E A M I E N T O 
Y  D E L I M I T A C I Ó N 
D E L  P R O B L E M A

P L A N T E A M I E N T O  Y  D E L I -
M I T A C I Ó N  D E L  P R O B L E -
M A
La interrelación entre la democracia, la seguridad y la partici-

pación política en un entorno político y social complejo como el 

estado de Guanajuato, México, plantea interrogantes cruciales 

que requieren una investigación en profundidad. Es el caso de si 

es que las vías y formas de participación política se ven afecta-

das por el incremento de la inseguridad en el estado, y si este fe-

nómeno repercute en la salud democrática. Además, se indaga 

si estas condiciones están interconectadas o funcionan de ma-

nera independiente. En un contexto donde la inseguridad ciuda-

dana ha aumentado notablemente en los últimos años, resulta 

crucial comprender si esta dinámica impacta negativamente en 

la participación política de los ciudadanos y, en última instancia, 

en la calidad de la democracia.

Esta investigación se enfoca en examinar la interacción entre la 

inseguridad ciudadana, la participación política y la calidad de la 

democracia en Guanajuato, México, sobre todo en años más re-

cientes. Por ende, nos centramos en analizar datos y situaciones 

socio-políticas desde 2018 hasta la fecha más actual disponible. 

El análisis se limita al estado de Guanajuato, dado su perfil parti-

cular de inseguridad y su importancia regional. Gran parte de la 

exploración estadística se centrará en la percepción de la inse-

guridad por parte de los ciudadanos y en datos objetivos sobre 

delincuencia, así como en indicadores de participación política, 

como la participación electoral, informes de organismos inde-

pendientes y de instituciones públicas como el Instituto Nacio-

nal de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) a través de la 

Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguri-

dad Pública (ENVIPE), por mencionar alguno. 

Se parte de la hipótesis de decir que, en el estado de Guanajuato 

México, la percepción y la experiencia de inseguridad ciudada-

na tienen un efecto negativo significativo en la participación po-

lítica de los ciudadanos. Se espera que aquellos que perciben un 

entorno inseguro o han sido víctimas de la delincuencia, tengan 

una menor probabilidad de participar activamente en procesos 

políticos, como la votación en elecciones, la afiliación a organi-

zaciones cívicas y la participación en debates y actividades po-

líticas. 
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M A R C O  T E Ó R I C O M A R C O  T E Ó R I C O
El bajío, reconocido como cuna de la Independencia nacional, ha 

experimentado a lo largo de su historia una serie de procesos 

que han dado forma y sustancia a la política local. A mediados 

del siglo XXI la economía minera había alcanzado uno de sus 

mayores auges para la Corona Española (Villalba Bustamante, 

2013).  Este crecimiento civilizado se centró principalmente en 

zonas donde se encontraban los yacimientos mineros más pro-

minentes, expandiéndose incluso hasta Guanajuato para el año 

1550. Principalmente lo que se extraía era oro y plata que se 

usaban para financiar la consolidación del Imperio español. Así 

mismo durante este siglo y a lo largo del siglo XVII se formó el 

denominado “sistema de ciudades” basado en la extracción de 

recursos mineros y producción agrícola, principalmente (Bas-

sols Ricardez, 2014). A partir de ahí, el Bajío se empezó a conso-

lidar como una importante zona agrícola y, comenzaron a crecer 

poblaciones como Salamanca (1602), San Francisco del Rincón 

(1607), Irapuato (1630) y Celaya (1655 año en el que se declara 

ciudad). De esta manera, y poco a poco los poblados se fueron 

poblando de colonias novohispanas (Bassols Ricardez, 2014). 

Cerca del año 1803, la región que hoy identificamos como Gua-

najuato contaba con una población de 32 mil habitantes. Sin 

embargo, tras haber sido uno de los principales centros mineros 

con alta producción, su declive se inicia alrededor de 1805.

Ya para 1824, con la primer Constitución del México indepen-

diente, Guanajuato se constituye como uno de los primeros 17 

estados de México, y desde ahí se le consideró estado o “depar-

tamento”. Ya en el régimen porfirista, el Bajío se caracterizó por 

ser una región agrícola y con un catolicismo arraigado a las cos-

tumbres conservadoras y machistas (Bassols Ricardez, 2014). 

En el siglo XX, se crearon nuevas instituciones, y gradualmen-

te los regímenes de las haciendas fueron desapareciendo. Sin 

embargo, la Guerra Cristera en conjunto con el movimiento si-

narquista dejó marca en el pensamiento político e ideológico en 

Guanajuato, principalmente en municipios como León, Acám-

baro, Celaya, Guanajuato, Irapuato, Dolores Hidalgo y Comon-

fort. Uno de los eventos históricos que surgió de estos movi-

mientos sociales fue en 1946, cuando la Unión Cívica Leonesa 

convocó a unas 10 mil personas y declaró su triunfo en forma 

de protesta por el fraude electoral en la Plaza de la Constitu-

ción. Esta acción desencadenó una represión en la que la policía 

y el ejército dispararon desde los balcones y azoteas. Cuando la 

gente se dispersó, los soldados salieron del recinto para perse-

guir y disparar a aquellos que se refugiaban tras los árboles y en 

el Santuario. Aunque oficialmente se reportaron 26 muertos y 

37 heridos graves, hasta el momento no se ha establecido con 

claridad el número exacto de fallecidos, ya que las personas ca-

talogadas como muertas o heridas se dispersaron entre la Cruz 

Roja, hospitales públicos y privados, consultorios médicos y ca-

sas particulares  (Carmona Dávila, 2023). Esto a su vez, marca 

un momento importante para el ascenso del Partido Acción Na-

cional (PAN) en el estado. Este conflicto de inestabilidad política 

se prolongó hasta fines de los años cuarenta. 

En 1950, las refinerías se consolidaban como una característi-

ca distintiva de Salamanca, mientras que León emergía como 

uno de los principales centros industriales de calzado. Irapuato 

mantenía su estatus como una ciudad agrícola, y treinta años 

después, San Miguel de Allende comenzaba a atraer jubilados 

estadounidenses como parte de su población. Por otro lado, la 

capital de Guanajuato se convertía en una de las ciudades más 

turísticas del estado, gracias al Festival Internacional Cervanti-

no, instaurado en 1972 (Bassols Ricardez, 2014).

En ese momento, la globalización ya estaba en puerta y con ella 

llegó la inversión extranjera. Sin embargo, la instalación de na-

ves industriales, lamentablemente, exacerbó las condiciones 

de desigualdad social en el estado. Es a raíz de estas situacio-

nes que surge esta exploración, con el objetivo de identificar las 

condiciones en términos de democracia, inseguridad y partici-

pación política 

Desde 1950 y hasta la actualidad, Guanajuato tiene 46 munici-

pios, distribuidos en una superficie de 30 491 km², siendo San 

Felipe el más extenso y Pueblo Nuevo el de menor extensión. 

Tiene tres tipos de climas: semiseco, templado y semicálido que 

permite una flora principalmente de matorrales y bosques de 

pino, encino, capulín, etc. Además de la existencia de animales 

como el lince rojo, la ardilla roja, la serpiente de cascabel, el 

puma, entre otros animales que conforman la fauna de la región 

(Instituto Nacional de Estadística y Geografía , 2014). Así mis-

mo, ha destacado como un territorio donde es posible encon-

trar oro y plata.

La presente investigación tiene como conceptos clave los si-

guientes. 



D E M O C R A C I A ,  S E G U R I D A D  C I U D A D A N A  Y  P A R T I C I P A C I Ó N  P O L Í T I C A2 2 2 3

Democracia.

	 En esta investigación nos inclinamos más por hacer 

un recorrido exploratorio en el que se buscará tener un acer-

camiento a la dimensión esencial de democracia. Por ello, se 

recurrirá a autores clásicos como Thomas Hobbes y Jean-Jac-

ques Rousseau, los cuales nos ayudarán a setar las bases funda-

mentales. Para lo anterior, se estará consultando autores más 

contemporáneos que los traten como es el caso de Fernández 

Santillán, J. f. (2016). Esperando llegar a un aproximado de de-

finición que tomaremos para el resto de la exploración acudire-

mos a autores como Adam Przeworski (2003) y el filósofo polí-

tico John Locke (2007).

De forma continua buscamos caracterizar la democracia, por 

lo que nos apoyaremos en autores como David, Edzia, Todd y 

Stuart (2008), cuyo trabajo evalúa la calidad de la democracia 

mediante una caracterización aplicable de sistemas democráti-

cos. Además, se explorarán las contribuciones de autores como 

Fernández Santillán (2016), Tejedor de la Iglesia (2018), Amar-

tya Sen (1999), Carole Pateman (1970) y Robert Dahl (2012).

De forma complementaria exploraremos el impacto de la vio-

lencia en la democracia, con el enfoque proporcionado por la 

autora González Guadalupe (2017). También se considerarán 

en menor medida las perspectivas de autores como Ríos Figue-

roa (2019), Núñez y García (2022) y Avilés (2012). Asimismo, 

se emprenderá una investigación sobre las capturas de Estado, 

apoyándonos en autores que analizan grupos fácticos o de po-

der, como Luis Daniel Vázquez Valencia (2019) y Dawid Danilo 

Bartelt (2019). 

Seguridad Ciudadana.

	 En el caso del segundo componente, la seguridad ciu-

dadana, buscamos primeramente saber de qué manera se con-

duce el individuo. Para este propósito, nos respaldaremos en la 

obra de Dáros (2006) para explorar de manera concisa el pen-

samiento de J. J. Rousseau y su propuesta del Contrato Social. 

Con el objetivo de contextualizarlo en el ámbito histórico mexi-

cano, contaremos con la guía de autores como Jaime Rodríguez 

(1991), Konrad, Adenauer, & Stiftung (2003), Miguel Carbonell 

(2003), Trigueros (2019) y Lomnitz (1993). 

Nos proponemos definir conceptos como seguridad, seguri-

dad nacional, seguridad pública y seguridad ciudadana. En este 

sentido, autores como Barry Buzan (1983) han aportado clari-

dad a estos temas. En la construcción de estas definiciones, se 

han considerado las contribuciones de autores como Piñeyro 

(2003), Alejandro Martínez (2014), así como disposiciones le-

gales como la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública (2009), el Centro Nacional de Inteligencia (2020) y la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2022). Ade-

más, se han tenido en cuenta las perspectivas de otros autores 

como Salgado (2022), Jesús Muñoz (2018) y Cervantes (2018). 

Posteriormente, resulta fundamental el definir entonces lo que 

es la inseguridad, la violencia y la delictividad. Conceptos a los 

que buscamos tener un acercamiento con autores como Carlos 

Baba (2013), Tapia (2013), Aída Valero (s.f.), Machicado (2010) e 

inclusive el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Se-

guridad Pública (2023). 

Participación Política.

	 En el caso de la participación política nos interesaba 

saber cómo la participación política contribuye a la calidad de-

mocrática, así como la participación activa de los ciudadanos 

puede fortalecer las instituciones democráticas. Por lo que 

para lograrlo iniciamos la exploración con autores como Merino 

(2003), Vega y Baralt (2002), López Segrera (2011), García Gua-

dilla (2003), Góngora Cervantes & Plascencia Morales (2022), 

González Galván (2008), entre otros. 
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En el campo de la politología son frecuentes las discusiones y 

reflexiones por definir democracia. Dentro de dichas discusiones, 

lo que se busca es explorar en qué condiciones se manifiesta la 

democracia, y si es adecuado hablar de una 'calidad' democrática o 

si esta noción debería descartarse, considerando que un gobierno, 

un Estado, un colectivo o una organización son democráticos o 

no (David, Edzia, Todd, & Stuart, 2008). Son varios enfoques los 

que se han puesto entre discusiones para alcanzar una delimi-

tación de las formas que le definan o que alcancen a describirle. 

A menudo, resulta valioso recurrir a los clásicos como Thomas 

Hobbes y Jean-Jacques Rousseau, ya que, a pesar de las definicio-

nes actuales exhaustivas, sus formulaciones siguen siendo rele-

vantes en los debates contemporáneos. Estos pensadores pre-

sentan, por un lado, una visión autocrática y, por otro, un modelo 

democrático. Aunque comparten similitudes en su filosofía polí-

tica, sus teorías difieren en aspectos como las formas de Estado, 

los sistemas de gobierno y los roles de los funcionarios públicos.

	 De igual manera es frecuente acudir a Hobbes y 

Rousseau para dar pie a las reflexiones. Estos dos grandes pen-

sadores, comenzaron por ilustrarnos una visión que llamaron el 

estado de naturaleza. Dentro de este enfoque, para Hobbes, el 

hombre primitivo era malo por naturaleza y solo la vida civilizada 

podría domesticarlo; mientras que para Rousseau el hombre en 

estado natural era en esencia bueno y además lo movían senti-

mientos como amor propio y compasión hacia otros (Fernández 

Santillán, 2016). Además, Rousseau creía que la civilización fue 

quien lo corrompió, sin embargo, el hombre trataba de conser-

var las formas buenas, aunque en el fondo estaba movido por la 

ambición y otros vicios dañinos (Santillán, 2016).

	 En el “Contrato Social” se muestra que para Rousseau 

(Fernández Santillán, 2016), no existe una autoridad natural del 

hombre sobre los demás, entonces esta se impone y es así como 

se generan gobiernos tiránicos y esclavistas. En pocas palabras, 

para Rousseau la bondad es natural y, la corrupción, así como la 

maldad es cultural. Bajo esta tesitura, si hemos creado una socie-

dad corrupta, entonces podemos crear una que no lo sea. Para 

ello, debe darse un pacto de unión que pueda apartarse de aquel 

estado de enajenación egoísta, sin caer en un estado de sumisión. 

De esta manera se lograría pasar de manera adecuada del estado 
de naturaleza al estado civil en los hombres. 

	 El nuevo hombre civil, para Rousseau, se deriva del hom-

bre histórico que está corrompido y para ello debe renunciar a 

sus beneficios individuales en pos de los beneficios colectivos: 

la voluntad general (o voluntad colectiva). En sus obras poste-

riores (libros 3 y 4), Rousseau propone lo que podríamos llamar 

una forma de Democracia Directa, que implica una deliberación 

pública basada en relaciones, donde la toma de decisiones se 

lleva a cabo sin una comunicación directa entre el pueblo. De 

esta manera, cada voto se ejerce sin influencia directa por parte 

de otros. En las condiciones en las que actualmente está la socie-

dad, es casi imposible pensar en que este tipo de democracia que 

propone Rousseau se pueda efectuar, sin embargo, mucho ofrece 

con los tópicos que nos expone (Fernández Santillán, 2016). 

	 Hasta este momento del documento y pese a que las 

intenciones de Rousseau fueron meras definiciones analíticas, 

resulta imposible reparar en la definición de “contrato”, pues este 

busca el consentimiento explícito de las partes, como si el acerca-

miento a la democracia en México se hubiese dado en términos 

de dialogar acuerdos mutuos y consensuados. Apegándonos a la 

historia, en mayor o menor grado, hubo violencia en las luchas o 

guerras que crearon a los estados, al sistema político y al sistema 

de justicia. El acceso a condiciones más democráticas estuvo per-

meado por varias disputas por el poder, por consolidar sistemas 

que la construyeran y que la garantizaran de alguna manera. Es 

por ello posible decir que, paradójicamente, la construcción de la 

democracia fue una imposición por medio de la fuerza o de pode-

res, dada por escenarios que de medida particular incorporaban 

el uso de la violencia. 

DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE 
DEMOCRACIA

En una entrevista que le realizaron en 2003 sobre 

“Capitalismo, democracia y ciencia”, Adam Przeworski dice que 

“la democracia es un sistema que evita que nos matemos entre 

nosotros, y eso es ya suficiente” (Przeworski, 2003). Lo anterior 

en posición con lo que Rousseau nos propone, nos da la opor-

tunidad entonces de decir que la democracia podría ser aquel 

puente para lograr pasar del hombre histórico al hombre civil. 

Una democracia que se rija por el bien colectivo y, se aleje lo más 

posible de cualquier instinto egoísta e individualista. 

	 Pero la democracia no se mueve en un espacio fluido que, 

por inercia sigue sus intenciones; es un modelo que se busca en 

espacios, países, Estados, municipios, etc., donde se han tenido 

procesos de democratización complejos. Lo anterior dado por las 

condiciones geográficas, la manera en la que funciona la econo-

mía, la forma en la que la violencia atraviesa los espacios y otras 

tantas más características que varían y dificultan de una u otra 

medida el pleno ejercicio democrático. 
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      En cuanto a definiciones, el filósofo político John Locke con-

tribuyó a la teoría democrática con su idea de un contrato social, 

donde las personas acuerdan vivir bajo un gobierno limitado por 

el consentimiento de la mayoría (Barrionuevo, 2005). Para Locke, 

la democracia implicaba la protección de los derechos individuales 

(Barrionuevo, 2005), definición que empata de forma armónica 

con la de John Stuart Mill. Este autor, abogó por una forma par-

ticular de democracia, que llamó “democracia representativa” o 

“gobierno de la opinión pública”, en la cuales enfatizó la impor-

tancia de la participación ciudadana y la libre expresión de ideas 

en una democracia (Mill, 2007). 

CARACTERÍSTICAS
Para la consolidación del concepto de democracia es menes-

ter abordar una serie de elementos y principios que lo distinguen 

de otros sistemas políticos. Algunas de las características funda-

mentales de la democracia son desarrolladas por autores a los que 

ya hemos mencionado en apartados anteriores de esta explora-

ción, como lo es el caso de Jean Jacques Rousseau quien insiste 

en que el poder emana del pueblo y solo a través de la soberanía 

popular se consolida la democracia, mediante la libre elección de 

sus representantes y en la participación de las decisiones políticas 

(Fernández Santillán, 2016). De forma vinculada a la soberanía 

popular, la democracia tiene que caracterizarse también por la 

promoción de la diversidad de opiniones, la tolerancia hacia visio-

nes distintas, la participación de distintos grupos y la protección 

de los derechos de las minorías, como Karl Popper ponen a dis-

cusión en la democracia (Tejedor de la Iglesia, 2018). 

	 Sumado a lo anterior Robert Dahl propone que, para 

garantizar una buena calidad democrática, es indispensable que 

la elección de representantes y líderes se lleve a cabo a través de 

elecciones periódicas y competitivas, donde los ciudadanos tie-

nen la libertad de votar por los candidatos de su elección (Dahl R. 

A., 2012). También es necesario que todas las personas, incluidos 

líderes y ciudadanos, estén sujetos a las mismas leyes y regula-

ciones, lo que implica el respeto por el estado de derecho, como 

contribuye John Locke (Barrionuevo, 2005). 

Otra característica más que nos proporciona Amartya Sen en 

sus reflexiones, es que los líderes democráticos deben ser trans-

parentes en sus acciones y, rendir cuentas a los ciudadanos por 

sus decisiones políticas (Sen, 1999). Es importante señalar que, 

no se puede caracterizar la democracia sin hablar del respeto y 

protección a los derechos humanos, por lo que la garantía de la 

libertad de expresión, la libertad de religión, la igualdad y demás 

derechos son fundamentales para que realmente pueda aplicarse 

una democracia de alto grado (Migliore, 2011).

En una democracia, se alienta la participación activa de los 

ciudadanos en la vida política a través de la votación, la protesta 

pacífica, la presentación de propuestas y la participación en orga-

nizaciones cívicas como Carole Pateman ha insistido con la parti-

cipación ciudadana en la democracia (Pateman, 1970).

La figura 1.1, es una visualización de los elementos ante-

riormente mencionados que refieren a las características de la 

democracia que los y las autoras nos fueron ofreciendo. 

Cabe destacar que la democracia puede tomar diferentes 

formas y matices en función de la cultura, la historia y el contexto 

de cada país, pero estas características suelen ser fundamenta-

les en su definición y funcionamiento. Es así como estas caracte-

rísticas son cruciales para definir y comprender la democracia. 

Gracias a las ideas, propuestas y teorías de los autores mencio-

nados es posible delimitar una conceptualización y análisis de la 

democracia como sistema político. 

Es usual que la democracia se asocie a la promoción de la 

paz y las formas pacíficas de atender conflictos, puesto que, fun-

cionando como un antónimo, hay situaciones en las que la vio-

lencia puede surgir como elemento que afecta negativamente 

a la calidad de la democracia. Como en el caso de la violencia 

política como disturbios, represión violenta o la violencia elec-

toral que impacta directamente en las intenciones de participa-

ción política, puede producir que la libertad de expresión se vea 

afectada e incluso poner en riesgo procesos electorales. Es por 

ello que resulta más que importante considerar su abordaje en 

relación con la calidad democrática según los autores y autoras 

especializadas. 

L A  V I O L E N C I A  Y  C A L I D A D 
D E M O C R Á T I C A
TRIBUNALES CONSTITUCIONALES EN 
REGÍMENES DEMOCRÁTICOS

En América del Sur, un factor determinante para la calidad 

de la democracia fue que a la par del desarrollo de la democracia 

en México, no se contempló un sistema de justicia transicional 

para atender abusos del régimen anterior, ni se reformularon los 

sistemas de seguridad. Es decir, la democracia en México se fue 

construyendo en una dimensión de lo electoral sin reformular un 

legado político autoritario de las instituciones del régimen ante-

rior correspondiente al Partido Revolucionario Institucional (PRI). 

Esto provocó que cuando el Partido Revolucionario Institucional 

fue perdiendo elecciones a nivel local, los pactos políticos que se 

tenían con la delincuencia organizada fueron perdiéndose, razón 

por la cual fueron ganando autonomía como grupos del crimen 

organizado, además de poder y control territorial frente al poder 

político (Gonzalez G. G., 2017). Hubo entonces la necesidad de 

tener sistemas de justicia e instituciones de seguridad robustos, 

lo suficientemente capaces de contener aquel flanco que por 

completo se había descuidado y, del que seguimos padeciendo 

grandes estragos (Gonzalez G. G., 2017). 

Como ya se ha abordado en apartados posteriores, un sis-

tema democrático se caracteriza por contar con un marco de 

constitucionalidad, es decir, que se tenga un Estado de Derecho 

que asegure que todas las personas que son parte de ese sistema 

estén sujetos a las mismas leyes y regulaciones. Es justo en este 

sentido que cobran importancia los tribunales constitucionales 

en la resolución de conflictos democráticos, mediante la salva-

guarda de la constitución de un país, lo que incluye garantizar 

que las leyes y acciones gubernamentales sean conformes a la 

norma fundamental (Ríos Figueroa, 2019). 

Los tribunales constitucionales tienen la autoridad para 

revisar y evaluar la constitucionalidad de las leyes, regulaciones 

y acciones gubernamentales. Esto significa que pueden declarar 

inconstitucionales las leyes o acciones que violen la constitución; 

lo que le permite a su vez proteger los derechos fundamentales de 

los ciudadanos y principios democráticos consagrados dentro de 

la Carta Magna. Cuando se plantean conflictos relacionados con 

la violación de derechos individuales o colectivos, los tribunales 

F i g u r a  1 . 1  C a r a c t e r í s t i c a s  d e  l a  d e m o c r a c i a

Figura 1.1: Elaboración propia con base en varios autores. 
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pueden intervenir para garantizar que estos derechos sean res-

petados (Figueroa, 2019).

En los sistemas democráticos, los tribunales constituciona-

les a menudo son llamados a resolver conflictos políticos. Esto 

puede ocurrir cuando hay desacuerdos sobre la interpretación 

de la constitución, la legalidad de ciertas acciones gubernamen-

tales o la validez de elecciones y procesos políticos. Los tribu-

nales pueden emitir decisiones que resuelvan estos conflictos y 

establezcan precedentes legales. A su vez, los tribunales cons-

titucionales también pueden desempeñar un papel importante 

en la supervisión de procesos electorales. Pueden revisar dispu-

tas relacionadas con los resultados de las elecciones, la validez 

de votos o la conducta de los actores políticos durante las cam-

pañas. Esto ayuda a garantizar elecciones justas y transparen-

tes, lo que es esencial para el funcionamiento de la democracia. 

Es también una fuerte contribución de los tribunales constitu-

cionales el equilibrio de poderes en un sistema democrático. Al 

tener la autoridad para revisar y limitar las acciones del poder 

ejecutivo y legislativo, aseguran que ningún sector del gobierno 

pueda actuar de manera arbitraria o contraria a la constitución. 

Esto evita el abuso de poder y fomenta la rendición de cuentas. 

Por su parte, la existencia de un tribunal constitucional fuerte y 

efectivo puede contribuir a la consolidación democrática en un 

país. Proporciona un mecanismo legal y pacífico para resolver 

conflictos políticos y garantizar el respeto por las normas demo-

cráticas y los derechos fundamentales (Figueroa, 2019).

Es así que, los tribunales constitucionales son una parte 

integral de un sistema democrático y desempeñan un papel fun-

damental en la resolución de conflictos democráticos al garanti-

zar que las acciones del gobierno y las leyes sean conformes a la 

constitución y a los principios democráticos. Su independencia 

y autoridad son esenciales para mantener un sistema democrá-

tico sólido y asegurar la protección de los derechos y libertades 

de los ciudadanos.

Sin embargo, según Julio Ríos Figueroa (2019) se requieren 

tres aspectos fundamentales para que los tribunales se desem-

peñen con calidad en regímenes democráticos, y estos son: el 

acceso, los poderes de revisión judicial y la independencia. Cuando 

los tribunales no son independientes, tienden a favorecer a quie-

nes los controlan, y cuanto mayor sea su grado de independencia, 

mejor podrán desempeñar su papel de mediadores imparciales. 

Un ejemplo de ello, y pese a que es una figura contemplada en la 

Constitución, son los tribunales militares. Han permitido múlti-

ples violaciones graves de los derechos humanos, dejando a las 

víctimas sin acceso a la justicia y generando impunidad, entre 

otras condiciones. Esto se convierte en un serio problema que 

impacta en la calidad democrática del país (Núñez & García, 2022). 

Para profundizar un tanto en el tema es posible recurrir a 

una discusión que durante el 2011 inició la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN), en la que se dejó claro que “bajo nin-
guna circunstancia la jurisdicción militar puede ser valida cuando 
se encuentren involucrados civiles en violaciones a los derechos 
humanos” (Avilés, 2012). Sin embargo, hallazgos encontrados en 

el informe de investigación realizado por el Washington Office 

on Latin America (WOLA), se evidenció que, pese a las reformas 

logradas en 2014 al Código de Justicia Militar (CJM) de México, 

no fue suficiente el darle competencia jurisdiccional al órgano civil 

de conflictos de índole militar implicados en asuntos de orden civil. 

Esto se debe a que, en primer lugar, la implementación total no 

se llevó a cabo, y las autoridades carecen de la autoridad política 

necesaria para garantizar la justicia (Enríquez, 2017). Además, 

en los juicios civiles contra militares, resultaba difícil asegurar 

la comparecencia de estos ante las fiscalías. 

Un segundo elemento que proporciona Figueroa para la 

calidad democrática a través de los tribunales constitucionales 

es la accesibilidad a la justicia constitucional, pues:

“Cuando la gente no puede presentar sus casos ante 

la corte, no sólo se le niega su derecho a la justicia, 

si no que la corte tampoco recibe suficiente informa-

ción sobre las causas subyacentes del conflicto que 

llevan a determinadas partes a presentar o impugnar 

una demanda”. (Figueroa, 2019).

Esto se vuelve un problema al ser tan frecuente, pues entre 

menos casos lleguen a corte, las capacidades de resolución con-

siderarán menos factores de variabilidad social. Podrían incluso 

deducir que se trata de casos aislados y no de condicionamien-

tos sociales que están desencadenando problemas por ello. Si 

en cambio, se busca el aumento al acceso a la justicia, se tendrá 

una ciudadanía saludable en conjunto de los tribunales y claro 

que esto impactará de manera positiva la democracia en general.

Por último, los poderes de revisión judicial son otra de las 

claves en la teoría de Figueroa (2019). En ella refiere a la necesi-

dad de facultades discrecionales para las cortes constitucionales, 

con ello el tener la manera de elegir los casos que deben revisarse. 

Figueroa menciona que sin esta facultad la corte puede quedar 

paralizada bajo una montaña de archivos.

CAPTURA DE ESTADO
Resulta oportuno que, al abordar el tema de la democra-

cia, se sitúe la reflexión en el espacio geográfico que nos reúne: 

Guanajuato, estado perteneciente a la República Mexicana 

que a su vez es parte de los países que conforman la región de 

Latinoamérica. En esta parte del mundo, la llegada a sistemas 

democráticos partió desde varios regímenes políticos, como lo 

fueron las dictaduras militares y conflictos armados en varios 

de los países de este continente. Por tanto, la elección de cons-

truir sistemas democráticos representativos parecía ser la mejor 

opción para proteger los derechos humanos y establecer un 

Estado de derecho.

	 Fue así como el actuar político se empeñó en crear o 

reformar instituciones políticas y jurídicas, que hasta la fecha 

continúan enmendándose en esa búsqueda por garantizar tal 

democracia, sin embargo, esto no fue sinónimo de salvaguarda 

de los derechos. Quizá se superaron dinámicas de autoritarismo 

político, se instauraron los órganos garantes de derechos y las 

leyes que los sostuvieran, pero la calidad democrática en América 

Latina sigue deficiente y esas institucionalizaciones no garantiza-

ron un bienestar social. Sin embargo, la calidad de la democracia 

será afectada de alguna manera si el Estado o país se enfrenta a 

desafíos relacionados con la corrupción y la influencia indebida 

sobre las instituciones gubernamentales. Cuando grupos de inte-

rés, ya sean empresas, organizaciones o individuos poderosos, 

ejercen una influencia indebida o control sobre las instituciones 

del gobierno, puede originar algo que dentro de las ciencias poli-

tológicas suelen llamar como Captura del estado (Valencia, 2019). 

Esto puede manifestarse a través de la corrupción, el soborno, 

el nepotismo o la cooptación de funcionarios públicos y políticos 

para avanzar en sus intereses particulares en lugar de los intere-

ses del público en general. 

	 Los grupos de interés, o también llamados poderes fác-

ticos (Valencia, 2019, p. 45), se sostienen del gobierno y estos 

cometen abusos con el Estado. Además, dentro de estos poderes 

fácticos, las consecuencias serán distintas si se trata de una élite 

económica que cuando se trate de una clase política o un grupo 

criminal. De este modo pueden ser agrupaciones legales como la 

Iglesia, los militares, los empresarios, la clase política, o ilegales 

como grupos del crimen organizado. El caos surge cuando exis-

ten redes entre actores legales e ilegales. La captura del Estado, 

a través de prácticas corruptas que vienen del mismo Estado, 

puede debilitar las instituciones gubernamentales, erosionar la 

confianza pública en el gobierno y socavar la rendición de cuentas. 

Además, cuando ciertos grupos o intereses particulares capturan 
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      el estado, es posible que tengan un acceso desproporcionado a la 

toma de decisiones políticas, lo que puede excluir a otros ciuda-

danos y grupos de la participación efectiva en la política. Aunado 

a ello la percepción de que el estado está capturado por intereses 

privados puede llevar a la desconfianza en las instituciones guber-

namentales y en el sistema democrático en su conjunto. Dawid 

Danilo Bartelt en un prólogo que escribe para el libro “Captura 
del Estado, macrocriminalidad y derechos humanos”, menciona algo 

que bota a la reflexión de la presente exploración.

el caso mexicano nos ha llevado a entender mejor 

los límites de los conceptos de captura y cooptación. 

Ambos conceptos pertenecen al ideario liberal que 

presupone una separación clara de Estado, econo-

mía, política y, en algún momento, también de crimen 

organizado. Lo importante es entender que la sepa-

ración nítida de dichas esferas no existe en la reali-

dad, y que tampoco existe “el Estado”. Hay muchos 

Estados dentro del Estado, compitiendo y entrando 

en conflicto entre sí. El Estado es más un campo de 

relaciones sociales diverso que un monolito institu-

cionalizado. […] Es claro por el ejemplo mexicano que 

tener una institucionalidad e incluso funcionarios cali-

ficados no es automáticamente un signo de democra-

cia (Dawid, 2019)

La clarificación que arroja Dawid, nos permite dimensio-

nar la compleja dinámica de lo que estamos categorizando como 

Captura de Estado, a la vez que confirma que las instituciones 

emanadas del marco constitucional no aseguran la democracia. 

Para mejorar la calidad de la democracia en lugares donde 

hay Captura de Estado, es esencial fortalecer las instituciones de 

control y supervisión, promover la transparencia, fomentar una 

cultura de rendición de cuentas y promover la participación ciu-

dadana activa. También se requiere un compromiso enérgico para 

combatir la corrupción y garantizar que las decisiones políticas 

se tomen en beneficio del interés público en lugar de intereses 

particulares. La promoción de una democracia de alta calidad en 

Guanajuato y en México en su conjunto es esencial para el desar-

rollo y el bienestar de la sociedad.

Uno de los grupos fácticos que tienen al Estado capturado 

es el crimen organizado el cual utiliza como herramienta princi-

pal la violencia para el control del territorio, sobornos a cualquier 

nivel de servidores públicos, amenazas, secuestros, extorciones, 

entre otros (Valencia, 2019). Es entonces que el uso de la violen-

cia puede tener un impacto negativo en la calidad democrática 

al socavar los principios fundamentales de la participación ciu-

dadana, la libertad y la igualdad. La capacidad de una sociedad 

para abordar la violencia de manera pacífica y mantener institu-

ciones democráticas sólidas es crucial para preservar y mejorar 

la calidad de la democracia.

DEMOCRACIA Y VIOLENCIA
Cuando existen situaciones en las que la violencia puede 

surgir como elemento que afecta negativamente a la calidad de 

la democracia, resulta más que importante considerar su abor-

daje en relación con la calidad democrática pues podemos hallar 

resultados multifacéticos y complejos.

Para Guadalupe G. (2017) en “Democracia y Violencia en 

México: La brecha entre teoría y realidad”.  Las democracias 

funcionan mal:

“porque no están dadas las precondiciones sociales y 

económicas o, políticas y culturales, para que flore-

zca la democracia. Operan en condiciones adver-

sas, en muchos casos por ser regímenes en países en 

los que las instituciones del Estado no son fuertes o 

están capturadas por poderes fácticos que controlan 

y desvirtúan los mecanismos de competencia políti-

co-electoral a su favor. Son estados con baja capaci-

dad administrativa y que en muchos casos no tienen 

monopolio real sobre el uso de la fuerza en su propio 

territorio, incluso el que corresponde a sus propias 

policías y fuerzas armadas. […] Se quedan cortos en la 

provisión de servicios públicos y de políticas públicas 

redistributivas (Gonzalez G. G., 2017)”.

Es así como la captura del Estado, que como ya se vio ante-

riormente implica la influencia indebida de actores poderosos en 

las instituciones democráticas, puede desencadenar o exacerbar 

la violencia en un sistema democrático al socavar la rendición 

de cuentas, promover la corrupción y debilitar las instituciones 

encargadas de garantizar el estado de derecho. Esta captura 

puede generar desigualdad e injusticia. En este contexto, la vio-

lencia puede erosionar gravemente la calidad de la democracia al 

amenazar la estabilidad política, la cohesión social y la protección 

de los derechos humanos. Aunque la democracia proporciona una 

contención de conflictos políticos a través de vías institucionales 

como las elecciones, delimita el poder estatal y establece cana-

les de regulación de conflictos entre gobernantes y gobernados, 

a menudo se ve obstaculizada en su objetivo principal de salva-

guardar completamente lo que anteriormente definimos como 

sus características. Esto se debe a factores como la captura del 

Estado, que impiden su logro de manera contundente. En conse-

cuencia, los poderes fácticos son quienes obtienen el control, lo 

que resulta en que el poder político se ejerza fuera de la institu-

cionalidad democrática.

	 González G. (2017) incorpora a la problematización 

dos factores más: los niveles de desigualdad social y las diferen-

cias culturales con formaciones jerarquizadas como la religión, 

la etnia u otras causas históricas. Por lo que el que la violencia 

afecte de formas diferentes y el que se tenga tan amplia diver-

sidad cultural, abonará a la dificultad por construir sociedades 

más igualitarias. 

	 Otra posible explicación que podría determinar la cali-

dad democrática es que se trata de democracias inmaduras que 

aún se encuentran en procesos de transición, cosa que las hace 

susceptibles a representatividades populistas y volatizad elec-

tora. En tal caso, los procesos de maduración democrática pueden 

llegar a perdurar hasta alcanzar el siglo, y en el transcurso, pue-

den desviarse y funcionar de manera deficiente en la provisión 

de condiciones mínimas de seguridad pública. 

En el contexto de las nuevas democracias latinoameri-

canas, los partidos tienen poco arraigo en la sociedad 

y escaso sentido programático y el sistema de parti-

dos no se ha institucionalizado, por lo que las etique-

tas partidistas cambian de elección en elección. A su 

vez, la sociedad está poco organizada y carece aún de 

suficientes organizaciones independientes del poder 

político que abarquen la pluralidad de intereses. La 

sociedad está también en transición a convertirse en 

una sociedad civil fuerte y con una ciudadanía más 

pujante y participativa. (Gonzalez G. G., 2017)

	 En la figura 1.2, se hace una síntesis de lo que González G. 

construye sobre los rasgos del diseño institucional de una demo-

cracia mexicana que funciona mal. En ella deja ver que el diseño 

institucional y su estratificación de poderes es lo que dificulta, 

por ejemplo, la formulación de políticas públicas coordinadas. 

F i g u r a  1 . 2  R a s g o s  d e l  d i s e ñ o  i n s t i t u c i o n a l  d e  l a  d e m o c r a c i a  m e x i c a n a

Figura 1.2: Elaboración propia con base en (Gonzalez G. G., 2017)
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Aunque el problema planteado por González resulta cla-

rificador en cierto modo, por otro podríamos responder de 

manera consecuente que el sistema político mexicano se da de 

esta manera, porque el objetivo era abarcar la diversidad de 

necesidades en las distintas entidades de la federación. El que la 

ciudadanía eligiera al partido político con la mejor agenda para 

su municipio y estado, era la manera más precisa de acercarnos 

a la dichosa pluralidad. Aun así, esta situación puede llevar a los 

partidos políticos a competir en elecciones donde resulta impo-

sible escapar del elemento que nos ocupa en este apartado: la 

violencia. La lucha por el poder implica violencia incluso aunque 

se tengan los suficientes canales para regularla como es el caso, 

teóricamente, de la democracia. Por lo tanto, no resulta sencillo 

hallar una solución definitiva para esta problemática, ya que las 

condiciones y variables involucradas difieren en cada intento de 

abordar el problema.

	 Bajo el riesgo que implica exponer una problematización 

como la que vemos esquematizada en la figura 1.3, es ilustrativo 

tomar en cuenta la enorme implicación a la maduración demo-

crática y a la capacidad de respuesta del gobierno a la violencia 

en cualquiera de sus manifestaciones. Esto incluye la desorgani-

zación en la toma de decisiones políticas entre poderes y órdenes 

de gobierno, los conflictos partidistas en los cuales la dinámica a 

menudo implica ayudar a los aliados y dejar desprotegidos a los 

adversarios, y la impunidad que, al permear la estructura guber-

namental, dificulta la capacidad para detectar, aprehender y san-

cionar a quienes infringen la ley.

Sin lugar a duda, existen varios factores que contribuyen al 

aumento de la violencia y esta a su vez contribuye en gran medida 

al deterioro de la democracia en México. Varios de estos elemen-

tos se pueden identificar en la Figura 1.3, donde características 

como un Estado débil, instituciones jurídicas impunes, partidos 

políticos polarizados en una constante lucha por el poder, cam-

pañas electorales permanentes y otros factores, han formado 

parte de un sistema vulnerable. Este enfoque excesivo en el cre-

cimiento de los sistemas electorales ha dejado áreas de lo público 

desprotegidas y a merced de los poderes fácticos, en especial el 

crimen organizado, que no ha dudado en tomar control a través 

del uso de la violencia.

F i g u r a  1 . 3  C í r c u l o  v i c i o s o  d e  l a  i n s e g u r i d a d .

Figura 1.3: Elaboración propia con base en (Gonzalez G. G., 2017). 
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Es relativamente usual que al iniciar análisis académicos se 

suela confundir conceptos o implementarse como sinónimos, aun-

que sus significados sean opuestos. Tal como ocurre con “seguri-
dad ciudadana” y “seguridad pública” que suelen confundirse en 

sus significados, siendo que abarcan enfoques distintos, aunque 

con la posibilidad de complementarse al momento de su actua-

ción. Por ello es necesario comenzar por delimitar conceptual-

mente sus correspondientes definiciones. 

	 Antes de aterrizar en la diferenciación de conceptos, es 

importante saber entonces qué podría definirse como seguridad. 

En una suerte por partir de una misma base, Barry Buzan en su 

obra People, States and Fear: An Agenda for International Security 
Studies (1983) nos ofrece una definición que hace coincidir el 

propósito de la palabra sea cual sean los adjetivos calificativos 

que le secunden. Para Buzan: "la seguridad es una capacidad de 
actores autónomos para controlar las amenazas que enfrentan en 
su entorno, para los valores que aprecian." 

	 La definición de Buzan nos parece relevante pues no se 

limita a la ausencia de guerra o conflicto militar, sino que abarca 

una variedad de amenazas y desafíos, tanto de esferas políticas, 

sociales, económicas, ambientales y otras. Además, considera que 

tanto naciones como otros tipos de organizaciones e individuos 

tienen la capacidad de tomar medidas para proteger sus valores 

o lo que es de su interés frente todo aquello que para ellos les 

represente una amenaza. 

	 Para dimensionar el valor de la seguridad es importante 

reflexionar sobre la necesidad de políticas de la protección. Esto 

se base en el reconocimiento de la necesidad de proteger a los 

seres humanos, especialmente aquellas personas en situación de 

vulnerabilidad debido a la diversidad de condiciones sociales que 

existen. El cuidado y la protección de las personas se convierten 

en una prioridad en vista de esta diversidad. Aunado a lo ante-

rior, así como existen diversas condiciones de vida, cada sociedad 

también desarrolla sus propias formas de garantizar la seguridad. 

En este proceso, el Estado ha asumido gradualmente muchas de 

estas responsabilidades, como se puede observar en institucio-

nes como la policía y otras agencias gubernamentales. Por otro 

lado, encontramos también iniciativas de seguridad impulsadas 

por comunidades, con un enfoque en la reducción de la violencia. 

Esto puede verse claramente en grupos de vecinos que protegen 

sus colonias o, de manera individual, en la implementación de 

medidas de seguridad en los hogares (Coord. Rivera, de Leon, & 

Josue, 2014). Estas dos formas de seguridad no son mutuamente 

excluyentes y a menudo se complementan.

UNA FUNCIÓN A CARGO DEL ESTADO
Si bien varios autores y filósofos comenzaron a desarrollar 

estas ideas a partir del análisis de la naturaleza del ser humano, 

nos interesa especialmente el enfoque de J.J. Rousseau en este 

desarrollo. Rousseau, partiendo de una concepción de la natu-

raleza humana basada en dos principios vitales (el deseo de bie-

nestar y preservación individual, así como la aversión a la muerte 

y al sufrimiento de los semejantes), se centra en la búsqueda del 

bienestar colectivo. En este contexto, identifica dos tipos de desi-

gualdades: las naturales o físicas, como las diferencias en edad, 

habilidades y características físicas, y las morales o políticas, 

que incluyen privilegios como la riqueza, el poder y el respeto 

que algunos disfrutan por encima de otros (Darós, 2006), Este 

planteamiento lo lleva a desarrollar una propuesta de cambio 

conocida como el Contrato Social. De acuerdo con Darós (2006), 

este contrato se caracterizó por la obligación de las dos partes 

a la observancia del cumplimiento de las leyes y, si fuese incum-

plida alguna de ellas, podría tanto abdicar el gobernante como 

ser sustituido por el pueblo.

En términos más sencillos, podríamos ver al Contrato social 

como este acuerdo mutuo donde recaen obligaciones. Al gober-

nante se le atribuiría la obligación de cubrir las necesidades bási-

cas de la población (seguridad, alimento, empleo, regulación y 

estabilidad económica) las cuales establecen y protegen la diná-

mica bidireccional. Mientras que a la población se le atribuiría la 

obligación de cumplir las normas, que pretenden monitorear y 

regular las interacciones sociales. La creación de estas leyes, son 

las que establecen este Contrato a través del Estado de Derecho. 

Ricci (2015) menciona que el Estado de Derecho es el Estado 

sometido al Derecho; en otras palabras, el Estado cuyo poder y 

actividad vienen regulados y controlados por la Ley. Y es en esta 

configuración del Estado, basado en el cumplimiento de obliga-

ciones en función de la armonía social, llevando como cimiento 

una carta magna donde se establecen estas obligatoriedades, 

desde donde podremos desarrollar las seguridades.

Sin embargo, para empezar con la delimitación y compren-

sión de los conceptos mencionados, es importante retomar el 

concepto del Estado desde su consolidación histórica, contex-

tualizada únicamente en México.

Hasta antes de 1810, México se vivía como la colonia 

novohispana, conformada por una sociedad variada y en su 

momento validada por su origen, siendo entonces españoles o 

de ningún lado. Aquellos nacidos en España tenían un estado de 

poder y derechos por arriba de los nacidos en la Nueva España 

(criollos, indígenas, esclavos, etcétera). Sin embargo, las guerras 
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      que libraba España por colonias contra otros imperios afecta-

ron en las dinámicas de sus colonias. Jaime Rodríguez (1991), 

en La Constitución de 1824 y la formación del Estado mexicano, 

menciona como es que, a raíz de las guerras desencadenadas por 

la Revolución Francesa, se generaron reformas borbónicas que 

restaron a los criollos la capacidad para participar en los gobier-

nos. Además, el aumento de impuestos, imposición de préstamos 

forzosos y otras situaciones, llevaron poco a poco a la población 

novohispana a una crisis financiera y social. 

Según Jaime Rodríguez (1991), una serie de eventos, como 

la imposición y exclusión en la toma de decisiones, así como la 

caída de la corona española y el aprisionamiento del monarca, 

llevaron a la Nueva España a buscar soluciones. Estas solucio-

nes eran diversas y generaban conflictos entre los nacidos en 

Europa y los nacidos en América. La Constitución de 1812 intro-

dujo una reestructuración que proponía la división y redistribu-

ción de poderes. Esto no solo permitió que las colonias participa-

ran en la toma de decisiones junto a la corona, sino que también 

redujo el poder excesivo del Virrey. Se crearon ayuntamientos y 

se incorporaron nuevas figuras, como los diputados novohispa-

nos, que propusieron la autonomía de la Nueva España basada 

en la Constitución de 1812. Aunque esta propuesta fue inicial-

mente rechazada, se retomó a través del Plan de Iguala debido 

a la continua negativa de España. Esto condujo a la independen-

cia de México y la búsqueda del federalismo, con el objetivo de 

establecer el Estado mexicano. 

Posterior a la independencia y con este nuevo régimen fede-

ralista liderado por Agustín de Iturbide, pasó por varias disputas 

derivadas del posterior centralismo producto de las decisiones 

de quien sería el primer Emperador de la historia mexicana: el 

mismo Iturbide. Es en este periodo, que abarca de 1820 a 1823, 

que sorprende el incremento de participación política tradu-

cida en quejas, cartas, informes, solicitudes y otros documentos 

(Rodríguez O., 1991). Mientras Iturbide abogaba por la soberanía 

desde una posición centralista, las provincias buscaban el fede-

ralismo como la vía para ejercer la soberanía a nivel estatal y, por 

ende, la soberanía de lo que se convertiría en el país de México. 

A pesar de la inicial oposición de Iturbide y el ejército nacional, 

las provincias se unieron para defender sus ideales, finalmente 

prevaleciendo sobre Iturbide y estableciendo un sistema fede-

ral, el cual quedó consagrado en la nueva Constitución de 1824. 

Y, ¿qué trae consigo el Federalismo a la creación de este 

Estado mexicano? El Federalismo propone la división de poderes, 

siendo contrario al régimen centralista implementado y defen-

dido por Iturbide. n régimen federal atiende a tres necesida-

des: en primer lugar, organizar de manera política y racional los 

espacios geográficos; en segundo lugar, integrar unidades autó-

nomas en una entidad superior que protege sus peculiaridades 

culturales; y, por último, establecer una división del poder en tres 

entes: el ejecutivo, el legislativo y el judicial (Konrad, Adenauer, 

& Stiftung, 2003). En esta nueva constitución de 1824, comparte 

Miguel Carbonell en El federalismo en México: principios gene-
rales y distribución de competencias (Carbonell, 2003), que den-

tro de su artículo 4° estableció “la nación mexicana adopta para 
su gobierno la forma de república representativa popular federal", y 

en su artículo siguiente se definieron las partes integrantes de la 

federación, las cuales fueron previamente en este mismo párrafo. 

Básicamente, podría decirse que el federalismo en México sirvió 

para crear unidades descentralizadas dentro de un país con tradi-

ciones fuertemente centralistas heredadas del período colonial.

Lo antes mencionado nos da un panorama de identificación 

de cómo es que se fue construyendo lo que hoy conocemos como 

México, un país soberano e independiente. Para una visualización 

general podemos apoyarnos de la figura 2.1. La consolidación del 

Estado mexicano a través de la creación de diversas institucio-

nes en función de la descentralización del poder, y la búsqueda 

de la cobertura de las necesidades de la población, a obligación 

del Estado, es lo que se nos presenta y que surge a partir de esta 

cronología de hechos. Sin embargo, de forma paralela, la necesi-

dad de un sentido de pertenencia dentro de lo que se va delimi-

tando geográficamente como México, conduce al mismo objetivo: 

la creación de este Estado naciente.

En la Nueva España, se identificaron muchas castas y de 

estas se atribuían ciertos privilegios. Los españoles (o penin-

sulares) eran aquellos nacidos en España o la península, y eran 

aquellos que gozaban con todos los privilegios, como era el estu-

dio, las tierras, la posibilidad de ser virrey y la salud, por ejemplo. 

Posteriormente, los criollos eran hijos de españoles o peninsu-

lares nacidos en la nueva España, y estos tenían los mismos pri-

vilegios a excepción de poder convertirse en Virreyes. Los mes-

tizos eran aquellos nacidos de un español y un indígena, y solo 

aquellos mestizos que venían de familias pertenecientes a las éli-

tes, tenían el acceso a la educación. Aquellos mestizos que pro-

venían de familias pobres o no prestigiosas tenían básicamente 

los mismos derechos que los indígenas y los afrodescendientes. 

Estas diferencias gradualmente llevaron al hartazgo de la pobla-

ción de la Nueva España, la cual se sentía sometida y oprimida 

debido a su origen y raza. La opresión y la negación de privilegios 

en la tierra de sus ancestros generaron un creciente sentimiento 

de inconformidad e incongruencia. La pregunta clave era: ¿Por 

qué aquellos que habían nacido en estas tierras eran oprimidos, 

mientras que aquellos que venían de fuera no solo disfrutaban de 

privilegios en educación, salud y tierras, sino que también tenían 

el poder de gobernar y ocupar puestos de autoridad? Estas inter-

rogantes fueron las que impulsaron a la población, en su mayoría 

liderada por criollos.

Trigueros (2019) menciona en Notas sobre los antecedentes 
de la nacionalidad mexicana, cómo la determinación del Estado 

para el pueblo era parte vital del movimiento de independencia, 

demostrado incluso en la proclamación de Hidalgo tras la conso-

lidación de independencia con los Tratados de Córdoba. Dentro 

de estos Tratados (CNDH, 2023)se estableció que el pueblo de 

la nueva nación estaría estrictamente conformado por perso-

nas nacidas en el territorio, librándose así finalmente del domi-

nio español. En este sentido, podemos identificar la búsqueda 

de un sentido de pertenencia y, cómo toma partido en función 

de impulsar la construcción de un Estado. Una parte fundamen-

tal en la perpetuación de esta nueva identidad fue la apropia-

ción simbólica, que se manifestó de diversas formas. Por ejem-

plo, Hidalgo enarboló el estandarte de la Virgen de Guadalupe, 

lo que simbolizó la nacionalización de la iglesia. Morelos utilizó 

una bandera con un águila sobre un nopal, y esta imagen se repi-

tió con variaciones sutiles en otras banderas y, más adelante, se 

incorporó en la impresión de las primeras monedas nacionales. 

Además, se compusieron varios himnos nacionales como parte 

de este proceso (Lomnitz, 1993). Sin embargo, según el mismo 

Lomnitz (1993), expone que, durante la primera mitad del siglo 

XIX, la ideología nacional permitió la persistencia de jerarquías 

basadas en factores como la discriminación racial sustentada 

en el poder adquisitivo, así como la expropiación de tierras que 

desencadenó movimientos indigenistas, entre otros. Esta situa-

ción comenzó a cambiar con la llegada de Juárez al poder, quien 

demostró que los indígenas podían acceder a puestos de autori-

dad, aunque no logró realizar cambios estructurales que erradi-

caran por completo la discriminación racial.

Esta lucha de poderes y de clases dio pie, posteriormente, 

al movimiento revolucionario, redefiniendo este concepto cons-

truido y reconstruido de nacionalismo. Dentro de esta nacionaliza-

ción del mestizo, partiendo de la llegada de la nueva Constitución 

en 1917, se propuso una nueva versión del patrimonio nacio-

nal donde el progreso y la modernidad ya no devienen del libre 

mercado ni del respeto a los derechos del hombre, sino desde la 

rectoría de un Estado nacionalista velando por el interés público 

(Lomnitz, 1993). Se consolidan industrias nacionalizadas e ins-

tituciones gubernamentales que dan base para la consolidación 

del Estado de Derecho y pretendiendo generar confianza como 

gobierno hacia la ciudadanía, fortaleciendo la soberanía.

F i g u r a  1 . 3  C í r c u l o  v i c i o s o  d e  l a  i n s e g u r i d a d .

Figura 1.3: Elaboración propia con base en (Gonzalez G. G., 2017). 
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      D E L I M I T A C I Ó N  C O N C E P -
T U A L  D E  S E G U R I D A D 
C I U D A D A N A
SEGURIDADES

Posterior al análisis de la construcción del Estado mexicano, 

podemos identificar cómo es que establecen las obligaciones tanto 

del Estado (gobierno) como de la población. Bajo el entendido de 

que el Estado debe brindar seguridades y, en un mismo sentido, 

la población debe cumplir con las normas plasmadas en distintas 

leyes y reglamentos, es así como parece importante comenzar a 

definir esas seguridades.

Según Piñeyro (2004) en Seguridad pública vs. seguridad 
ciudadana: un análisis normativo federal mexicano y propuesta de 
Instrumentación para México, destaca que es esencial satisfacer las 

necesidades y fomentar el potencial de las personas en diversos 

ámbitos, como el personal, social, económico y político. Además, 

esto contribuye a promover la realización de la dignidad humana 

y el ejercicio de sus derechos. En el contexto del Estado, se mane-

jan distintos conceptos relacionados con la seguridad, tales como 

la seguridad nacional, seguridad pública y seguridad ciudadana.

SEGURIDAD NACIONAL
De acuerdo con la Estrategia Nacional de Seguridad Pública y 

al Plan Nacional de Desarrollo, el gobierno mexicano define dicho 

concepto como “la condición indispensable para garantizar la inte-
gridad y la soberanía nacionales, libres de amenazas al Estado, en 
busca de construir una paz duradera y fructífera” (Centro Nacional 

de Inteligencia, 2020). 

Piñeyro (2004) expone que la seguridad es esencial para 

cualquier grupo social y, la seguridad nacional, la encuadra dentro 

del marco de una cultura y respecto a la defensa de sus valores. 

Alejandro Martínez (2014), por otra parte, propone el análisis de 

la Seguridad Nacional desde tres variantes: el primero donde se 

encuentra el (los) concepto de seguridad nacional que proponen 

diversos sectores sociales y actores no gubernamentales (aca-

demia, partidos políticos, think thanks, etc); el segundo donde 

la seguridad nacional se percibe desde el tradicionalismo, donde 

está totalmente atribuido a las fuerzas armadas, sin posibilidad 

de abrir debate a otras instancias del gobierno o de la sociedad 

y; el tercero, que habla de la transformación de dicho concepto 

del tradicional, militarista y represor a un concepto moderno 

multidimensional.

La Ley de Seguridad Nacional (Cámara de Diputados del H. 

Congreso de la Unión, 2021), en su artículo 3° expone que por 

seguridad nacional se entienden las acciones destinadas de manera 

inmediata y directa a mantener la integridad, estabilidad y per-

manencia del Estado mexicano que conlleven a:

 

1.	 La protección de la nación mexicana frente amena-

zas y riesgos,

2.	 La preservación de la soberanía e independencia 

nacionales y la defensa del territorio;

3.	 El mantenimiento del orden constitucional y el forta-

lecimiento de las instituciones democráticas;

4.	 El mantenimiento de la unidad de las partes inte-

grantes de la Federación señaladas en el artículo 43 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

5.	 La defensa legítima del Estado Mexicano respecto 

de otros Estados o sujetos de derecho internacional;

6.	  La preservación de la democracia.

Para poder comprender mejor el concepto, además de anali-

zar las definiciones que nos brindan diversos autores y leyes, sería 

enriquecedor analizar, por ejemplo, aquello identificado como 

amenazas a la seguridad las cuales están plasmadas también en la 

Ley de Seguridad Nacional en su artículo 5°, siendo las siguientes:

I.	 Actos tendentes a espionaje, sabotaje, terrorismo, 

rebelión, traición a la patria, genocidio en contra 

del país;

II.	 Actos de interferencia extranjera en los asuntos 

nacionales que puedan implicar una afectación al 

Estado;

III.	 Actos que impidan a las autoridades actuar contra 

la delincuencia organizada;

IV.	 Actos tendentes a quebrantar la unidad de las partes 

integrantes de la Federación;

V.	 Actos tendentes a obstaculizar o bloquear opera-

ciones militares o navales contra la delincuencia 

organizada;

VI.	 Actos en contra de la seguridad de la aviación;

VII.	 Actos que atenten en contra del personal diplo-

mático;

VIII.	 Todo acto tendente a consumar el tráfico ilegal de 

materiales nucleares, armas químicas, biológicas y 

convencionales de destrucción masiva;

IX.	 Actos ilícitos en contra de la navegación marítima;

X.	 Todo acto de financiamiento de acciones y organi-

zaciones terroristas

XI.	 Actos tendentes a obstaculizar o bloquear activida-

des de inteligencia o contrainteligencia;

XII.	 Actos tendentes a destruir o inhabilitar la infraes-

tructura de carácter estratégico o indispensable para 

la provisión de bienes o servicios públicos.

La seguridad nacional se define como la labor de la admi-

nistración pública orientada a garantizar el bienestar y la sobe-

ranía, tanto a nivel nacional como internacional. Esto implica la 

prevención de eventos terroristas y actos violentos que puedan 

poner en peligro la paz del Estado. Estos objetivos están refle-

jados en la Ley de Seguridad Nacional, que regula y fundamenta 

este concepto.

Por tanto, la administración pública es la encargada de 

diseñar, implementar y evaluar las acciones y estrategias des-

tinadas a lograr esta seguridad. Estas estrategias se plasman en 

los Planes Nacionales de Desarrollo elaborados por cada admi-

nistración federal. El Plan Nacional de Desarrollo (PND) es un 

documento en el que el Gobierno de México expone sus objeti-

vos prioritarios para el período de seis años (Centro Nacional de 

Control de Energía, 2019). Se dividen por ejes, y de cada eje se 

desarrollan acciones y estrategias. 

El PND 2019-2024 (Diario Oficial de la Federación, 2019), 

por ejemplo, se divide en tres ejes: política y gobierno, política 

social y economía. Dentro del eje de política y gobierno se puede 

identificar la estrategia que por nombre lleva cambio de para-

digma en seguridad y se desglosa en acciones concretas. Estas 

acciones incluyen erradicar la corrupción y reactivar la procura-

ción de justicia, garantizar empleo, educación, salud y bienestar, 

pleno respeto a los derechos humanos, regeneración ética de las 

instituciones y de la sociedad, reformular el combate a las drogas, 

emprender la construcción de la paz, recuperación y dignifica-

ción de las cárceles, articular la seguridad nacional, la seguridad 

pública y la paz, repensar la seguridad nacional y reorientar las 

fuerzas armadas, establecer la guardia nacional, coordinacio-

nes nacionales, estatales y regionales y estrategias específicas. 

En el Plan Nacional de Desarrollo del 2013-2018 (Consejo 

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social., 2018), 

en un ejercicio de comparación, se identifican cinco ejes de acción: 

México en paz, México incluyente, México con educación de cali-
dad, México próspero, México con responsabilidad global. El eje de 

México en paz se desglosan diversos objetivos como promover y 

fortalecer la gobernabilidad democrática, garantizar la seguridad 

nacional, mejorar las condiciones de seguridad pública, garan-

tizar un sistema de Justicia Penal eficaz, expedito, imparcial y 

transparente, garantizar el respeto y protección de los derechos 

humanos y la erradicación de la discriminación, salvaguardar a 

la población, a sus bienes y a su entorno ante un desastre de ori-

gen natural o humano. 

El Plan Nacional de Desarrollo de 2007-2012 (H. Cámara 

de Diputados, 2007), a su vez, le comprenden los siguientes ejes: 

el Estado de Derecho y seguridad, economía competitiva y gene-
radora de empleos, igualdad de oportunidades, sustentabilidad 
ambiental, democracia efectiva y política exterior responsable. Y, 

específicamente, del eje Estado de Derecho y Seguridad, se des-

prenden objetivos acompañados de estrategias de acción siendo 

certeza jurídica, procuración e impartición de justicia, informa-

ción e inteligencia, crimen organizado y, confianza en las insti-

tuciones públicas.

Mediante este ejercicio comparativo de los tres Planes de 

Desarrollo más recientes, podemos identificar en términos gene-

rales la creación y estructuración de los Planes Nacionales de 

Desarrollo (PND), así como su propósito y función en la admi-

nistración. Los PND representan una herramienta crucial para el 

Estado, donde se materializa el concepto de seguridad nacional. 

En resumen, este concepto se refiere a la seguridad bajo la res-

ponsabilidad del Estado, que busca proteger la independencia, 

soberanía y paz frente a otros estados.

SEGURIDAD PÚBLICA
La Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

en su artículo 2° dice que 

La seguridad pública es una función a cargo de la 

Federación, las entidades federativas y municipios, con 

fin de salvaguardar la integridad y los derechos de las 

personas, así como preservar las libertades, el orden y la 

paz públicos y comprende la prevención especial y general 

de los delitos, la sanción de las infracciones administrati-

vas, así como la investigación y la persecución de los deli-

tos y le reinserción social del sentenciado (…). El Estado 

desarrollara políticas en materia de prevención social del 

delito con carácter integral, sobre las causas que generan 

la comisión de delitos y conductas antisociales, así como 

programas y acciones para fomentar en la sociedad valores 



Instituciones de 
seguridad pública en México

Instituciones policiales 

Cuerpos de policía

Cuerpos de vigilancia y 
custodia de establecimientos 

penitenciarios o centros de 
arraigo

Todas las Dependencias 
encargadas de la Seguridad 

Pública a niver Federeal, local 
y Municipal que realicen 

funciones similares

Instituciones de la 
Federación y entidades 

federativas que integran al 
Ministerio Público

Servicios Periciales

Demás auxiliares de 
aquél

Instituciones
de  Procuración 

de justicia

Dependencias 
encargadas de la Seguridad 

Pública en el orden Federeal, 
Estatal y Municipal

Instituciones del Sistema 
Penitenciario
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      culturales y cívicos, que conduzcan el respeto a la legalidad y a la protección de las víctimas (Ley General del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública., 2009). 

El artículo 3° de la misma Ley, menciona que

la función de la seguridad pública debe realizarse en los diversos ámbitos de su competencia por conducto de las 

Instituciones Policiales, de Procuración de Justicia, de las instancias encargadas de aplicar las infracciones administra-

tivas, de la supervisión de las medidas cautelares, de suspensión condicional del procedimiento de los responsables de 

la prisión preventiva y ejecución de penas, así como por las demás autoridades que en razón de sus atribuciones deban 

contribuir directa o indirectamente. (Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública., 2009).

Para entender la diferencia entre los conceptos de seguridad nacional y seguridad pública, la página oficial del gobierno de 

México expone que, si bien, la seguridad nacional se encuentra definida en la Ley  (con un enfoque práctico), se define como las accio-

nes inmediatas y directas destinadas a mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Estado mexicano. Esto abarca tanto 

la seguridad interna como la defensa, cuya preservación recae en la responsabilidad del presidente de la República. Para una visua-

lización resumida ver el esquema 2.2.

Por otro lado, la seguridad pública, según la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y la Ley General 

del Sistema Nacional de Seguridad Pública, es una función que recae en los tres niveles de gobierno y tiene como objetivo la salva-

guarda de la integridad y derechos de las personas, así como la preservación de las libertades, el orden y la paz públicos. Esto implica 

la prevención de delitos y la aplicación de sanciones correspondientes (Centro Nacional de Inteligencia , 2020).

F i g u r a  2 . 2  C o n f o r m a c i ó n  d e  l a  S e g u r i d a d  P ú b l i c a  e n  M é x i c o

Figura 2.2: Elaboración propia con base en (Muñoz, 2018). 

DIFERENCIAS ENTRE SEGURIDAD NACIONAL Y SEGURIDAD PÚBLICA

TEMA SEGURIDAD NACIONAL
SEGURIDAD

PÚBLICA

OBJETIVOS

Preservar la integridad, estabilidad y 

permanencia del estado mexicano en sus 

vertientes de seguridad interior y defensa 

exterior

Salvaguardar la integridad y derechos 

de las personas, así como preservar las 

libertades, el orden y la paz públicos.

INSTRUMENTOS DE 
ACTUACIÓN

No coactivos:

Inteligencia estratégica

Políticas públicas

Coactivos:

Disposición de las fuerzas armadas

No coactivos:

Inteligencia preventiva

Coactivos:

Sanción de las infracciones administra-

tivas

Investigación y persecución de los 

delitos y reinserción social de los delin-

cuentes.

COMPETENCIA 
CONSTITUCIONAL

Federal Concurrente

INSTANCIAS
DE COORDINACIÓN

Consejo de seguridad nacional

Secretario de seguridad y protección 

ciudadana

Secretario técnico del consejo

CNI

Instancias de seguridad nacional

Consejo nacional de seguridad pública

Conferencias nacionales (de procu-

ración de justicia, de secretarios de 

seguridad pública o equivalentes, del 

sistema penitenciario y de seguridad 

pública municipal).

Consejos locales e instancias regionales

Secretariado ejecutivo del sistema.

F i g u r a  2 . 3  D i f e r e n c i a s  e n t r e  S e g u r i d a d  N a c i o n a l  y  S e g u r i d a d  P ú b l i c a

Figura 2.3: Elaboración propia con base en (Centro Nacional de Inteligencia , 2020).

Con la presente información, podemos concluir que la dife-

rencia entre ambos conceptos radica en que, entonces, la seguri-

dad nacional se enfoca en el diseño de políticas públicas, estrate-

gias y medias implementadas por el país o Estado para proteger 

su integridad territorial, soberanía, intereses y su autonomía a 

nivel internacional. Mientras que la seguridad pública se enfoca 

en la prevención, regulación, monitoreo y sanción de actos delic-

tivos y acciones que atenten contra la seguridad, integridad y 

derechos humanos de las personas que residen dentro del terri-

torio nacional, en sus tres distintos niveles. Para una visualiza-

ción resumida ver el esquema 2.3.

Contextualizando al espacio en concreto que nos compete, 

según el artículo 3° de la Ley del Sistema de Seguridad Pública 

del Estado de Guanajuato la seguridad pública es una función a 

cargo del Estado y sus municipios orientada al cumplimiento de 

los siguientes puntos:

•	 Salvaguardar los derechos humanos y sus garantías.

•	 	La preservación del orden y la paz pública.

•	 	Disminuir y contener la incidencia delictiva identifi-

cando sus factores criminógenos.

•	 	Orientar e informar a las víctimas y ofendidos del 

delito, buscando además que reciban una atención 
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      adecuada y oportuna por parte de las instituciones 

correspondientes

•	 	Optimizar la labor de las instituciones policiales en 

el combate a la delincuencia, las conductas antiso-

ciales, la prevención y el control del delito y de las 

infracciones administrativas, de tal forma que haga 

posible abatir la incidencia delictiva en el Estado 

•	 	Lograr la plena reinserción social de los sentencia-

dos y la reintegración social de los adolescentes

•	 	Promover que los ciudadanos y la población en gene-

ral incrementen su confianza en las instituciones que 

realizan las tareas de seguridad pública y, 

•	 	Fomentar la participación social activa en materia 

de seguridad pública (Ley del Sistema de Seguridad 

Pública del Estado de Guanajuato, 2014).

De esta manera podemos observar que la seguridad pública 

tiene dos caracteres que le caracterizan, esto lo podemos visua-

lizar de manera resumida en la figura 2.4.

La Secretaría de Seguridad Pública del estado de Guanajuato 

se estructura de la siguiente manera:

•	 	Comisaría General de las Fuerzas de Seguridad 

Pública del Estado.

•	 	Dirección General del Sistema Penitenciario.

•	 	Coordinación General Administrativa.

•	 	Dirección de Licencias y Permisos para Conducir.

•	 	Dirección General de Reintegración Social para 

Adolescentes.

•	 	Coordinación Estatal de Protección Civil.

•	 	Dirección General del Sistema Estatal de Coordina-

ción, Comando, Control, comunicaciones, Cómputo 

e Inteligencia.

•	 	Dirección General de Vinculación y Participación 

Social.

•	 	Centro Estatal de Información.

•	 	Dirección General del Centro Estatal de Prevención 

Social.

•	 	Dirección General Jurídica y Derechos Humanos.

•	 	Subsecretaría de Seguridad.

•	 	Despacho del Secretario.

•	 	Coordinación de Seguimiento y Supervisión de Liber-

tades.

•	 	Subsecretaría de Prevención.

•	 	Dirección de Comunicación Social.

Básicamente, podríamos percibir a la seguridad pública 

como el cuerpo policiaco y las demás áreas mencionadas que 

conforman a la Secretaría de Seguridad del estado. Estas áreas 

están relacionadas con la prevención de delitos, el seguimiento 

y monitoreo de seguridad. Es importante diferenciar entre estos 

conceptos de seguridad nacional, seguridad pública y seguridad 

ciudadana, ya que esto nos ayuda a comprender cómo podemos 

participar en las actividades de prevención de delitos y supervi-

sar el trabajo de las instituciones de seguridad pública. Identificar 

en qué concepto nos encontramos y cómo podemos influir en el 

diseño de estrategias de seguridad es crucial.

Además, podemos explorar temas como el impacto de la 

inseguridad en nuestra participación en las estrategias de acción 

y en el ámbito político en la toma de decisiones. Esto es particu-

larmente relevante en el contexto de la participación política, un 

tema de interés en el desarrollo de esta investigación. 

POLÍTICAS DE SEGURIDAD QUE GENERAN 
INSEGURIDAD

Sin duda, en México la Estrategia Nacional de Seguridad 

Pública del 2019 es un detonante de inseguridad entre la pobla-

ción, la cual hace propuesta específicamente de la creación de 

una Guardia Nacional con el objetivo de fortalecer y mantener 

la seguridad interior del país, además de garantizar la defensa 

exterior del mismo. Según el Diario Oficial De La Federación 

(2019), el 26 de marzo de 2019 fue publicada la reforma cons-

titucional en materia de Guardia Nacional como una institución 

de seguridad pública a cargo de la federación de carácter civil. 

Ésta debe regirse por una doctrina policial fundada en el servicio 

a la sociedad, la disciplina, el respeto a los derechos humanos y al 

imperio de la ley y en lo conducente a la perspectiva de género. 

Conforme el régimen transitorio, la Guardia Nacional se cons-

tituye con elementos de la Policía Federal, la Policía Militar y la 

Policía Naval. Sin embargo, Romero (2014) menciona que la CIDH 

ha insistido en que la seguridad interior es una función policial 

y la defensa nacional es tarea de las fuerzas armadas, ya que, a 

decir de dicha Comisión, ambas son instituciones que en (Diario 

Oficial de la Federación, 2019)lo sustancial difieren en su entre-

namiento y en sus principios torales derivados de los objetivos 

de cada una. A juicio de la CIDH, la intervención de las fuerzas 

armadas en cuestiones de seguridad interna acarrea el riesgo de 

la comisión de violaciones a Derechos Humanos.

Según Amnistía Internacional (2022), el 27 de mayo de 2019, 

México estableció la Guardia Nacional como su principal insti-

tución de seguridad pública, bajo el control civil de la Secretaría 

de Seguridad Pública y Protección Ciudadana. Desde su crea-

ción, la Guardia Nacional ha sido criticada por operar de manera 

cada vez más militarizada y por el hecho de que más del 70% de 

sus miembros provienen del Ejército o la Marina. En paralelo, la 

Guardia Nacional ha sido criticada por las numerosas violacio-

nes a los derechos humanos que fundadamente se le atribuyen. 

Entre 2020 y 2022 se presentaron más de 1,100 quejas contra 

esa institución ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

(CNDH) (Amnistía Internacional, 2022). Éstas se referían a críme-

nes de derecho internacional, incluidas desapariciones forzadas, 

detenciones arbitrarias, homicidios ilegítimos y tortura, entre 

otros. Con estos datos resulta importante recordar la gran deuda 

histórica de las fuerzas armadas con la población mexicana, a 

las cuales se les han cargado responsabilidades de desaparición 

forzada, asesinato, violaciones y genocidio a lo largo de la histo-

ria mexicana.

Algunos de los eventos con deuda histórica son los siguien-

tes (Zamora & Spigno, 2020):

•	 La guerra sucia: Esta etapa, ubicada en los años 60, 

corresponde a eventos represivos y de desaparición forzada por 

parte de las fuerzas armadas como respuesta frente a las deman-

das sociales de diversos grupos sociales, como estudiantes, obre-

ros, entre otros.

•	 Las muertas de Juárez: A inicios de los años 90, los casos 

de desaparición y feminicidios cometidos a niñas, adolescentes y 

mujeres en la zona fronteriza de Chihuahua aumentaron expo-

nencialmente; en dichos casos se llegó a identificar la participa-

ción, así como la generación de impunidad por parte de las fuer-

zas armadas.

•	 La guerra contra el narcotráfico: con la implementación 

de nuevas medidas y acciones contra el crimen organizado como 

el endurecimiento del Sistema de Justicia Penal y el despliegue 

nacional de fuerzas públicas, generó un aumento de quejas sobre 

violaciones a Derechos Humanos. 

Y más actualmente y dentro del estado de Guanajuato, pode-

mos nombrar algunos hechos:

•	 Represiones policiales y detenciones arbitrarias cometi-

das contra jóvenes y mujeres manifestantes en varios municipios 

del estado como León (22/08/2020) o Irapuato (01/05/2022) 

(Amnistía Internacional, 2023). 

•	 El homicidio del estudiante de la Universidad de 

Guanajuato, Ángel Yael Ignacio Rangel, perpetrado por miem-

bros de la Guardia Nacional (27/04/2022) (Expansión Política , 

2022).

•	 Homicidio de la estudiante Alejandra Jazmín de los 

Santos, por atropellamiento por parte de las Fuerzas de Seguridad 

Pública del Estado de Guanajuato (27/05/2023).

•	 Denuncias por abuso sexual en contra de las fuerzas 

públicas como el caso de la joven Evelyn N. (14/08/2020) en la 

colonia Centro en León, Gto; a dos menores de edad (03/01/2021) 

en la colonia vista hermosa en León, Gto; a una adolescente en la 

colonia Las Joyas (10/01/2021) (La silla rota, 2021).
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Pública

Reacción

Investigación

Persecución

Prevención 
general
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Figura 2.4: Elaboración propia con base en (Muñoz, 2018)
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SEGURIDAD CIUDADANA
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2022), 

en su informe sobre la situación de los Derechos Humanos en 

Guatemala, menciona que la seguridad ciudadana es una de las 

dimensiones de la seguridad humana y, por lo tanto, del desarro-

llo humano. La seguridad humana se define como la condición de 

vivir libre de temor y libre de necesidad, y esta dimensión implica 

la interrelación de múltiples actores, condiciones y factores, inclu-

yendo la historia y la estructura del Estado y la sociedad. Por su 

parte, Jesús Muñoz (2018), refiere que en el discurso actual que 

gira en torno a la seguridad ciudadana, incluye elementos tales 

como prevención, proximidad, participación ciudadana, coordi-

nación, solidaridad, políticas de calidad, etc., donde la ciudadanía 

se convierte de cierta forma en policía. El objetivo principal de la 

seguridad ciudadana (como elemento derivado de la seguridad 

humana) supone que los ciudadanos son el centro de la relación 

sociedad-Estado, en la cual lo primordial es garantizar el ejerci-

cio de los derechos de los ciudadanos y promover sus libertades 

(Salgado, 2022). Salgado también expone que la seguridad ciuda-

dana es la obligación del Estado para reducir la fragilidad relativa 

del ciudadano, ante amenazas que podrían impedirle realizar su 

vida cotidiana sin temor ni riesgos.

Cervantes (2018), propone tres ideas fundamentales 

entorno al concepto de seguridad ciudadana:

1.	 Sin seguridad ciudadana, la cual protege un núcleo 

básico de derechos, las personas no pueden desa-

rrollar plenamente sus capacidades ni contribuir con 

todo su potencial a mejorar a sus familias, sus comu-

nidades y las instituciones;

2.	 	La delincuencia representa uno de los mas grandes 

desafíos para las poblaciones, generando un temor 

que afecta directamente al desarrollo y cotidianidad; 

es entonces que cuando se presenta cualquier situa-

ción que afecte la tranquilidad individual o comuni-

taria, se estará hablando de un problema de insegu-

ridad;

3.	 	La seguridad ciudadana consiste en la protección 

del derecho a la vida, el respeto a la integridad física 

y material de las personas, y su derecho a tener una 

vida digna (Cervantes, 2018).

La seguridad ciudadana debe ser el resultado de una polí-

tica orientada hacia una estrategia integral que incluya el mejora-

miento de la calidad de vida de la población, la acción comunitaria 

para la prevención del delito, una justicia accesible y eficaz, educa-

ción basada en valores, respeto a la ley y construcción de cohesión 

social. De manera resumida se puede visualizar el esquema 2.5.

INSEGURIDAD
Tras el abordaje de los dos conceptos de las seguridades, 

podemos pasar al análisis de su contraparte. El concepto de inse-

guridad refiere a una percepción individual más que a algo total-

mente establecido. Éste, con sus dimensiones objetivas y subje-

tivas, se forja a partir de patrones culturales colectivos con una 

base estructural de valores, tratándose así de una noción amplia 

de seguridad que conecta con áreas (alimentario, medioambien-

tal, por ejemplo) y conecta con diversos problemas sociales (Tapia, 

2013). Sin embargo, Carlos Barba (2013) propone la descom-

posición de la inseguridad en dos partes: la inseguridad civil y la 
inseguridad social, conceptos que desarrollamos a continuación:

Inseguridad civil: Este concepto abarca temas como el cri-

men organizado, el terrorismo, el narcotráfico y la lucha contra 

la violencia. Aquí podemos identificar su enfoque en un sentido 

relacionado o inclinado hacia la seguridad nacional. Civil, del 

latín civilis “relacionado con una sociedad, perteneciente a la vida 
pública, relacionado con el orden cívico, adecuado para un ciuda-
dano” (Online etymology dictionary, 2023) se relaciona con ciu-
dadanía. Mientras que podemos identificar la relación, con base 

en los objetivos u obligaciones que cubre la seguridad nacional, 

que son la autonomía, soberanía y armonía.

Inseguridad social: En cambio, la seguridad social está rela-

cionada más con el riesgo de experimentar una degradación en 

el ámbito social (Tapia, 2013). También se refiere a vivir día a día 

sin garantías ante la posibilidad de interrupciones en el trabajo, 

enfermedades, accidentes, muerte, catástrofes naturales, entre 

otros desafíos. Esta forma de inseguridad puede ser abordada 

desde el concepto de seguridad pública, una responsabilidad del 

Estado y sus municipios. La seguridad pública tiene como obje-

tivo mantener la armonía a través de la prevención, la investiga-

ción y la imposición de sanciones administrativas en respuesta 

a la comisión de delitos. Además, dentro de su estructura, puede 

incluir elementos especializados para abordar tanto la violencia 

como los desastres naturales

Con base en lo anterior podemos observar que son varios 

indicadores los que van construyendo estas inseguridades: desas-

tres naturales, cometimiento de delitos, violencia institucional, 

atentados contra la soberanía y la vida de las personas, carencias 

y faltas de oportunidades, por ejemplo. Es así, que pasaremos al 

análisis de algunos de estos conceptos que atienden, a su vez, al 

desarrollo de líneas de interés de dicha investigación. 

INSEGURIDAD
Esta palabra proviene del latín violentia que hace alusión a 

la imposición con base en la fuerza. Aída Valero (s.f.) en Violencia 

social en México: su impacto en la seguridad ciudadana, men-

ciona qué, desde el punto de vista del Derecho, “el concepto de 

violencia se relaciona con la violación a la ley y se objetiviza en 

hechos delictivos”. Además, el Diccionario de Derecho señala que 

se refiere a una: “acción física o moral lo suficientemente eficaz 

para anular la capacidad de reacción de la persona sobre la que 

se ejerce” (Valero, s.f.). Desde la salud pública, se le define como 

“hechos visibles y manifiestos de agresión física que provocan 

intencionalmente daños capaces de producir desde secuelas 

hasta la muerte” y, finalmente, para la Sociología es “una carac-

terística que puede asumir la acción criminal cuando la distingue 

el empleo o la aplicación de la fuerza física o el forzamiento del 

orden natural de las cosas” (Valero, s.f.). 

La violencia es un elemento constitutivo de numerosos deli-

tos contra las personas, afectando su vida o integridad corporal 

(homicidio, lesiones), su honestidad (violación), su patrimonio, 

etc. La violencia caracteriza también todo un tipo de crimina-

lidad (violenta), por contraposición a la astucia, el fraude y la 

simulación (Valero, s.f.). Por otra parte, Moreno (s.f.) refiere que, 

si bien existe una “diversidad de violencias”, se tiende a vincular 

a la violencia principalmente con el fenómeno de la criminalidad 

en su dimensión individual y, a la vez, se tiende a ubicarla en un 

contexto sobre todo urbano, es decir, se la relaciona con la vio-

lencia delincuencial que anónima y cotidianamente afecta a la 

vida de la población. 

Delictividad.

Machicado (2010) define al delito como una conducta 

humana que se opone a lo que la ley prohíbe bajo la amenaza 

de una pena. Es la ley la que establece que hechos o sucesos 

son delitos, que hecho o suceso se considerará como delito, y 

es quien designa y determina las características delictuales al 

hecho o suceso. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 

de Seguridad Pública (2023), a través de la página oficial del 

gobierno de México, expone que la incidencia delictiva se refiere 

a “la presunta ocurrencia de delitos registrados en averiguacio-

nes previas iniciadas o carpetas de investigación, reportadas por 

las distintas instancias de procuración de justicia” (SNSP,2023).

La herramienta informática denominada como Semáforo 

Delictivo (Semáforo delictivo, 2023), expone información de 11 

tipos de delito correspondiente a cada estado del país:

•	 Homicidio;

•	 Secuestro;

•	 Extorsión;

•	 Narcomenudeo;

•	 Robo a vehículo;

•	 Robo a casa;

•	 Robo a negocio;

•	 Lesiones; 

•	 Violación;

•	 Violencia familiar; 

•	 Feminicidio.

En Guanajuato, entre enero y agosto del 2023, se contabili-

zan los siguientes datos: 177 homicidios, 0 secuestros, 68 extor-

siones, 1821 casos de narcomenudeo, 283 robos a vehículo, 320 

robos a casa, 305 robos a negocio, 1109 lesiones, 91 violacio-

nes, 1224 casos de violencia familiar, 5 feminicidios (Semáforo 

delictivo, 2023). 
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Figura 2.5: Elaboración propia.



D E M O C R A C I A ,  S E G U R I D A D  C I U D A D A N A  Y  P A R T I C I P A C I Ó N  P O L Í T I C A4 8 4 9

En el campo de la politología son frecuentes las discusiones 

y reflexEn el lenguaje político, es común la mención de la palabra 

'participación', tanto en contextos diversos como desde perspecti-

vas variadas, con la intención de abordar distintos puntos de par-

tida. Se liga habitualmente a fines cuyo propósito es transparente 

y de beneficio para bienes colectivos. Participar, es “tomar parte” 

el incorporarse a una organización con más de una persona, aun-

que también es “compartir” algo con alguien (Merino, 2003). Por 

esta razón, la participación siempre será un acto social, y resulta 

imposible evitar involucrarse cuando todo nos lleva a formar parte 

de algo más grande con otras personas. Sin embargo, el grado de 

influencia en la toma de decisiones varía según el peso de factores 

sociales y políticos. Tomemos, por ejemplo, la situación de vivir 

en una ciudad con problemas constantes de congestión de trá-

fico. Aunque no participemos activamente en organizaciones de 

tráfico o en la planificación de políticas de movilidad urbana, nos 

vemos inmersos en esta cuestión en nuestra vida diaria. Esto se 

debe a que las decisiones gubernamentales y la infraestructura 

de transporte público afectan directamente nuestra rutina. En 

contraste, una participación política activa nos brinda la oportu-

nidad de influir directamente en las decisiones y políticas rela-

cionadas con el tráfico vehicular en nuestra ciudad. En este caso, 

no solo estamos afectados por las condiciones sociales, sino que 

también tomamos medidas proactivas para buscar soluciones y 

mejorar la calidad de vida en nuestra comunidad.

	 Quizás se tenga la intención de participar, sin embargo, 

las posibilidades con las que se cuenta para hacerlo nos límite 

de alguna manera, sobre todo tratándose del ambiente que nos 

rodea y cómo éste incentiva nuestra voluntad de involucrarnos. 

A lo largo de nuestra vida pueden existir factores que nos hagan 

desarrollar una desmotivación y apatía por problemáticas sociales, 

tales como la falta de participación cívica y la indiferencia de la 

comunidad a la que pertenecemos, ya que se percibe que los 

esfuerzos individuales no generarán un impacto significativo. 

Aunado a ello o de manera separada, otro elemento esen-

cial para participar de manera activa en cuestiones sociales o 

políticas es la disponibilidad de tiempo. Lo anterior dado por 

que las demandas de la vida cotidiana, como el trabajo y las res-

ponsabilidades familiares, a menudo limitan el tiempo y la ener-

gía disponibles para una participación activa en estos asuntos. 

Esto puede hacer que las personas se sientan atrapadas en una 

rutina que dificulta su involucramiento. De manera relacional a 

las anteriores, la falta de acceso a la información sobre cuestio-

nes políticas o sociales puede ser una barrera significativa. Sin 

información adecuada, es difícil tomar decisiones informadas y 

sentirse fortalecido para participar.

Hasta aquí se han planteado dos maneras de participación, 

la participación social y la participación política. Así como en el 

capítulo anterior marcamos la diferencia entre seguridad nacio-

nal, seguridad pública y seguridad ciudadana, en este también es 

necesario para el desarrollo de esta exploración el diferenciar con-

ceptualmente aquello que se delimita como participación social 

y aquello que se delimita como participación política. 

PARTICIPACIÓN
POLÍTICA



D E M O C R A C I A ,  S E G U R I D A D  C I U D A D A N A  Y  P A R T I C I P A C I Ó N  P O L Í T I C A5 0 5 1

      D E L I M I T A C I Ó N  C O N C E P -
T U A L  D E  P A R T I C I P A C I Ó N 
P O L Í T I C A

Una de las definiciones a las que se ha llegado en un deter-

minado consenso es el definir a la participación política como 

“todas aquellas actividades realizadas por los ciudadanos con 

el objeto de intervenir en la designación de sus gobernantes o 

de influir en la formación de la política estatal” (Vega & Baralt, 

2001-2002). Esta definición permite que se puedan considerar 

actividades diversas como organizadas o espontáneas, de manera 

individual o colectiva, legales (como votar) o ilegales (como más 

adelante veremos), con el fin de apoyar o de presionar, o exigir, y 

a diferentes alcances y con diversidad de consecuencias. 

La mayor parte del siglo XX, desde la Revolución y hasta 

mediados de la década de 1990, México fue una dictadura de 

partido. El Partido Nacional Revolucionario (PNR) en 1929 tran-

sicionó al Partido Revolucionario Institucional (PRI) y durante 70 

años controló la vida política del país. Mediante clientelismos, 

centralización del poder en manos del presidente, fraudes elec-

torales y cargos públicos a cambio de apoyo político, el PRI man-

tuvo un firme control del poder. Gracias a movimientos sociales y 

estudiantiles (el movimiento estudiantil de 1968 y el movimiento 

ferrocarrilero de 1958), así como diversas muestras de rechazo y 

limitaciones económicas, el régimen fue desarmado, promoviendo 

un proceso de liberación y transición de la democracia “a través 

de reformas electorales y de la celebración de los comicios, bus-

cando generar confianza entre la ciudadanía” (La Democracia En 

México - Faro Democrático, n.d.). Lo anterior ejemplifica la par-

ticipación ciudadana, cuyo peso es relevante para la transición 

democrática y que puede manifestarse mediante diversas for-

mas, como el ejercicio del voto, la afiliación a partidos políticos 

o la expresión de opiniones y propuestas.  

Según López Segrera (2011)., "la participación política es 

un elemento fundamental para fortalecer la democracia y garan-

tizar una sociedad más justa y equitativa" (p. 44). La participa-

ción política permite a las personas participar activamente en la 

toma de decisiones gubernamentales a través del voto electoral 

y los comicios. Asimismo, fortalece los procesos democráticos 

y activa el desarrollo de políticas públicas que respondan a las 

necesidades e intereses de la población, pues se fomenta un sen-

tido de responsabilidad cívica. Las actividades de participación 

ciudadana como manifestaciones, protestas pacíficas, reuniones 

comunitarias y debates políticos permiten a los individuos expre-

sar sus opiniones y preocupaciones, así como exigir cambios o 

reformas cuando consideren necesario.  

En México, el derecho al voto es considerado como una forma 

clave de participación política. Según García-Guadilla (2003, 

p. 878), a través del voto, los ciudadanos pueden elegir a sus 

representantes políticos y contribuir a la conformación de un 

gobierno que refleje sus preferencias y demandas. Al ejercer el 

derecho al voto, se tiene la oportunidad de elegir entre diferen-

tes opciones políticas, lo que fomenta la diversidad ideológica y 

promueve el debate público sobre temas importantes. Además, 

el voto también sirve como mecanismo de rendición de cuentas 

para los gobernantes, ya que estos son evaluados por su desem-

peño y cumplimiento de promesas durante su mandato (García-

Guadilla, 2003, p. 879). De manera complementaria, el ejercicio 

del derecho al voto permite a los mexicanos expresar su voluntad 

y tener voz en asuntos públicos. Al emitir su voto, los ciudadanos 

tienen la oportunidad de influir en las decisiones políticas y en 

la dirección que seguirá el país. El derecho al voto también pro-

mueve la inclusión social y la igualdad entre todos los ciudadanos, 

funciona como dispositivo para combatir la corrupción y fortale-

cer la transparencia en el ámbito político. (Béjar et al, 2019, 11). 

Mediante el voto se puede impulsar cambios sociales y políticos 

significativos, permitiendo a los ciudadanos manifestarse contra 

prácticas indebidas y exigir mejoras en la gestión gubernamental. 

En la Constitución Política Mexicana, artículo 35, se reconoce 

el sufragio universal, lo que significa que todas las personas mayo-

res de edad tienen el derecho de votar y ser votados sin impor-

tar su género, raza, religión u orientación política. Esto garantiza 

que todas las voces sean escuchadas y tomadas en cuenta en el 

proceso electoral. El proceso mencionado está diseñado para 

asegurar la transparencia y equidad en las elecciones. Se esta-

blece un período específico de tiempo en el cual los ciudadanos 

pueden registrarse como votantes y se lleva a cabo una campaña 

electoral donde los partidos políticos presentan sus propuestas 

y candidatos (López Segrera, 2011, p. 12).

Es importante destacar que el derecho al voto no solo implica 

tener la capacidad legal para emitir un sufragio, sino también con-

tar con información suficiente sobre los candidatos y propuestas 

electorales. Para ello, es necesario contar con medios de comu-

nicación independientes y acceso a información veraz y objetiva. 

Aunque el derecho al voto es fundamental, no garantiza por sí 

solo una participación política efectiva. Es necesario contar con 

condiciones adecuadas como el acceso a información imparcial, 

campañas electorales transparentes y sistemas electorales justos, 

así como reconocer que existen desafíos asociados con el ejercicio 

pleno del derecho al voto en México (López Segrera, 2011, p. 14).

No todas las formas de participación política son igualmente 

accesibles para todos los ciudadanos mexicanos. Según Béjar, 

"existen barreras estructurales que dificultan la participación 

política plena de ciertos grupos, como las mujeres, los jóvenes 

y las comunidades indígenas" (Béjar, et al., 2019, p. 24). Estas 

barreras pueden incluir la discriminación, la exclusión social o 

limitaciones económicas. Algunos ciudadanos también pueden 

enfrentar obstáculos como la falta de acceso a la información, la 

desigualdad socioeconómica o la influencia indebida de grupos 

de poder. Además, es fundamental garantizar que el proceso elec-

toral sea transparente y confiable, para evitar cualquier forma de 

manipulación o fraude.

Las mujeres son un sector quienes históricamente, han 

enfrentado discriminación y exclusiones en diferentes ámbitos 

sociales y políticos. A pesar de los avances en materia de igual-

dad de género, todavía persisten desigualdades que limitan el 

acceso y la representación política de las mujeres. Cuestiones 

socioculturales como la pasividad de las mujeres frente a asuntos 

políticos son características que aún forman parte del imaginario 

colectivo. Al respecto, Góngora y Plascencia declaran que, otras 

cuestiones como  el posible abandono de las labores domésticas 

y de cuidado debido al ejercicio activo de actividades cívicas, la 

falta de preparación de las mujeres en el ámbito público  y, sobre 

todo, el supuesto carácter conservador que tienen debido a su 

vínculo histórico con la Iglesia católica, continúan dentro de las 

principales barreras que las mujeres enfrentan en la actualidad 

para la participación política (Góngora Cervantes & Plascencia 

Morales, 2022, p. 101). 

Además, las comunidades indígenas también enfrentan obs-

táculos para su participación política La discriminación étnica 

y cultural, junto con las restricciones económicas, dificultan su 

acceso a los espacios políticos y limitan su capacidad para influir 

en las decisiones que impactan sus vidas y territorios. Esto es a 

pesar de que la Constitución garantiza a las comunidades indí-

genas autonomía para determinar sus propias estructuras de 

gobierno interno, elegir a sus autoridades, designar represen-

tantes para los ayuntamientos y acceder plenamente a la juris-

dicción del Estado (Centro de Capacitación Judicial Electoral, 

2009). Por mencionar, en las elecciones federales de 2006, de los 

28 distritos electorales indígenas, sólo siete diputados federales 

eran indígenas (González Galván, 2008). El marco normativo de 

los derechos político-electorales indígenas reconoce y fomenta 

el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación, que 

se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure 

la unidad nacional. La Constitución garantiza a las comunidades 

indígenas autonomía para:  Decidir sus formas internas de orga-

nización política, elegir a sus autoridades o representantes para 

su gobierno interno, elegir representantes ante los ayuntamien-

tos y acceder plenamente a la jurisdicción del Estado (Centro de 

Capacitación Judicial Electoral, 2009).

Otra restricción que merece mención son las limitaciones 

económicas. El acceso equitativo a los recursos financieros es 

clave para poder desarrollar actividades políticas efectivas, como 

financiar campañas electorales o realizar proyectos comunitarios 

(La Democracia En México - Faro Democrático, n.d.). Si ciertos 

grupos tienen dificultades económicas, esto puede afectar sig-

nificativamente su capacidad para involucrarse en la política. Es 

importante reconocer estas barreras estructurales y trabajar 

hacia soluciones que promuevan una mayor inclusión política. 

Esto puede implicar la implementación de políticas y programas 

que aborden la discriminación de género, brinden oportunida-

des equitativas para las juventudes y fomenten la participación 

activa de las comunidades indígenas.

Dichas barreras estructurales reflejan desafíos importantes 

que deben abordarse para garantizar una participación política 

inclusiva y equitativa en México. Es necesario asegurar estrate-

gias de acción que erradiquen la falta de acceso a la educación 

e información para las mujeres, a través de programas, becas, 

paridad de género en instituciones y espacios públicos, así como 

mecanismos fomenten la participación política de las juventu-

des y reconozcan y respeten los derechos de las comunidades 

indígenas, atendiendo, por ejemplo, a los programas públicos 

de institutos como el de la juventud o de los pueblos indígenas.

TIPOS Y FORMAS DE PARTICIPACIÓN 
POLÍTICA

En México, existen diversas formas y tipos de participación 

política que los ciudadanos pueden llevar a cabo para expresar 

sus opiniones, demandas y contribuir al desarrollo del país. A 

continuación, se mencionan algunas de estas formas:

1. Voto: El voto es una de las formas más comunes de parti-

cipación política en México. Los ciudadanos mayores de 18 años 

tienen el derecho y la responsabilidad de elegir a sus representan-

tes políticos a través del sufragio universal, libre, secreto y directo.

2. Manifestaciones y protestas: La realización de 



D E M O C R A C I A ,  S E G U R I D A D  C I U D A D A N A  Y  P A R T I C I P A C I Ó N  P O L Í T I C A5 2 5 3

      manifestaciones pacíficas y protestas es otra forma en la cual 

los ciudadanos mexicanos pueden ejercer su participación polí-

tica. Estas acciones permiten visibilizar demandas sociales y bus-

car cambios en políticas públicas o decisiones gubernamentales.

3. Participación en organizaciones civiles: Muchos ciudada-

nos deciden involucrarse activamente en organizaciones civiles 

que trabajan en temas como derechos humanos, medio ambiente, 

equidad de género, entre otros. A través de su participación en 

estas organizaciones, los individuos buscan influir en la toma de 

decisiones y promover cambios positivos en la sociedad.

4. Participación en partidos políticos: Algunos mexicanos 

optan por afiliarse a un partido político y participar activamente 

en su estructura interna. Esto les permite tener voz y voto dentro 

del partido, así como postularse para cargos públicos o ser parte 

del proceso de toma de decisiones.

5. Consultas populares: En México también se llevan a cabo 

consultas populares sobre temas relevantes para el país. Estas 

consultas permiten a los ciudadanos expresar su opinión mediante 

el voto y ayudan a enriquecer el proceso de toma de decisiones.

6. Participación en redes sociales: Con el avance de la tec-

nología, las redes sociales se han convertido en un espacio impor-

tante para la participación política. Los ciudadanos pueden expre-

sar sus opiniones, compartir información relevante e incluso orga-

nizarse para promover cambios a través de plataformas digitales 

(Chávez Alor & Preisser Rentería, 2020, 346-349).

Estas son solo algunas de las formas y tipos de participación 

política que existen en México. Cada una tiene su importancia y 

contribuye al fortalecimiento del sistema democrático del país. 

Es fundamental que los ciudadanos ejerzan su derecho a parti-

cipar activamente en la vida política y social, ya que esto ayuda 

a construir una sociedad más justa y equitativa (Chávez Alor & 

Preisser Rentería, 2020, p. 350). 

A lo largo de la historia mexicana, ha habido importantes 

movimientos sociales que han buscado promover cambios políti-

cos y sociales. Ejemplos destacados incluyen el movimiento estu-

diantil de 1968 y el movimiento Zapatista en Chiapas. Estos movi-

mientos han utilizado manifestaciones, marchas y otras formas de 

protesta para hacer escuchar sus demandas e impulsar cambios 

en la política del país (Chávez Alor & Preisser Rentería, 2020, p. 

350). Otro de los movimientos más impactantes y de relevancia 

histórica fue el “Movimiento por la Paz” al que se incorporó Javier 

Sicilia (poeta y activista) en marzo del 2011 cuando el cuerpo de 

su hijo Juan Francisco de 24 años fue encontrado en un vehículo 

junto con otras seis víctimas en Temixco, Morelos. Sicilia fue de 

los más destacables líderes del movimiento que inició a raíz de la 

violencia que se disparó cuando Felipe Calderón implementó la 

“Guerra contra el Narcotráfico” que dejó al país con 132 mil 65 

muertes violentas, personas desaparecidas, desplazamientos 

forzados, entre otras lamentables consecuencias. El Movimiento 

por la Paz con Justicia y Dignidad recorrió varias partes del país 

mediante la Caravana por la Paz, visitando de manera más insis-

tente los lugares en los que la violencia había tocado con más 

brutalidad. Esta caravana estuvo conformada por familiares de 

víctimas, colectivos, organizaciones y movimientos sociales de 

México y otros países. Además, en 2011, lograron recopilar un 

informe en el que reportaron que en cada caravana se docu-

mentaron violaciones a los derechos humanos, de los cuales, en 

el 67% de los casos, las víctimas no identifican al responsable de 

la violación. Sin embargo, en 13% de los casos las víctimas creen 

que el responsable fue el Ejército y 8% señala como responsa-

ble a la policía. Las víctimas atribuyen al crimen organizado 4% 

de estas violaciones. En la Caravana del Sur se recibieron 221 

testimonios, 52% fueron por desaparición forzada y 13.6% por 

homicidio (Secretaría Ejecutiva, s.f.). 

Como vemos, la participación ciudadana y los movimientos 

sociales desempeñan un papel fundamental en el crecimiento de 

la participación política. Los movimientos sociales han sido his-

tóricamente un llamado social a involucrarse en la vida política 

del país, en la mejora de las condiciones sociales y civiles y en el 

fortalecimiento de la democracia. Además, junto con la partici-

pación ciudadana, han posicionado con mayor fuerza la rendi-

ción de cuentas en los sistemas e instituciones públicas del país. 

Asimismo han sido espacio para visualizar la gran diversidad de 

perspectivas, fungiendo como voces vitales para el correcto fun-

cionamiento de los procesos políticos que busquen el fortaleci-

miento democrático. Por otro lado, la participación ciudadana y 

los movimientos sociales han ayudado a equilibrar el poder entre 

el gobierno y la sociedad, actuando como contrapesos, además 

de ser formas de participación necesarias para apoyar reformas 

políticas, legales y sociales o en su caso detenerlas en la medida 

de sus posibilidades.  

I M P A C T O  D E  L A  I N S E G U R I D A D  E N  					   
L A  P A R T I C I P A C I Ó N

Emma Manzanilla (2018) en Inseguridad y participación política en México. ¿Existe una correlación en el comportamiento de 

este binomio?, expone los mapas de México, desarrollados en las figuras 2.6, 2.7 y 2.8 de este documento, divididos por entidad, y 

donde se expone la relación de inseguridad con la participación política: 

F i g u r a  2 . 6  D i s t r i b u c i ó n  p o r  e s t a d o s  d e  l a  p a r t i c i p a c i ó n  p o l í t i c a  y  l a  i n s e g u r i d a d , 
s e g ú n  s u s  r e s p e c t i v o s  í n d i c e s .

Figura 2.6: Imagen extraída de (Manzanilla, 2018).
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      Podemos observar en estas tres imágenes, cómo entre el 

2009 y 2015 hay un cambio significativo con relación a los estados 

que presentan baja participación política con grave inseguridad, 

reduciéndose de 14 a 9 estados. Jalisco y el Estado de México se 

mantuvieron entre el 2009 y el 2015 con baja participación polí-

tica y grave inseguridad. Por otra parte, puede observarse también 

un incremento de estados situación de baja participación y media 

seguridad, pasando de 10 a 14 estados. Se mantuvo un promedio 

de un estado con alta participación y seguridad moderada, y es 

importante destacar que estos estados variaron en diferentes 

periodos. Además, San Luis Potosí mantuvo consistentemente 

una situación de participación moderada y seguridad media

En el proceso electoral del 2018, los cinco estados con más 

registros en la lista nominal fueron: Estado de México con 13.3%, 

Ciudad de México con 8.6%, Jalisco con 6.6%, Veracruz con 6.5% 

y Puebla con 5.1% (INE, 2018). A su vez, las condiciones de segu-

ridad de cada estado fueron las siguientes:

•	 Estado de México: Entre el 2016 y 2017 hubo un 

aumento de robo a casa del 56% y, para 2018 se iden-

tificó un aumento con respecto a la media de 2%. Con 

respecto al delito por robo a negocio, entre el 2016 

y 2017 se identificó un aumento del 194% y, entre 

el 2017 y 2018, un aumento del 46%. Sobre homici-

dios, se registró entre 2017 y 2018 un aumento del 

16%. El secuestro entre 2017 y 2018 aumentó un 

1%. Entre el 2017 y 2018, se registró un aumento 

de 17% sobre el delito de extorsión. Con respecto al 

narcomenudeo, entre 2016 y 2017 se identificó un 

aumento del 41%, y entre 2017 y 2018 un aumento del 

82%. Por el delito de lesiones, se registró un aumento 

entre el 2016 y 2017 de 24%, y entre 2017 y 2018 un 

aumento de 10%. La violencia familiar entre 2016 y 

2017 aumentó 25%, y en 2018 se registró un aumento 

con respecto a la media del 14%. Sobre feminicidio, 

entre 2017 y 2018 se registró un aumento del 21% 

(Semáforo delictivo, 2023).

•	 Ciudad de México: Entre el 2016 y 2017 hubo un 

aumento de robo a casa del 5% y, para 2018 se iden-

tificó un aumento con respecto a la media del 23%. 

Con respecto al delito por robo a negocio, entre el 

2016 y 2017 se identificó un aumento del 13% y, entre 

el 2017 y 2018, un aumento del 16%. Sobre homici-

dios, se registró entre 2017 y 2018 un aumento del 

30%. El secuestro entre 2017 y 2018 aumentó un 

595%. Entre el 2017 y 2018, se registró un aumento 

de 9% sobre el delito de extorsión. Con respecto al 

narcomenudeo, entre 2016 y 2017 se identificó un 

aumento del 88%, y entre 2017 y 2018 un aumento del 

127%. Por el delito de lesiones, se registró un aumento 

entre el 2016 y 2017 de 29%, y entre 2017 y 2018 

un aumento de 4%. Sobre violencia familiar, entre 

2017 y 2018 se registró un aumento con respecto 

a la media del 13%. Sobre feminicidio, entre 2017 y 

2018 se registró un aumento del 13% con respecto a 

la media. Con respecto al delito de violación, del 2017 

al 2018 se registró un aumento del 356% (Semáforo 

delictivo, 2023).

•	 Jalisco: Entre el 2016 y 2017 hubo un aumento 

de robo a casa del 34% y, para 2018 se identificó 

un aumento con respecto a la media del 10%. Con 

respecto al delito por robo a negocio, entre el 2016 

y 2017 se identificó un aumento del 82% y, para el 

2018, un aumento del 91% con respecto a la media. 

Sobre homicidios, se registró entre 2017 y 2018 un 

aumento del 46%. El secuestro entre 2017 y 2018 

aumentó un 23%. Entre el 2017 y 2018, se registró 

un aumento de 45% sobre el delito de extorsión. Con 

respecto al narcomenudeo, entre 2017 y 2018 se 

registró un aumento del 33%. Por el delito de lesio-

nes, se registró un aumento entre el 2016 y 2017 de 

10%. Sobre feminicidio, entre 2017 y 2018 se regis-

tró un aumento del 22% (Semáforo delictivo, 2023).

•	 Veracruz: Entre el 2016 y 2017 hubo un aumento 

de robo a casa del 42%. Con respecto al delito por 

robo a negocio, entre el 2016 y 2017 se identificó un 

aumento del 194% y, para 2018, un aumento del 37% 

con respecto a la media. Sobre homicidios, se regis-

tró para el 2018 un aumento del 31% con respecto 

a la media. El secuestro entre 2017 y 2018 aumentó 

un 2%. En el 2018, se registró un aumento de 85% 

con respecto a la media sobre el delito de extorsión. 

Con respecto al narcomenudeo, entre 2016 y 2017 

se identificó un aumento del 402%, y entre 2017 y 

2018 un aumento del 19%. Por el delito de lesiones, 

se registró un aumento entre el 2016 y 2017 de 59%, 

y para el 2018 un aumento de 19% con respecto a la 

media. Sobre violencia familiar, entre 2017 y 2018 

se registró un aumento con respecto a la media del 

27%. Con respecto al delito de violación, del 2017 al 

2018 se registró un aumento del 63% con respecto 

a la media (Semáforo delictivo, 2023).

•	 Puebla: Entre el 2016 y 2017 hubo un aumento 

de robo a casa del 17%. Con respecto al delito por 

robo a negocio, entre el 2016 y 2017 se identificó 

un aumento del 126% y, entre el 2017 y 2018, un 
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Figura 2.7: Imagen extraída de (Manzanilla, 2018).

Figura 2.8: Imagen extraída de (Manzanilla, 2018).
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      aumento del 51% con respecto a la media. Sobre homicidios, se registró entre 2017 y 2018 un aumento del 24%. El 

secuestro entre 2017 y 2018 aumentó un 31%. Entre el 2017 y 2018, se registró un aumento de 46% sobre el delito de 

extorsión. Con respecto al narcomenudeo, entre 2016 y 2017 se identificó un aumento del 38%. Por el delito de lesio-

nes, se registró un aumento entre el 2017 y 2018 de 12%. Sobre violencia familiar, entre 2017 y 2018 se registró un 

aumento con respecto a la media del 15%. Sobre feminicidio, entre 2017 y 2018 se registró un aumento del 167% con 

respecto a la media. Con respecto al delito de violación, del 2017 al 2018 se registró un aumento del 22% (Semáforo 

delictivo, 2023).

Además, con base en la ENVIPE 2018, dentro de la lista de 

los 10 estados más inseguros se encontraron Puebla y Jalisco 

(EXPANSIÓN, 2019). La información anterior nos demuestra que, 

si bien directamente la incidencia de delitos no influye en la par-

ticipación política de las y los ciudadanos, lo hace indirectamente 

a través de su abono a la percepción de inseguridad en la pobla-

ción. Esta inseguridad, que se perpetúa a través de la impunidad 

de los delitos que se cometen, termina acompañada de apatía, 

indiferencia y desconfianza en las instituciones públicas, gene-

rando duda al momento de pensar en una posible participación 

política, “¿de qué sirve si igual no va a pasar nada?”. Una manera 

de visualizarlo de manera resumida se encuentra en la figura 2.9.

PARTICIPACIÓN SOCIAL

La participación política en México va más allá del ámbito 

electoral. Los movimientos sociales han demostrado ser una her-

ramienta fundamental para influir en las decisiones políticas y 

promover cambios sociales. Estos movimientos son espacios de 

expresión y acción colectiva que buscan abordar diversas pro-

blemáticas, como la defensa de los derechos humanos, la lucha 

contra la corrupción o la demanda de igualdad de género, que 

no siempre son abordadas por el sistema político tradicional 

(Ziccardi, 2007,  p. 20).

 	  A través de manifestaciones, protestas y otras formas 

de acción colectiva, estos movimientos logran poner en agenda 

temas que muchas veces son ignorados o minimizados por los par-

tidos políticos, generando así, presión sobre el gobierno y otros 

actores políticos. Mediante sus acciones, pueden exigir cambios 

en las políticas públicas y lograr avances significativos en áreas 

como la protección de los derechos humanos o la implementa-

ción de medidas contra la corrupción. 

Uno de los temas principales abordados por los movimientos 

sociales en México es la defensa de los derechos humanos. A lo 

largo de la historia, diversos grupos han surgido para hacer frente 

a situaciones de violencia, discriminación y abuso hacia ciertos 

sectores de la población. Estos movimientos buscan visibilizar 

estas problemáticas y exigir acciones por parte del gobierno para 

garantizar el respeto y protección de los derechos fundamenta-

les. Otro tema relevante es la demanda de igualdad de género. 

En un país donde persisten desigualdades y violencias basadas 

en el género, los movimientos feministas han cobrado fuerza e 

impacto significativo. Estos movimientos buscan poner fin a la 

violencia machista, promover la igualdad salarial y asegurar el 

acceso a derechos sexuales y reproductivos para todas las muje-

res (Góngora Cervantes & Plascencia Morales, 2022, p. 110).

 Las actividades de participación como manifestaciones, 

protestas pacíficas, reuniones comunitarias y debates políticos 

permiten a los individuos expresar sus opiniones y preocupacio-

nes, así como exigir cambios o reformas cuando consideren nece-

sario. Un tema de participación contemporáneo y relevante se 

encuentra en la Ley Ingrid. La Ley Ingrid no es una ley, es un con-

junto de reformas legislativas que pretende evitar la exposición 

mediática que atente contra la dignidad e integridad de una per-

sona que se encuentre en calidad de Víctima. La Ley Ingrid viene 

tras la lamentable difusión, principalmente a través de redes 

sociales, del cuerpo mutilado de Ingrid Escamilla, mujer que fue 

víctima de feminicidio en Ciudad de México en 2020. A través 

de marchas, protestas y manifestaciones en redes sociales, la 

sociedad exigió el alto a la filtración del expediente de la Fiscalía 

(Orden Jurídico Nacional, 2021). Dando como resultado, que a 

raíz de estas intervenciones sociales, se incorporara al artículo 

293 Quáter del Código Penal de la Ciudad de México la tipifica-

ción de conductas que realicen las personas o servidores públi-

cos que revelen o difundan de manera indebida, imágenes, videos 

o grabaciones, así como archivos o información de la carpeta de 

investigación. Además de fortalecer la protección de los derechos 

de las víctimas y el combate a la violencia de género que ocurre 

en plataformas mediáticas.

 

Uno de los aspectos más destacados de los movimientos 

sociales es su capacidad para dar voz a los sectores de la población 

que han sido históricamente marginados o excluidos del sistema 

político. Gracias a su organización y movilización, estos grupos 

pueden demandar el reconocimiento y respeto de sus derechos 

humanos, así como exigir cambios en las políticas públicas que les 

afectan directamente. Los movimientos sociales también desem-

peñan un papel importante en la construcción de una ciudadanía 

activa y consciente. A través de su participación en protestas, 

marchas o campañas de concientización, los individuos involu-

crados en estos movimientos se convierten en agentes de cambio 

y promueven la reflexión crítica sobre temas políticos y sociales 

(Ziccardi, 2007,  p. 24.). Los movimientos sociales son espacios 

donde las personas pueden expresarse y actuar de manera con-

junta para abordar diversas problemáticas. Uno de los principa-

les objetivos de estos movimientos es la defensa de los derechos 

humanos. En un país como México, donde persisten violaciones a 

los derechos fundamentales, los movimientos sociales juegan un 

papel crucial al alzar su voz y exigir justicia (Merino, 2003, p. 145).

La participación política en México es esencial para fortalecer 
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Figura 2.9: Elaboración propia.

la democracia y garantizar una sociedad más justa. A través del 

ejercicio del voto, la afiliación a partidos políticos, la participa-

ción en movimientos sociales y la expresión de opiniones, los 

ciudadanos mexicanos pueden contribuir activamente al pro-

ceso democrático y a la toma de decisiones gubernamentales ( 

Ziccardi, 2007,  p. 16.).

PARTICIPACIÓN CIUDADANA
La participación ciudadana en México se refiere al involu-

cramiento activo de los individuos en la toma de decisiones y el 

desarrollo de políticas públicas que afectan a su comunidad y al 

país en general. Esta forma de participación es un elemento clave 

para fortalecer la democracia, promover la transparencia y la 

rendición de cuentas, así como garantizar una mayor equidad e 

inclusión social (Serrano Rodríguez, 2015).

La participación ciudadana permite que los ciudadanos 

expresen sus opiniones, necesidades e intereses, lo que contri-

buye a garantizar una mayor equidad e inclusión social. Al tener 

voz y voto en las decisiones que se toman, los ciudadanos pueden 

influir en las políticas públicas y asegurarse de que sean justas y 

beneficien a todos. Además, fomenta el sentido de pertenencia 

y responsabilidad hacia la comunidad. Cuando los individuos se 

sienten parte activa del proceso de toma de decisiones, están 

más motivados a trabajar por el bienestar común y a colaborar 

con otros miembros de la sociedad (EQUIS Justicia para las muje-

res AC, 2023, 10).

Es importante destacar que la participación ciudadana no 

solo implica votar en elecciones o formar parte de organizaciones 

civiles, sino también estar informado sobre los asuntos públicos 

y expresar puntos de vista constructivos. La apertura al diálogo 

y el respeto hacia las opiniones divergentes son elementos fun-

damentales para lograr una participación efectiva. Sin embargo, 

es necesario reconocer que existen obstáculos para lograr una 

participación ciudadana plena en México. La falta de acceso a 

información confiable y comprensible para todos, así como la 

desconfianza hacia las instituciones públicas, pueden dificultar 

la participación activa de los ciudadanos (EQUIS Justicia para las 

mujeres AC, 2023, p. 19).

Una forma importante de participación ciudadana es a tra-

vés del ejercicio del derecho al voto en elecciones. Cuando los 

ciudadanos votan, están eligiendo a sus representantes y con-

tribuyendo a la formación de un gobierno legítimo. Esto asegura 

que las decisiones políticas reflejen los intereses y necesidades 
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      de la sociedad en su conjunto. La participación ciudadana es un 

elemento fundamental en cualquier democracia, ya que permite 

que los ciudadanos tengan voz y puedan influir en la toma de 

decisiones gubernamentales (La Democracia En México - Faro 

Democrático, n.d.). 

Además del voto, existen otras formas de participación ciu-

dadana que también son importantes. Tal es el caso de las consul-

tas populares pues permiten a los ciudadanos expresar su opinión 

sobre temas relevantes para el país. Estas consultas pueden ser 

convocadas por el gobierno o por iniciativa popular, y brindan 

una oportunidad para que los ciudadanos se pronuncien sobre 

cuestiones clave. Las audiencias públicas también son una forma 

relevante de participación ciudadana. En estas reuniones, los ciu-

dadanos tienen la oportunidad de expresar sus preocupaciones, 

sugerencias o críticas sobre determinados temas ante funciona-

rios gubernamentales u otros actores relevantes. Esto permite 

una mayor transparencia y rendición de cuentas por parte del 

gobierno, ya que se fomenta el diálogo abierto entre gobernan-

tes y gobernados. Otro mecanismo importante de participación 

ciudadana son las mesas de diálogo. Estas mesas reúnen a repre-

sentantes del gobierno y a diversos sectores de la sociedad civil 

para discutir y buscar soluciones a problemas o conflictos espe-

cíficos. A través del diálogo constructivo, se pueden encontrar 

consensos y tomar decisiones que beneficien a todos los involu-

crados (Merino, 2003, p. 144).

Uno de los principales mecanismos de participación ciu-

dadana en México es el referéndum (SIL, s.f.). Este permite a los 

ciudadanos votar sobre asuntos específicos propuestos por el 

gobierno o por iniciativa popular. Según el artículo 35 constitu-

cional, "la soberanía nacional reside esencial y originariamente 

en el pueblo" y este tiene el derecho a "decidir, mediante consulta 

popular, sobre temas nacionales de trascendencia". Los ciuda-

danos tienen la oportunidad de votar sobre asuntos específicos 

propuestos por el gobierno o por iniciativa popular. Esto permite 

que la opinión de la población sea tomada en cuenta en decisiones 

importantes que afectan al país. La celebración de un referéndum 

implica una consulta directa a los ciudadanos para que expresen 

su voluntad respecto a determinadas cuestiones. El resultado del 

referéndum puede ser vinculante o no vinculante, dependiendo 

de la legislación vigente y del objetivo de la consulta. Cuando un 

referéndum es vinculante implica que el resultado tiene fuerza 

legal y debe ser implementado por la autoridad correspondiente, 

cuando no es vinculante entonces el resultado no tiene un efecto 

legal obligatorio. Sin embargo, puede ser un gran indicador de la 

opinión pública, en este caso la autoridad no tiene la obligación 

de implementar la decisión que se tome en el referéndum. Este 

mecanismo de participación ciudadana promueve la democracia 

y fortalece el principio de soberanía popular. Al permitir que los 

ciudadanos se pronuncien directamente sobre asuntos relevan-

tes, se fomenta la inclusión y la toma de decisiones colectivas. 

El referéndum también contribuye a aumentar la transpa-

rencia y la rendición de cuentas por parte del gobierno. Al some-

ter ciertas decisiones a votación pública, se garantiza una mayor 

apertura y se evita cualquier posible abuso o arbitrariedad en el 

ejercicio del poder. Además, proporciona una vía para que las 

demandas e inquietudes de diferentes sectores sociales sean 

escuchadas y consideradas en las políticas públicas. Permite que 

las voces de aquellos que normalmente no tienen acceso directo 

al poder político sean tomadas en cuenta. Sin embargo, también es 

importante tener en cuenta que el referéndum puede presentar 

desafíos. Por ejemplo, es fundamental garantizar que todos los 

ciudadanos tengan acceso igualitario a la información relevante 

antes de emitir su voto. Además, se deben establecer procedi-

mientos claros y transparentes para llevar a cabo las consultas 

populares, asegurando así la legitimidad y validez del proceso.

Otro mecanismo importante es la consulta pública. De 

acuerdo con la Ley General de Consulta Popular, esta consiste 

en "un procedimiento mediante el cual se solicita la opinión vin-

culante o no vinculante a las personas sobre temas que sean de 

interés público". La consulta puede ser convocada por una autori-

dad gubernamental o por un mínimo del 2% del padrón electoral. 

Además, existen diversas organizaciones civiles que fomentan la 

participación ciudadana a través de la promoción de la transpa-

rencia, el acceso a la información y la vigilancia ciudadana. Estas 

organizaciones buscan empoderar a los ciudadanos para que pue-

dan exigir cuentas a sus gobernantes y participar activamente en 

los procesos políticos.

Las organizaciones civiles que promueven la participación 

ciudadana a través de la transparencia, el acceso a la información 

y la vigilancia son fundamentales para fortalecer la democracia en 

cualquier sociedad. Estas organizaciones buscan empoderar a los 

ciudadanos y promover su involucramiento activo en los asuntos 

políticos. El acceso a la información también es fundamental para 

una participación ciudadana efectiva. Las organizaciones civiles 

luchan por asegurar que los ciudadanos tengan acceso a docu-

mentos oficiales, datos gubernamentales y otros recursos rele-

vantes. Este acceso facilita el análisis crítico de las políticas públi-

cas y permite que los ciudadanos comprendan mejor las acciones 

de sus gobernantes. Promueven la transparencia y el acceso a la 

información, las organizaciones civiles también se dedican a la 

vigilancia ciudadana. Esto implica monitorear las actividades del 

gobierno y denunciar cualquier irregularidad o abuso de poder 

(Góngora Cervantes & Plascencia Morales, 2022, p. 116). 

Es así como la participación activa de los ciudadanos no solo 

contribuye al desarrollo social y económico del país, sino que 

también ayuda a combatir la corrupción y fomentar una cultura 

de responsabilidad cívica. 
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P A N O R A M A 
S O C I A L  E N 
G U A N A J U A T O

Luego del recorrido que anteriormente se realizó para establecer definiciones, es momento de adentrarnos en buscar cono-

cer cómo se encuentran las condiciones de democracia, seguridad e inseguridad ciudadana y participación política en Guanajuato, 

por lo que este recorrido comenzará por abordar la calidad del gobierno local, análisis realizado por el investigador Ortega (2014). 
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ELa calidad del gobierno local es de suma relevancia para 

determinar la calidad democrática no solo a nivel estado en 

Guanajuato, sino también a nivel federal. La calidad de los gobier-

nos locales se determinará a partir de las capacidades directivas 

(además de técnicas) y, de la capacidad de garantizar el acceso 

igualitario y equitativo de los bienes y servicios públicos. E (Ortega, 

2014)s en 1980 que la democratización a nivel local empezó a 

surgir en contra parte al antiguo sistema político mexicano clien-

telar, corporativo y jerárquico (Ortega, 2014). 

Para Alex Ortega (2014) un gobierno municipal con buena 

cantidad de recursos económicos, materiales y humanos dismi-

nuye el valor de sus resultados de las acciones que implemente si 

no desempeña sus funciones con calidad gubernamental. En cam-

bio, si el gobierno municipal tiene varias limitaciones de recur-

sos, pero un buen desempeño gubernamental, podrá contar con 

perspectivas de desarrollo a mediano y largo plazo. A través de un 

conjunto de variables, y a partir de datos del Censo Nacional de 

Gobiernos Municipales y Delegacionales 2011 (CNGMD 2011) 

del INEGI, Ortega identificó la posición de los municipios res-

pecto a su calidad en la gestión pública. Los municipios que se 

situaron en el cuadrante superior derecho tuvieron los mejores 

resultados en las variables de gestión de recursos humanos, reglas 

de acceso al servicio público y de gestión financiera. Por contra-

parte, los municipios del cuadrante derecho inferior tienen los 

valores más bajos en esas mismas dimensiones. Municipios como 

Ocampo, Moroleón, Irapuato, Jerécuaro, Tierra Blanca, Uriangato, 

Acámbaro y Juventino Rosas fueron los casos positivos en este 

conjunto de variables.  

Por otra parte, en el cuadrante derecho inferior de las varia-

bles de rendición de cuentas, participación ciudadana, gestión 

estratégica, transparencia y gestión de tecnologías de la infor-

mación, destacan San Francisco del Rincón, Celaya, Coroneo, 

Dolores Hidalgo, San Felipe y Jaral del Progreso. Los que se ubi-

caron en el cuadrante superior izquierdo tienen buenos resulta-

dos en el primer grupo de variables mencionadas, de regulares a 

bajos resultados en las variables de rendición de cuentas, trans-

parencia, participación ciudadana, gestión estratégica y gestión 

de tecnologías de la información. Por último, los municipios del 

cuadrante inferior izquierdo presentan bajos resultados en casi 

todas las variables, estos son, Atarjea, Pueblo Nuevo, Santiago 

Maravatío, Romita, Manuel Doblado y Pénjamo. Esto es posible 

observar con mayor facilidad en la imagen 4.1.DEMOCRACIA
EN GUANAJUATO

F i g u r a  4 . 1  I d e n t i f i c a c i ó n  d e  c a s o s  ( m u n i c i p i o s ) .

Figura 4.1: Gráfico extraído de (Ortega, 2014, pág. 101).



De esta manera los municipios mejor ponderados son Guanajuato, Jaral del Progreso, León, Coroneo, San Francisco del Rincón 

y Acámbaro, por otro lado, los menos cualificados son Atarjea, Pueblo Nuevo, San Luis de la Paz, Santiago Maravatío y Huanímaro. 

Esto es posible observar con mayor facilidad en la imagen 4.2.

Por otro lado, no basta con analizar la dimensión de lo gubernamental, pues como en capítulos anteriores se mencionó, la exis-

tencia de grupos fácticos será un importante determinante de la situación democrática. 

R E L A C I O N E S  E N T R E  E L  G O B I E R N O  					   
Y  G R U P O S  F Á C T I C O S

Como lo vimos en el apartado anterior de esta exploración sobre democracia, existen actores con la capacidad de movilizar 

diferentes recursos de poder con el afán de incidir en la esfera política y obtener beneficios para ellos mismos. Estos son llamados 

como grupos o poderes fácticos, que para los pluralistas tienen una dispersión de recursos políticos que pueden generar cierto tipo 

de equilibrio social. Mientras que para los marxismos esos poderes están coludidos o interconectados, sobre todo por condiciones 

sociales de clase (Valencia, 2019). 

F i g u r a  4 . 2  Í n d i c e  d e  c a l i d a d  d e l  g o b i e r n o  m u n i c i p a l 
e n  G u a n a j u a t o

Figura 4.2: Gráfico extraído de (Ortega, 2014, pág. 102).

En el caso de Guanajuato, la Fiscalía del Estado es un ente que 

como se sabe, debe fungir como independiente al Gobierno Estatal 

por las atribuciones que tiene en su competencia. Esta indepen-

dencia es crucial para evitar el uso partidista de la fiscalía. Sin 

embargo, se han observado al Fiscal del Estado, Carlos Zamarripa 

Aguirre, en varias ocasiones compartiendo eventos sociales con 

el secretario de Seguridad estatal, Alvar Cabeza de Vaca, quien 

fue designado en su puesto por solicitud de Zamarripa al gober-

nador Miguel Márquez Márquez (POPLab & CONNECTAS, s.f.). Es 

entonces que un poder fáctico no necesariamente presiona, tam-

bién puede ejercer persuasión o mantener una omisión (Vázquez 

Valencia, 2018).

Para Valencia (2019) “todos los factores reales de poder son 

grupos de presión, pero no todos los grupos de presión serían fac-

tores reales de poder”. Es por ello que pueden existir grupos de 

presión cuyos recursos políticos sean tan bajos que su influencia 

en la toma de decisiones sea mínima o inexistente. Por lo que se 

encontrarán, por ejemplo, sindicatos o movimientos sociales bus-

cando influir en las decisiones públicas, sin lograr hacerlo, o, por 

otro lado, partidos políticos, presidentes, etc., que bien pueden 

ser influenciados. Cuando se trata de una captura de estado, los 

poderes fácticos no solo influencian las decisiones, sino que se 

infiltran en diversos procedimientos administrativos, legislativos o 

jurisdiccionales, siendo cooptados por redes de macrocriminalidad 

(Valencia, 2019). Cabe aclarar que, aunque cualquier fuerza social 

puede ser un grupo fáctico, no todos son iguales per se, su prin-

cipal diferenciador radica en los recursos políticos que poseen. 

Estos recursos, como clasifica Vázquez (2019, pp. 47-48), pueden 

derivar de la capacidad económica legal (inversiones), la solven-

cia económica ilegal (sobornos), la acción colectiva (manifesta-

ciones, mítines, huelgas, entre otros) y aquellos generados por 

la violencia (amenazas, desapariciones, asesinatos).

Dada la limitación de recursos y alcance de esta explora-

ción, queda pendiente una evaluación más detallada de las con-

diciones que podrían indicar una posible captura del Estado en 

Guanajuato, así como la identificación y comprensión más pro-

funda de los grupos fácticos y sus roles. Esta área representa un 

terreno prometedor para investigaciones posteriores, donde se 

puede ahondar en estos aspectos con mayor profundidad y pre-

cisión, proporcionando así un mapeo más exhaustivo y detallado

	 En el caso del recuadro 4.3, se trata de un mapeo que 

realizó Valencia (2019) en el que se permite observar los acto-

res que producen violaciones a derechos humanos y los que bus-

can justicia, verdad y reparación por esos daños en el Estado de 

Coahuila.  

Rol Función Recurso Relaciones

Zetas Grupo Criminal

Control de territorio Violencia

Gubernatura

Gobiernos Muni-

cipales

Actividad Económica Dinero

Policías Munici-

pales

PGJ

Policías 

municipales

Orden público Alcalde

Brazos de grupos crimi-

nales

Violaciones de dere-

chos humanos
Violencia Grupos criminales

Impunidad de grupos 

criminales
Dejar hacer Poder

Gobiernos 

municipales

Permisividad a los gru-

pos criminales
Dejar hacer Poder

Grupos criminales

Policías munici-

pales

F i g u r a  4 . 3  C l a s i f i c a c i ó n  d e  a c t o r e s  r e l a c i o n a d o s  c o n 
v i o l a c i o n e s  a  d e r e c h o s  h u m a n o s .

Figura 4.3: Extraído de (Valencia, 2019) p. 207



Gubernatura
Beneficiarse del grupo 

criminal

Beneficio privado de 

recursos del crimen 

organizado

Poder
Gobiernos crimi-

nales

Violencia
Gobiernos muni-

cipales

PGJ

PGJ Permitir Impunidad
Barreras de acceso a la 

justicia

Poder Gubernatura

Violencia Grupos Criminales

Policía estatal

Colaboración con grupo 

criminal
Control de territorio Violencia Grupos criminales

Impunidad de grupos 

criminales

Ejército

Colaboración con grupo 

criminal

Colaboración con poli-

cía municipal y estatal 

favorable a los Zetas

Control de territorio Violencia Grupos criminales

Policía federal
Colaboración con grupo 

criminal
Control de territorio Violencia Grupos criminales

PEMEX Producción de energía

Actividad económica 

con empresas vincula-

das a grupos criminales

Dinero

Empresas vincu-

ladas con grupos 

criminales

Gobierno estatal

PGR
Impunidad de miem-

bros del grupo criminal
Impunidad Poder Grupo criminal

Centro Fray Juan de 

Larios
Defensa de DH Denuncia y presión Palabra

Familiares de 

víctimas

Gobierno estatal

PGJ

PGR

Figura 4.3: Extraído de (Valencia, 2019) p. 207

Por otro lado, la imagen 4.4 del recuadro, permite caracterizar la manera en la que el empresariado puede fungir como un 

grupo fáctico. 

C A L I D A D  D E  I N S T I T U C I O N E S  P Ú B L I C A S
Suficiente se ha hablado de democracia en esta investigación para decir que la democracia no se logra sólo mediante las elec-

ciones. Para evaluar la salud democrática, mucho tiene que ver la confianza que las personas le tengan a las autoridades, siendo que 

entre más confianza les generen las autoridades, mayor es la probabilidad de que participen activamente en el proceso democrático 

(Gómez Tagle & García, 2021). Del mismo modo, la percepción ciudadana que tengan en cuanto a su posición de corruptibilidad va a 

afectar de alguna manera las condiciones en las que se encuentre la legitimidad de su gobierno. Por tanto, entender cómo la población 

en Guanajuato percibe la integridad y transparencia de las autoridades contribuirá a comprender la calidad democrática en el estado. 

Por otro lado, conocer el nivel de información que poseen sobre las estrategias para mejorar la seguridad pública puede pro-

porcionarnos claridad respecto a su nivel de conciencia y participación en asuntos de interés público. Es así que se recurre a análisis 

de los resultados que obtuvo la ENVIPE (2023) para Guanajuato. 

Como se puede visualizar en la imagen 4.5, en Guanajuato para abril del 2023, la mayor confianza que se tiene a una autoridad 

fue a la Marina, seguida por el Ejército, seguida por la Guardia Nacional. Las autoridades a las que menos se les tiene confianza es 

entonces la policía preventiva municipal y finalmente la policía de tránsito. Estas percepciones apenas difieren de las que mantienen 

F i g u r a  4 . 4  E m p r e s a r i a d o  c o m o  g r u p o  f á c t i c o .

Figura 4.4: Extraído de (Valencia, 2019) p. 48



las autoridades a nivel nacional.

Una de las principales hipótesis de dichas percepciones es que los ciudadanos tienen muy poco contacto con autoridades de la 

marina, el ejército, la guardia nacional y pocas veces conocen a la fiscalía general. De los acercamientos más frecuentes es a través 

de medios televisivos, donde se muestran labores de rescate en situaciones de crisis y usualmente el lenguaje que se maneja para 

presentar a estas autoridades es un lenguaje de promoción de su imagen. En cambio, usualmente los ciudadanos suelen tener más 

encuentros con elementos de policía municipal y de tránsito con los que usualmente se encuentran para recibir actos de corrup-

ción como la denominada “mordida”, lo cual incentiva a que los ciudadanos tengan muy mala experiencia con estos elementos y al 

momento de calificarlos, los consideren en los peores lugares. 

Aunado a lo anterior, en la imagen 4.6, se muestra la percepción de la corrupción en las autoridades, en la que justo casi se 

invierten las posiciones de las autoridades que tenían en la imagen anterior.

F i g u r a  4 . 5  P e r c e p c i ó n  d e  c o n f i a n z a  e n  l a s  a u t o r i d a -
d e s .

Figura 4.5: Extraído de ENVIPE, 2023.

Finalmente, en la imagen 4.7, es posible notar que las y los guanajuatenses tienen como conocimiento de acciones realizadas 

para mejorar la seguridad la mejora del alumbrado en las calles, seguido de mayor patrullaje y vigilancia policiaca. Identifican como 

acciones la organización de vecinos con la finalidad de contratar seguridad privada.

F i g u r a  4 . 6  P e r c e p c i ó n  d e  c o r r u p c i ó n  e n  l a s  a u t o r i -
d a d e s .

F i g u r a  4 . 7  C o n o c i m i e n t o  d e  a c c i o n e s  p a r a  m e j o r a r  l a 
s e g u r i d a d  p ú b l i c a .

Figura 4.6: Extraído de ENVIPE, 2023.

Figura 4.7: Extraído de ENVIPE, 2023.
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En este capítulo nos encargaremos de abordar en qué con-

diciones de seguridad e inseguridad se encuentra el conjunto de 

municipios que corresponden a Guanajuato como Estado. Para ello 

se comenzará por abordar la percepción de inseguridad y segu-

ridad que se tiene en el estado de Guanajuato, esto a través de 

los informes de la ENVIPE 2023. Posteriormente exploraremos 

la incidencia delictiva, pues este registro nos permite visualizar 

en dónde se denuncian más delitos. Así mismo nos interesará 

conocer datos de la cifra negra de la cantidad de casos que no se 

denuncian y carpetas de investigación que fueron interrumpidas 

o quedaron inconclusas. En el subtítulo siguiente nos interesa 

conocer las condiciones sociales de los municipios de Guanajuato, 

por lo que se acudirá al índice de rezago social que estableció la 

CONAPO, esto con la intención de averiguar si existen coinci-

dencias entre este factor y la cultura de la denuncia, las percep-

ciones de inseguridad y como tal los actos violentos registrados. 

Posteriormente, abordaremos uno de los factores sociales que 

hasta el momento creemos que es el que más afecta a las condi-

ciones de inseguridad en el Estado, el Crimen Organizado. A tra-

vés de mapas georreferenciados veremos tomas clandestinas de 

gasolina, comúnmente conocido como huachicol, y veremos cómo 

aumentó el número de tomas de 2008 a 2015. Esto con el fin de 

indagar si hay coincidencia entre los municipios con mayor inse-

guridad y las zonas donde se localizan tomas clandestinas. Por 

último, mediante los datos obtenidos por los registros de Votar 

Entre Balas, indagaremos las agresiones a servidores públicos 

de todos los niveles que se dieron en el Estado de Guanajuato. 

Guanajuato fue una de las entidades donde la violencia no 

era tema en los últimos 20 años, en cambio destacaban aspec-

tos como su exportación automotriz y de verduras congeladas, 

la cajeta de Celaya, las fresas de Irapuato y la producción de 

zapatos de León. La alternancia política que tuvo lugar en el año 

2000, donde Vicente Fox, originario de Guanajuato, logró des-

plazar al Partido Revolucionario Institucional, que había mante-

nido el poder durante 70 años, significó un gran triunfo para el 

Partido Acción Nacional, que lo destacó como un avance hacia una 

supuesta modernización democrática (POPLab & CONNECTAS, 

s.f.). Sin embargo, en 11 años los asesinatos crecieron 215%, 

convirtiendo a Guanajuato en uno de los estados más violentos 

de acuerdo con la investigación periodística de CONNECTAS y 

POPLab:

	 “su tasa de homicidio por 100 mil habitantes 

(55.99) [pasó] a ser la cuarta más alta a nivel nacional y a 

superar a las de países enteros como El Salvador (52.0), 

Jamaica (43.9) y Honduras (38.9) y con un nivel de impu-

nidad del 90 por ciento por este delito. [De esta manera 

fue que] ubicaron a este estado como el más violento de 

México en números absolutos.” (POPLab & CONNECTAS, 

s.f.) 

Por años, el gobierno de Guanajuato se ha desempeñado en 

aumentar sus estrategias de seguridad para “hacer combate” a la 

inseguridad, sin embargo, pese al recurso asignado al desarrollo 

de herramientas, equipo e instalaciones de inteligencia tecnoló-

gica las condiciones no parecen mejorar. Con ayuda del gobierno 

de Estados Unidos e inversiones del empresariado es que las ins-

talaciones de la Fiscalía General del Estado (FGE) se equiparon 

de laboratorios y tecnología altamente sofisticada, adquisición 

de equipo de seguridad, el alquiler de helicópteros equipados 

para vigilancia nocturna y la adquisición de drones para apoyar 

operativos policiales (POPLab & CONNECTAS, s.f.). Aún así los 

datos arrojan lamentables resultados que son el día a día de los 

y las guanajuatenses. 

A continuación, se expondrá la manera en la que los pobla-

dores mayores a 18 años en Guanajuato ven, sienten y perciben 

su habitar en la entidad, su municipio y localidad. 

P E R C E P C I Ó N  D E  		
I N S E G U R I D A D 

La percepción de inseguridad puede ser definida de manera 

general como “la perturbación angustiosa del ánimo que se deriva 

de la diferencia entre el riesgo percibido de ser víctima de un cri-

men y la victimización de hecho” (Vilalta, 2009); es decir, la sen-

sación que una persona tiene de ser víctima de un delito, inde-

pendientemente de la probabilidad de serlo. En la elaboración y 

aplicación de encuestas, se considera la percepción como un fac-

tor relevante en lo concerniente a la inseguridad. Esto se debe 

a que la percepción de inseguridad se convierte en un problema 

de interés público al afectar a las personas de diversas maneras. 

Para Aguilar Villanueva (2000) un problema es público “una 

vez que el problema en cuestión ha sido calificado de público y ha 

sido aceptado en la agenda de gobierno”. Por su parte, también 

se considera que la percepción de inseguridad puede provocar la 

decadencia de los barrios, así como el que los individuos se alejen 

de las prácticas de la vida comunitaria, causando que los procesos 

informales de control social que impiden la delincuencia se debili-

ten con la capacidad de movilización de un barrio (Skogan, 1986).

SEGURIDAD E INSEGURIDAD
CIUDADANA EN GUANAJUATO



Para los guanajuatenses mayores de 18 años, el lugar donde se sienten más inseguros es en el cajero automático, le sigue el 

banco y después con 71.1% la calle, como se puede ver en la imagen 5.4.

El INEGI a través de la ENVIPE, 2023, formuló encuestas para calcular la percepción sobre seguridad pública en el estado de 

Guanajuato. En la gráfica 5.1 se pueden ver ponderadas las principales preocupaciones que las personas refirieron que sienten. 

La principal preocupación que sienten las personas, es la inseguridad en el estado de Guanajuato, que se ve superada por siete 

puntos respecto a la nacional. Le sigue el aumento de los precios, posteriormente les preocupa el tema del narcotráfico, su salud, el 

desempleo, la pobreza, la impunidad con los delincuentes, la escasez de agua, la corrupción, la educación y finalmente los desastres 

naturales con un 3.6 puntos porcentuales.

Como se muestra en la imagen 5.2, para el 2023, los guanajuatenses consideraron en un 82.9% que vivir en México es inseguro, 

en un 77.5% que es inseguro vivir en su municipio y un 46.8% que es inseguro vivir en su colonia/localidad. 
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Figura 5.1: Extraído de ENVIPE, 2023.

Figura 5.3: Extraído de ENVIPE, 2023.

Figura 5.4: Extraído de ENVIPE, 2023.



En cuanto a conductas delictivas o antisociales, la imagen 5.5, extraída del informe ENVIPE de INEGI, muestra que los guana-

juatenses identifican el consumo de alcohol en la calle como la principal actividad, seguida del consumo de droga con un 55%, robos 

o asaltos frecuentes con un 52.5% y otros como disparos, homicidios, venta de drogas, etc. Solo el 8.4% de las personas mencionó 

que no identifican conductas delictivas ni antisociales.

Debido a la percepción de violencia en sus entornos, las personas de Guanajuato tuvieron cambios en sus hábitos y compor-

tamientos que se pueden visualizar en la imagen 5.6, en la que lo que más dejaron de hacer fue el permitir que sus hijos menores de 

edad salieran a la calle, así como el usar joyas, salir de noche y llevar dinero en efectivo. Lo que menos dejaron de hacer los guana-

juatenses fue ir al cine o al teatro y salir a comer.
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Figura 5.5: Extraído de ENVIPE, 2023.

Gracias a los resultados obtenidos por la ENVIPE para el 

caso de Guanajuato, fue posible observar que la percepción de 

una amenaza o el sentimiento de inseguridad que experimentan 

las personas, finalmente modifica su comportamiento, sus hábitos 

y el cómo se relacionan socialmente en sus entornos. 

Por otro lado, según datos del Semáforo Delictivo (2023), 

Guanajuato se encuentra como el cuarto estado con mayor inci-

dencia de violencia familiar a nivel nacional, antecediéndole 

Ciudad de México, Nuevo León y Jalisco. De enero a agosto de 

este año, Guanajuato se posicionó como la entidad en donde se 

recibieron más llamadas al 911 para reportar incidentes de vio-

lencia familiar siendo un número de 43 mil 731 llamadas (Barrera, 

2023). En 2022, se atendieron en hospitales de Guanajuato 3,214 

personas de 0 a 17 años por violencia familiar; el 93.2% de estos 

casos correspondían a mujeres (2,994 en total). También este año, 

Guanajuato fue la segunda entidad con más casos de niñas, niños 

y adolescentes atendidas en hospitales por violencia familiar. 

Las víctimas de violencia familiar de 0 a 17 años en Guanajuato 

aumentaron de 2,477 en 2021 a 3,214 en 2022 (Red por los 

Derechos de la Infancia en México, 2023).

F i g u r a  5 . 5  P e r c e p c i ó n  s o b r e  l a  s e g u r i d a d  p ú b l i c a  ( c o n d u c t a s  d e l i c t i v a s  o  a n t i s o c i a l e s ) .

Figura 5.5: Extraído de ENVIPE, 2023.

Otro de los indicadores que pueden influir en la perfilación 

de la percepción de inseguridad en la ciudadanía se trata de los 

homicidios, en los que durante el 2022, Guanajuato fue el estado 

donde más homicidios ocurrieron a nivel nacional con 4 mil 83 

muertes en números brutos. Aunque se ubicó en el lugar número 

cuarto respecto a la tasa de homicidios dolosos por cada 100 mil 

habitantes (Araiza, 2023). Durante el primer mes del 2023, se 

registraron 249 víctimas de homicidios dolosos en Guanajuato; 

se ubicó como el segundo a nivel nacional con más asesinatos 

en números absolutos (…) En su mayoría las muertes las provo-

caron disparos de arma de fuego (214), por arma blanca (2), y 

otros elementos (33).  De esta forma Guanajuato se posicionó 

en el segundo lugar en cuanto al número de víctimas de homici-

dio, justo por detrás del Estado de México que registró durante 

enero 252 asesinatos (Araiza, 2023).

Así mismo, para el indicador de narcomenudeo y crimen 

organizado, entre enero y marzo de este año, el municipio de 

León presentó una tasa de carpetas de investigación en narco-

menudeo al menos 14 veces superior al promedio nacional, esto 

es, 269.77 contra 18.1 de acuerdo con datos del Observatorio 

Nacional Ciudadano (Silva, 2023). En los primeros cuatro meses 

de este 2023 en Guanajuato se denunciaron 7 mil 300 casos de 



•	 'Robo en transporte público colectivo',

•	 'Robo en transporte público individual', 'Secuestro',

•	 'Trata de personas', 'Tráfico de menores', 'Violación 

equiparada',

•	 'Violación simple',

•	 'Violencia de género en todas sus modalidades 

distinta a la violencia familiar',

•	 'Violencia familiar'.

	 Las variables que se seleccionaron fueron a propósitos 

de la presente investigación con el fin de indagar sobre todo en 

aquellas situaciones en las que se trate de delitos que impacten 

en condiciones que puedan afectar de determinada manera la 

inseguridad en el estado. Fue así que se obtuvo la gráfica 5.7.

narcomenudeo, por lo menos 60 casos por día (Lira, 2023). Se 

reportan cerca de 10 mil 300 casos de robo en sus distintas moda-

lidades, aproximadamente 86 por día (Lira, 2023).

La impunidad forma parte de los indicadores que pueden 

influir en la perfilación de la percepción de inseguridad en la ciu-

dadanía. De acuerdo con la organización México Evalúa presentó 

en su informe “Hallazgos 2020: Seguimiento y evaluación del sis-

tema de justicia penal en México” entre otras cuestiones, el “Índice 

de Impunidad Estatal (Índice)”, que establece como media nacio-

nal que la impunidad se encuentra en un 94.8. Mientras que las 

entidades federativas como Guanajuato,  se encuentra en el ter-

cer lugar en el Índice, debajo de Zacatecas y de Yucatán; también 

cuenta con un grado de efectividad de 14.6 (Sandoval R. , 2022).

En cuanto a la violencia contra las mujeres, la Comisión 

Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 

(CONAVIM) en marzo de este 2023, detalló que Guanajuato es 

una de las entidades más peligrosas, esto debido a que en 10 

años se registró un incremento de 732 por ciento en el registro 

de mujeres asesinadas (…) A través de un comunicado en el mes 

de marzo de este 2023, CONAVIM destacó que en lo que iba del 

año, en Guanajuato, no se había iniciado ninguna carpeta de inves-

tigación por feminicidio, a pesar de que ya se tienen registradas 

32 muertes violentas de mujeres, mismas que fueron clasificadas 

como homicidio doloso (Cimacnoticias, 2023).

Por último, pero no menos importante, la violencia en con-

tra de niñas, niños y adolescentes (Red por los Derechos de la 

Infancia en México, 2023), en 2021 registró que 1,221 personas 

de 0 a 17 años fueron atendidas en hospitales de Guanajuato 

por violencia física; 470 de estos casos correspondían a muje-

res y 751 a hombres. Ese año, Guanajuato fue la entidad con más 

casos de niñas, niños y adolescentes atendidas en hospitales por 

violencia física. Las víctimas de violencia física de 0 a 17 años en 

Guanajuato aumentaron de 918 en 2020 a 1,221 en 2021. En 

2021, fueron atendidas en hospitales de Guanajuato 375 perso-

nas de 0 a 17 años por violencia sexual; el 88.5% de estos casos 

correspondían a mujeres (332 en total). Ese año, Guanajuato fue 

la séptima entidad con más casos de niñas, niños y adolescentes 

atendidas en hospitales por violencia sexual. Guanajuato también, 

en el mismo año (2021), era la entidad con más homicidios con 

arma de fuego contra personas de entre 0 y 17 años reportados 

en el país, reportándose en 136 homicidios con arma de fuego 

de niñas, niños y adolescentes (23 mujeres y 113 hombres) (Red 

por los Derechos de la Infancia en México, 2023). 

Sin embargo, para los fines de esta exploración resulta de 

mayor provecho el poder contrastar la percepción de inseguridad 

de los y las guanajuatenses con lo que se llega registrar en cues-

tión de delitos, es por lo que en el siguiente subtítulo se buscó 

obtener los datos más actualizados mediante el INEGI, 2020. 

I N C I D E N C I A  D E L I C T I V A
En el caso de la seguridad ciudadana en Guanajuato es impor-

tante poder visualizar las condiciones en la que se encuentra el 

Estado, para ello primeramente se recurrió al índice de incidencia 

delictiva que se registra por medio de las denuncias que se reci-

ben ante el ministerio público mediante datos del Secretariado 

Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública  (SESNSP, 

2023). Cabe aclarar que no todos los hechos de inseguridad son 

denunciados. Por distintas razones o condiciones sociales, gran 

parte de los actos de violencia pasan desapercibidos ante regis-

tros institucionales y del ojo público. Pese a que el análisis de los 

datos numéricos no define al cien por ciento las condiciones de 

inseguridad en el Estado, sí nos brindan un panorama importante, 

cuya imagen se acerca a tener la mayor claridad de las condicio-

nes sociales en este sentido. 

Analizar los registros de la incidencia delictiva de los muni-

cipios de Guanajuato nos permite saber de qué manera se com-

portan las tasas de criminalidad, así como medir la calidad de 

la seguridad pública. Básicamente estos registros permitirán a 

servidores públicos la toma de decisiones políticas desde la for-

mulación de políticas públicas, en la asignación de recurso y en 

el diseño de estrategias, así como políticas de prevención del 

delito como iniciativas para abordar factores que contribuyen 

al delito, como la pobreza o el desempleo. Para la sociedad en 

general estos registros, nos permiten tener una noción de cómo 

se encuentra el lugar en el que vivimos, si la criminalidad ha ido 

en aumento o disminuido, para de esta manera consolidar estra-

tegias de seguridad ciudadana entre vecinos de nuestra locali-

dad, colonia, cuadra, etc. 

Para ajustes poblacionales, parece adecuado analizar los 

datos estadísticos por cada 10, 000 habitantes, pues de los 46 

municipios de Guanajuato, solo tres (Atarjea con 5,296; Santa 

Catarina con 5,723 y Santiago Maravatío con 6,714) tienen menos 

de 10mil habitantes (INEGI, 2020). Esto representa un porcentaje 

significativo para cuantificar estadísticamente el impacto de los 

delitos en relación con la población total del estado.

Para esta exploración se consideraron 39 variables, las 

cuales son: 

•	 'Abuso de confianza', 'Abuso sexual', 'Acoso sexual',

•	  'Allanamiento de morada', 'Amenazas',

•	  'Corrupción de menores', 'Daño a la propiedad',

•	  'Delitos cometidos por servidores públicos', 'Despojo',

•	   'Electorales', 'Extorsión', 'Falsificación', 'Feminicidio',

•	 'Fraude', 'Homicidio culposo',

•	 'Homicidio doloso', 'Hostigamiento sexual',

•	 'Incumplimiento de obligaciones de asistencia fami-

liar',

•	 'Lesiones culposas', 'Lesiones dolosas', 'Narcome-

nudeo',

•	 'Rapto', 'Robo a casa habitación',

•	 'Robo a transeúnte en espacio abierto al público',

•	 'Robo a transeúnte en vía pública', 'Robo a transpor-

tista',

•	 'Robo de autopartes', 'Robo de ganado', 'Robo de 

maquinaria',

•	 'Robo de vehículo automotor', 'Robo en transporte 

individual',
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Figura 5.5: Extraído de ENVIPE, 2023.



Como se muestra en el gráfico 5.7, el municipio de Guanajuato capital encabezó de 2018 al presente año, la mayor cantidad de 

delitos por cada 10mil habitantes de los 46 municipios del Estado. Le sigue León, el municipio con mayor densidad poblacional del 

Estado de Guanajuato (INEGI, 2020). 

El siguiente es un mapa por municipio en el que se indica a través del color más intenso, los delitos que se cometieron y que fue-

ron registrados del 2018 al 2023. El color se va reduciendo respecto a la disminución de delitos. Para una mejor comprensión, puede 

consultar el gráfico 5.7, que está representado en forma de barras. Si necesita apoyo visual geográfico, puede referirse al mapa 5.8

Es importante saber quiénes gobiernan los municipios a los que hemos hecho mención en esta ponderación de delitos registra-

dos, pues es un factor que podría o no determinar algún fenómeno posteriormente. Por lo que, de acuerdo con datos IEEG (Procesos 

anteriores, s.f.) los municipios del estado de Guanajuato tienen como presidente municipal a personas de los siguientes partidos 

políticos. Así mismo dentro de la tabla 5.9 se puede observar si hubo alternancia de partido político del anterior periodo de gober-

nación municipal al actual.

F i g u r a  5 . 8  M a p a  d e  d e l i t o s  p o r  c a d a  1 0 m i l  h a b i t a n t e s 

Figura 5.8: Elaboración propia con base en (SESNSP, 2023).

No. Municipio Partido Alternancia

1 Guanajuato PAN No

2 León PAN No

3 San Miguel de Allende PRI SI (PAN)

4 Celaya PAN No

5 Salvatierra PAN No

6 Irapuato PAN No

7 Tarimoro PRI/PRD Sí (PAN)

8 Silao de la Victoria Morena Sí (PAN)

9 Cortázar PAN No

10 Salamanca Morena No

11 Apaseo el grande PAN Sí (Partido Verde)

12 Villagrán Nueva Alianza No

13 San Francisco del Rincón PAN Sí (PRI)

14 Tarandacuao PRI/PRD Sí (PAN)

15 Apaseo el alto PAN Sí (Morena)

16 Moroleón Movimiento Ciudadano Sí (PRD)

17 Santiago Maravatío Independiente Sí (PRI)

18 Uriangato PRI/PRD No

19 Yuriria Partido Verde Sí (PAN)

20 Purísima del Rincón PAN No

21 Acámbaro PAN Sí (Morena)

22 San José Iturbide PAN Sí (Morena)

23 Valle de Santiago PAN No

24 Pénjamo PAN No

25 Dolores Hidalgo PAN Sí (PRI)

26 Comonfort PAN Sí (Morena)

27 Pueblo Nuevo Movimiento Ciudadano Sí (PRI)

28 Coroneo PAN No

29 Jaral del Progreso RSP Sí (PRI)

30 Santa Cruz de Juventino Rosas PAN Sí (PRD)

31 Cuerámaro PRI/PRD Sí (PAN)

32 San Felipe Partido Verde No

33 San Luis de la Paz PRI/PRD No

34 Abasolo PRI No

35 Romita PRI No

F i g u r a  5 . 9  C u a d r o  p a r t i d o s  q u e  p r e s i d e n  l o s  m u n i c i -
p i o s  d e  G u a n a j u a t o ,  2 0 2 3 .



La imagen 5.10 refleja una preocupante tendencia en la cantidad de delitos no denunciados, aquellos denunciados sin abrir 

carpeta de investigación y aquellos sin especificar, manteniéndose en niveles de alrededor del 90% desde 2012 hasta 2020. Cuando 

existe un alto número de delitos no denunciados, se traduce en una considerable cantidad de delitos que no se investigan ni sancio-

nan. Esta situación tiene un impacto significativo en los niveles de inseguridad de una comunidad, ya que los delincuentes operan 

con impunidad, lo que potencialmente puede generar un aumento considerable de la criminalidad. 

Además, su relación con otros factores va más allá, ya que cuando hay menos denuncias, el principio básico de justicia no puede 

ser aplicado debidamente. Esto conlleva a un aumento en la percepción de injusticia y genera desconfianza en el sistema judicial. 

Por otro lado, es aún más difícil mapear las tendencias delictivas, dado que estas se conforman a partir de la recopilación de patro-

nes criminales. Cuando los delitos quedan en la cifra negra, es posible que pasen desapercibidos durante mucho tiempo, incluso sin 

arrojar datos que permitan tomar medidas preventivas y proactivas para reducir y abordar la criminalidad. Otra consecuencia de 

esto es que los servidores públicos tienen una comprensión limitada de la realidad al momento de planificar la asignación efectiva 

de recursos para combatir la delincuencia. Esto se refleja tanto en la falta de personal, presupuesto, equipo y otros recursos nece-

sarios para abordar este problema de manera eficaz (Florian Zakula, 2015). 

A medida que se ha avanzado en esta investigación, el tema de la impunidad parece ser uno de los factores que podrían ser cons-

tantes en lo que determina y enlaza a la inseguridad con la calidad democrática con el nivel de participación política. En este caso 

en particular, como se muestra en la figura 5.11, el hecho de que casi la mitad de las carpetas de investigación iniciadas no obtengan 

resolución o se detengan es sumamente preocupante. Esto podría ser indicativo de problemas significativos dentro del sistema de 

justicia. Incluso tendríamos que ir más allá pues justo, como se mencionaba, la impunidad es uno de los factores que mayormente 

pueden incentivar a la criminalidad, al tener casos truncos o que no concluyeron. 

36 San Diego de la Unión RSP Sí (PAN)

37 Santa Catarina PAN No

38 Ocampo PRI/PRD Sí (PAN)

39 Huanímaro Partido Verde Sí (PAN)

40 Tierra Blanca PRD Sí (PAN)

41 Victoria PAN No

42 Doctor Mora Morena Sí (PAN)

43 Jerécuaro PRI/PRD No

44 Atarjea PAN No

45 Manuel Doblado PAN Sí (PRI)

46 Xichú PRD Sí (PAN)

El orden en el que se acomodó a los municipios en la tabla 5.9, va de acuerdo con la posición que ocupan de incidencia delictiva 

por cada 10 mil habitantes. Por lo que es posible resaltar que de los primeros 10 municipios con mayor incidencia delictiva, solo tres 

de ellos tuvieron alternancia de partido político a cargo de presidencia municipal.

Pese a que la gran mayoría de delitos no se denuncian, la ENVIPE, Guanajuato, 2023, si obtiene cálculos en los que determinó 

que el 91% de los delitos cometidos no se denuncian o no se inició una carpeta de investigación en Guanajuato de 2012 al 2022. Las 

siguientes son gráficos extraídos directamente del informe de la ENVIPE, 2023.

Figura 5.9: Elaboración propia con datos del IEEG. 
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Figura 5.10: Extraído del informe de los principales resultados de la ENVIPE, Guanajuato, 2023. 

Figura 5.11: Extraído del informe de los principales resultados de la ENVIPE, Guanajuato, 2023. 



No obstante, si el problema se atribuye más a la escasez de recursos en las instituciones encargadas de resolver, es crucial garan-

tizar una asignación adecuada de presupuesto. El personal capacitado y dotado de herramientas de trabajo adecuadas representa 

uno de los eslabones fundamentales para un manejo efectivo y satisfactorio de las pocas denuncias presentadas. Pese a que solo se 

está atendiendo el 9.1% de los delitos que se cometen los sistemas de justicia muestran estar sobrecargados, lo cual es muestra de 

ineficiencia en sus procesos de atención, caso que anteriormente advertía Guadalupe González (2017). Esta observación resalta 

que, si bien se logró un avance en el ámbito electoral, esto no se tradujo en mejoras simultáneas en otras instituciones, como el sis-

tema de justicia. Este desequilibrio sugiere que, aunque el progreso en los sistemas de elección legislativa y ejecutiva podría haber 

impulsado la democracia, la falta de avance en los procedimientos judiciales pone en entredicho este desarrollo democrático, prin-

cipalmente debido a las repercusiones de esta falta de sincronía en el crecimiento. Otra de las razones por las que resulta preocu-

pante, es porque en otra buena medida el que no se concluyan carpetas de investigación refleja el marco de obstáculos que hay para 

las víctimas, tanto por desigualdades sociales como del tiempo, del recurso económico con el que se cuente o no, incluso de la for-

mación educativa con la que cuente la víctima, y otros factores sociales y culturales. 

	 No está demás insistir que las autoridades tienen la importante tarea de continuar trabajando en la mejora del sistema de 

justicia. Desde la capacitación del personal y el fortalecimiento de sus capacidades, hasta elementos fundamentales como el abogar 

por una adecuada asignación de recursos, la simplificación de procesos burocráticos, y el fortalecimiento de la coordinación entre las 

agencias encargadas de hacer cumplir la ley y el sistema judicial. Además, lo que desde hace tiempo se ha venido recalcando desde 

varias aristas: el fomento a la transparencia y la rendición de cuentas. 

	 Entre las razones para no denunciar delitos, de acuerdo con la ENVIPE 2023, en Guanajuato destacan: la pérdida de tiempo 

que el hacerlo les representa con un 33.4% y la desconfianza en la autoridad con 11.6%, como podemos ver en la figura 5.12.
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Figura 5.12: Extraído del informe de los principales resultados de la ENVIPE, Guanajuato, 2023. 

La percepción de las personas del sistema de justicia y los 

canales de denuncia son un elemento que puede que impacte el 

todo el engranaje de lo social, en específico en el nivel de cali-

dad democrática, la participación política y los niveles de inse-

guridad. El que consideren como pérdida de tiempo, puede ser 

respuesta a que tuvieron una experiencia, propia o de terceros, 

en la que al denunciar fue un proceso tardado de investigación 

y que concluyó insatisfactoriamente como para asumir la carga 

de tiempo. Además, el que se subraye como otra de las razones 

la desconfianza en la autoridad es también un problema signifi-

cativo. Estas figuras institucionales deberían suponer la mejor 

confiabilidad al ser funcionarios del sistema de justicia y agen-

cias encargadas de hacer cumplir la ley. De esta manera resulta 

fundamental la necesidad de eficientar procesos y aumentar la 

confiabilidad en las autoridades.

C O N D I C I O N E S  S O C I A L E S 
D E L  E S T A D O  D E  G U A N A -
J U A T O

De acuerdo con el Informe regional de desarrollo humano 

para América Latina, del Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo (PNUD, 2021), entre mayor sea la desigualdad mayor 

es la probabilidad de que se fomenten condiciones que aumenten 

la violencia. Mismo organismo que en 2013 señaló que la gran 

mayoría de los países de América Latina y el Caribe exhibieron 

tasas de homicidio que según la Organización Mundial de la Salud 

(OMS) podrían considerarse una pandemia que se mantiene hasta 

la fecha. A su vez en el informe se presentan datos en los que se 

muestra que la región presenta pobreza y desigualdad, con una 

consecuente carga de violencia, estudios que nos permiten obser-

var cómo interactúan las desigualdades y el crimen.

DESIGUALDAD SOCIAL
De acuerdo con datos del Consejo Nacional de Evaluación 

de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL, 2020), León, perte-

neciente al estado de Guanajuato, es la ciudad con mayor número 

de personas en situación de pobreza a nivel nacional. Lo anterior 

con 816 mil 934 personas en situación de pobreza, de un total de 

1 millón 721 mil 215 pobladores. Además, ocupó el segundo lugar 

en los municipios con mayor cantidad de personas en pobreza 

extrema con 115 mil.  Algo que resulta contrastante ya que por 

otro lado, se demostró un crecimiento del 25% más que el resto 

del país en su economía en los últimos 15 años, además duplicó 

su productividad laboral y aumentó en 56% su generación de 

empleo (Censos económicos, 2018). 

Haciendo una comparación entre datos del 2018 y 2020 

sobre la situación de pobreza en el estado, podemos identificar 

un aumento con respecto al porcentaje de población con ingreso 

inferior a la línea de pobreza extrema, donde en el 2018 fue de 

10.07% y para el 2020 11.08%. Sobre la población con ingreso 

inferior a la línea de pobreza, en el 2018 correspondió al 49.3%, 

y aumentando en 2020 a 51.1%. La pobreza aumentó del 41.5% 

a 42.7%, la pobreza extrema pasó de 3.6% a 4.5%, y la vulnera-

bilidad por ingresos aumentó del 7.8% al 8.4%, todo lo anterior 

con datos de 2018 y 2020 (CONEVAL, 2020). Sobre carencias 

sociales, comparando entre datos del 2018 y 2020, se identifica 

el aumento de rezago educativo del 22.2% al 23.2%. Mientras 

que para el porcentaje de población sin acceso a servicios de 

salud aumentó del 13.7% al 24.8% y, finalmente, el porcentaje 

de la población sin acceso a alimentación nutritiva y de calidad 

aumentó del 22.1% al 24.6%.

En la economía neoclásica existe una teoría que se deno-

mina “efecto derrame” o teoría del derrame (La Nación, 2016), 

en la que se propone el disminuir los impuestos a los empresarios 

como estrategia para fomentar la inversión empresarial a corto 

plazo y beneficiar a la sociedad en general a largo plazo (Política 

& Economía, 2018). Lamentablemente hasta la fecha nunca se ha 

visto que se logre el propósito de tal teoría. En 2020 se realizó 

un estudio que analizó 50 años de datos, en los que se encontró 

que la economía del derrame no promueve el empleo ni el cre-

cimiento y que no hay porque preocuparse de que el aumento 

de impuesto a ¨los ricos¨ perjudique sus economías (Causes and 

Consequences of Income Inequality: A Global Perspective., 2015).

Por otro lado, si nos ponemos a analizar las estrategias eco-

nómicas-políticas que se han implementado en Guanajuato, pode-

mos ver grandes similitudes con esta teoría, sobre todo en los lla-

mados corredores y parques industriales que se han asentado en 

el bajío, los cuales, aunque aumentaron las cifras de generación 

de empleo y productividad laboral, no han arrojado beneficios a la 

sociedad, pues como vimos, la cantidad de personas en situación 

de pobreza aumentó. Es decir, la base de la pirámide (mano de 

obra), por la cual se supone caería la tan conocida “derrama econó-

mica”, sigue en espera de los resultados de su alta productividad. 

Aunque, claro que el modelo de exportaciones ayudó a redu-

cir la pobreza, no la mitigó y es entonces que la desigualdad social 

es un problema que no permite terminar con la pobreza. 



En la imagen 5.13, se puede observar en números porcentuales la comparación de la población de 2018 y 2020 que se encontraba 

de manera general en condiciones de pobreza, pobreza extrema, vulnerabilidad por carencias sociales, vulnerabilidad por ingresos y 

los que no se encontraban en condiciones de pobreza ni de vulnerabilidad. Lo mismo para la imagen 5.14, solo que en números brutos. 

C R I M E N  O R G A N I Z A D O
Uno de los grupos fácticos que más manipula las condiciones de seguridad es el Crimen Organizado que, desde la década de los 

ochenta, tuvo un vínculo estrecho con instituciones del Estado La relación entre el gobierno y las organizaciones del crimen, como 

hemos explorado en capítulos anteriores, se vio afectada durante la alternancia cuando el PAN desplazó al PRI de la presidencia. El 

PRI había establecido relaciones consolidadas con grupos criminales durante años. Con el ascenso del PAN al poder ejecutivo, los 

grupos criminales se vieron obligados a estructurar su propia autonomía e independencia, utilizando herramientas como el ejerci-

cio de la violencia(González, 2017). De esta manera empiezan a extenderse a lo largo del territorio mexicano y a consolidarse con 

fuerza superando, incluso, con capacidad organizativa al Estado, pues es innegable el incremento de la violencia. 

Justo es que a través de la violencia, los grupos del crimen organizado se fueron abriendo paso mediante no solo el pago de 

sobornos, si no hasta con elementos como amenazas y el asesinato, así como a la asociación y formación de partidos políticos y otras 

instituciones, tal como expone Garay  (2008, pág. 11). Este autor agrega que, al ser una captura del Estado por el crimen organi-

zado, resulta natural los alcances a los que lleguen debido a que se cuenta con ejércitos privados altamente entrenados en técnicas 
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Figura 5.14 Pobreza en Guanajuato, 2020.

homicidas. Uno de los casos más fáciles de visualizar es el caso del cártel Jalisco Nueva Generación, que reclutó elementos que ante-

riormente pertenecieron al ejército mexicano cobrando mayor fuerza al incorporar una nueva forma de organización y una mayor 

lógica militar. En conjunto con los Zetas, el cártel Jalisco Nueva Generación también utilizó la violencia como herramienta para, pri-

meramente, tomar control territorial,  y posteriormente hacer uso de la violencia, y de esta manera mantener dicho control sobre 

el territorio. Por consiguiente, se vieron en la necesidad de diversificar sus actividades, como las extorciones a empresarios locales, 

así como el control de muchas actividades criminales y trata de personas (Valencia, 2019). 

En el caso específico de Guanajuato, los conflictos por el crimen organizado se generan por la lucha de quién controla la plaza 

(incluyendo al huachicol). Dicha lucha se da entre Cartel Jalisco Nueva Generación (CJNG) y el Cártel Santa Rosa de Lima (SRDL), 

sobre todo hasta antes de agosto de 2020, mes en el que fue detenido el líder del Cártel SRDL, José Antonio Yépez. Detención que 

redujo considerablemente el conflicto en Guanajuato a finales del 2020 (Atuesta Becerra & Pérez Dávila, 2021).

La Plataforma de Proyección de Datos Abiertos (PPData) del Programa de Política de Drogas del Centro de Investigación y 

Docencia Económicas (CIDE), elaboró una base de datos de presencia criminal en México al 2020 (BACRIM 2020). En la tabla 5.15, 

es posible identificar los grupos criminales que se encuentran en el Estado de Guanajuato, acompañados de las alianzas y rivalida-

des que existe entre grupos criminales. También es posible visualizar si estos realizan alguna actividad delictiva, si se dedican al nar-

comenudeo, si han tenido enfrentamientos armados, si su presencia es violenta y si ha habido intervención del Estado en contra de 

estos grupos. En ello se incluyen desde pandillas locales hasta organizaciones de nivel nacional. Entre las limitaciones que tiene la 

base de datos que proporciona la PPData se encuentra el que se construyó desde fuentes abiertas encontradas en internet, princi-

palmente noticias en medios digitales. 

Grupo Líder Aliados Rivales
Activ-
idades 

delictivas

Narcotráf-
ico

Conflictos 
armados

Presencia 
no violen-

ta

Acción 
guberna-

mental

Cártel de Santa 
Rosa de Lima

José Antonio “El 
Marro” Yépez

Cártel Jalisco Nueva 
Generación (CJNG);La 

Unión León

0 0 1 0 1

Cártel de Sinaloa Ismael el “Mayo” 
Zambada

Cártel de 
Santa Rosa de 

Lima

Cártel Jalisco Nueva 
Generación (CJNG)

0 0 0 0 0

Cártel del Golfo 0 0 0 0 1

Cártel Jalisco 
Nueva 

Generación 
(CJNG)

Nemesio Ose-
guera Cervantes, 

‘el Mencho’; 
Ignacio Coronel 

líder; Ricardo 
Ruiz Velasco

La Unión León La Nueva Familia 
Michoacana; Caba-

lleros Templarios; La 
Barredora 24/7;Cártel 
de Santa Rosa de Lima; 

Cártel Nueva Plaza; 
Cárteles Unidos

0 1 0 1 0

Cártel Nueva 
Plaza

Enrique Sánchez 
Martínez, “El 

Cholo”

Cártel de 
Sinaloa

Cártel Jalisco Nueva 
Generación (CJNG)

1 0 1 0 0

Cárteles 
Unidos

Cártel Jalisco Nueva 
Generación (CJNG)

0 1 0 1 0

Grupo Élite del 
CJNG

0 0 0 0 0

La Nueva Familia 
Michoacana

0 0 0 0 1

La Unión León Ignacio Coronel Cártel Jalisco 
Nueva Gene-
ración (CJNG)

Cártel de Santa Rosa 
de Lima

1 1 1 0 0
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Figura 5.15: Elaboración propia con datos extraídos del informe de (PPData, s.f.).



En cuanto a la localización de las tomas clandestinas georreferenciadas que se encuentran en Guanajuato hasta el 2015 la 

imagen 5.17 muestra un punto en cada toma del Estado, modo en el que se traza la ruta de extracción ilegal de gasolina de PEMEX. 

(CartoCrítica, 2019).

 Para su precisa identificación geográfica, se puede visualizar la imagen 5.18, en la que vemos como parte de León hacia Irapuato, 

se entronca con una línea de tomas que parte de Pénjamo, para continuar hacia Celaya donde antes se extiende hacia Yuriria y luego 

de Celaya al Norte del Estado hasta llegar a San Diego de la Unión.

Es importante destacar que, pese a que es complejo identificar la presencia de grupos criminales en el estado, en la tabla ante-

rior podemos darnos una idea de cuáles se lograron mostrar en registros digitales hasta 2020, aclarando que de ese año a la fecha 

es altamente probable que la información sobre actividades delictivas, rivalidades y alianzas ha evolucionado. 

Una de las actividades del crimen organizado que más se ha incrementado a lo largo de los años, son las tomas clandestinas en 

ductos de gasolina de Petróleos Mexicanos (PEMEX), en específico por el cártel de Santa Rosa de Lima, liderada por José Antonio 

Yépez, alias “el Marro” (POPLab & CONNECTAS, s.f.).  La gráfica 5.16 extraída de CartoCrítica (2019), la cual es una iniciativa civil 

mexicana e independiente que promueve la transparencia y el acceso público a la información socio ambiental georreferenciada, 

muestra el aumento de la cantidad de tomas clandestinas a nivel nacional destacando como el lugar donde más aumentaron el estado 

de Guanajuato con 1,337 tomas para el 2015. 
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Figura 5.16: Extraído de (CartoCrítica, 2019).

Figura 5.17: Extraído de (CartoCrítica, 2019).



I N S E G U R I D A D  E N  S E R V I D O R E S  P Ú B L I C O S
Cuando la violencia tiene alcances en la esfera político-electoral, es entonces que los impactos negativos serán en diferentes 

niveles, afectando no solo los procesos electorales, si no, inclusive, la estabilidad de un país. Es por ello que, ante la escala de vio-

lencia criminal-electoral y el hallazgo de la correlación entre los ataques del crimen organizado en años electorales (Trejo, 2020), 

resulta más que relevante consultar aquellos esfuerzos que se centran en recopilar la información de este fenómeno. Aunque por 

ahora resulte sumamente complejo distinguir de la violencia ejercida por el crimen organizado del resto de las violencias de las que 

se pudo hallar registro. 

Bajo este tenor, cabe definir a la “violencia criminal-electoral” como todo acto organizado o amenaza por parte de organizacio-

nes criminales que ocurre durante un proceso electoral, desde la nominación para un cargo político hasta la fecha de las elecciones, 

sea tanto para intimidar, como para dañar físicamente, o eliminar a un actor político (Sberna, 2011).

	 En el caso de Guanajuato varios han sido los casos que últimamente han resonado. Por ejemplo, el caso en el que la tarde del 

29 de septiembre el regidor morenista Jorge Luis Zamora Cabrera, arribó a la presidencia de Salvatierra con una herida en el abdo-

men, aparentemente de arma blanca, minutos después las cámaras cercanas al edificio captaron su caída desde uno de los balcones 

del Palacio Municipal. Luego de estar aproximadamente poco más de un mes en hospitalización bajo cuidados intensivos y de haber 

sido operado por un delicado golpe en el cráneo, fue dado de alta el pasado 08 de noviembre. Durante su tiempo en hospitalización 

el personal de la Fiscalía General del Estado, responsable del caso no pudo hablar con él para hacer las respectivas averiguaciones 

y el regidor menciona que hasta la fecha no recuerda lo que pasó, condición que le impide rendir declaración ante fiscalía (Vázquez 

Herrera, 2023). Doce días después, el miércoles 11 de octubre el regidor panista también de Salvatierra, Alejandro Lanuza, fue ase-

sinado en pleno centro de Salvatierra, las causas aún son desconocidas. Dos semanas posteriores, el exdirector de turismo del muni-

cipio, Antonio Castañón Trejoluna, fue hallado sin vida con disparos de arma de fuego a la orilla de un camino que lleva al río Lerma 

(Jiménez, 2023).

Por unanimidad de votos el Congreso del Estado exhortó al Fiscal General, Carlos Zamarripa Aguirre, a que lleve a cabo las dili-

gencias ministeriales necesarias para el esclarecimiento de los hechos en que se vieron involucrados los regidores de Salvatierra, 

Jorge Luis Zamora y Alejandro Lanuza (Sandoval A. , 2023). Estos han sido parte de los casos más recientemente registrados en el 

Estado de Guanajuato en cuanto a agresiones contra políticos o personas vinculadas al servicio público. 

En la figura 5.19, se acudirá a información recopilada por Data Cívica y el Programa para el Estudio de la Violencia del CIDE, de 

su proyecto “Votar entre balas” (DATACÍVICA., s.f.). Cabe aclarar que estos datos fueron recabados del 2018 al 2022, es por ello que 

habrá casos que sucedieron posteriormente a las fechas y que por lo mismo no fueron incorporados. Para fortuna de esta explora-

ción, el proyecto de Votar entre balas cuenta con datos desglosados por municipio, lo que nos permite realizar un análisis detallado 

en Guanajuato a nivel estatal y por municipios. Esto incluye diferentes niveles de funcionarios en el ámbito político, como aquellos 

que han sido blanco de ataques directos en jefaturas o secretarías de seguridad, excluyendo aquellos ocurridos en contextos de 

enfrentamientos entre fuerzas del orden y el crimen organizado. Es importante mencionar que, en la metodología del proyecto 'Votar 

entre balas', se decidió omitir los ataques contra miembros de las fuerzas del orden y seguridad que hayan ocurrido como parte de 

su papel activo en enfrentamientos contra el crimen organizado.

En la imagen 5.19, es posible notar como Celaya es quien encabeza la cantidad de agresiones a servidores públicos para el último 

sexenio con un total de 20 elementos, le sigue Irapuato y posteriormente Tarimoro, que vuelve a resaltar respecto a los delitos por 

cada 10 mil habitantes, que anteriormente se expusieron donde se posicionó en el séptimo lugar. Luego de Tarimoro se encuentra 

León y le sigue Villagrán. 
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Figura 5.18: Extraído de (CartoCrítica, 2019).



•	 'Funcionario del ayuntamiento',

•	 'Coordinador Operativo de la Policía Municipal',

•	 'Elemento de la Guardia Nacional',

•	 'Titular del Grupo de Intervención Social',

•	 'Subsecretario Operativo de Seguridad Pública',

•	 'Policía preventivo',

•	 'Policía de la Agencia de Investigación Criminal',

•	 'Trabajador de limpia y recolección del municipio',

•	 'Encargado de la Dirección Jurídica de la SSC',

•	 'Policía de las Fuerzas de Seguridad Pública del Estado',

•	 'Escolta del secretario de seguridad'.

En la gráfica 5.20, se hizo una segregación de las agresiones a servidores públicos en Guanajuato por el puesto al que pertenece. 

Asimismo cabe aclarar que el 25% de los ataques que se tienen reportados hasta la fecha, han sido hacia policías municipales, por lo 

que en la mayoría de los cargos a los que pertenecen las personas que se colocaron en la barra de “Funcionario(a)” de la grafica 5.20 

pertenece al grado de policía municipal.

A continuación, podemos observar en el gráfico 5.21 el estimado de funcionarios agredidos de acuerdo con el partido político 

al que pertenecían. 

Cuando hablamos de funcionarios públicos, en el análisis anterior, nos referimos de forma específica a los siguientes: 

•	 'Director de la Policía Municipal',

•	 'Delegada de la comunidad de Roque', 'Delegado municipal',

•	 'Director de Servicios Municipales',

•	 'Subdirectora de Tránsito y Vialidad municipal',

•	 'Policía de tránsito', 'Director de servicios municipales',

•	 'Jefe de escoltas de Ricardo Benavides Hernández',

•	 'Director de Desarrollo Rural',

•	 'Elemento de las Fuerzas de Seguridad Pública del Estado',

•	 'Policía municipal de Irapuato',

•	 'Director de la policía municipal de Irapuato',

•	 'Comandante de la policía municipal',

•	 'Coordinador General de Personal Administrativo de Tarimoro',

•	 'Policía municipal',

•	 'Subdirector operativo de la policía de Valle de Santiago',

•	 'Coordinador de inspectores de mercados',

•	 'Policía de Valle de Santiago', 'Jefe de la policía municipal',

•	 'Jefe operativo de la policía municipal',

•	 'Subdelegado de la Delegación Cerrito de Jerez',

•	 'Delegado de la comunidad de Jocoqui', 'Controlar de Abasolo',
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Figura 5.19: Elaboración propia con datos extraídos de (DATACÍVICA., s.f.)

Figura 5.20: Elaboración propia con datos extraídos de (DATACÍVICA., s.f.)
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Figura 5.21: Elaboración propia con datos extraídos de (DATACÍVICA., s.f.)
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Figura 5.21: Elaboración propia con datos extraídos de (DATACÍVICA., s.f.)



Como se puede notar en el gráfico 5.22, los funcionarios que más fueron agredidos con un total de 66 elementos, fueron los 

pertenecientes al Partido Acción Nacional (PAN), le sigue el Partido Revolucionario Institucional (PRI) con 31 elementos agredidos 

y en tercera posición el partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA) con 15 funcionarios agredidos.
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Figura 5.21: Elaboración propia con datos extraídos de (DATACÍVICA., s.f.)

Del global de agresiones a servidores públicos es entonces que el 51.6% corresponden al PAN, 24.2% al PRI, 11.7% a MORENA, 

3.9% al Partido Verde Ecologista, 2.3% a Nueva Alianza, 2.3% a Movimiento Ciudadano, 2.3% al Partido de la Revolución Democrática 

y 1.6% de agresiones a personas que se encontraban en un partido independiente, como se puede ver visualizado en la figura 5.23.



D E M O C R A C I A ,  S E G U R I D A D  C I U D A D A N A  Y  P A R T I C I P A C I Ó N  P O L Í T I C A9 6 9 7

PARTICIPACIÓN POLÍTICA
EN GUANAJUATO

Para que un régimen democrático garantice que la voz de la ciudadanía sea escuchada por las instituciones que elaboran 

políticas públicas, Robert Dahl ilustra tres condiciones necesarias. Para él, mientras mejor capacidad de escucha y respuesta se 

tenga a la ciudadanía, más se garantiza tener democratizado el sistema de gobierno. Es así como podemos ver expuesto en la figura 

6.1, tales condiciones según Dahl (1993).

F i g u r a  6 . 1  C o n d i c i o n e s  p a r a  a s e g u r a r  u n a  m e j o r a  d e m o c r á t i c a  e n  s i s t e m a s  d e  g o b i e r n o .

El gobierno debe garantizar: Mediante

Libertad para formular sus preferencias

-Libertad de asociación 

-Libertad de expresión

-Libertad de voto

-Libertad para que los líderes políticos compitan en 

busca de votantes

-Diversidad de fuentes de información 

Libertad para manifestar individual y colectiva-

mente dichas preferencias entre partidos y frente 

al gobierno

-Libertad de asociación, expresión y de voto

-Derecholos de los líderes políticos a competir en 

busca de votantes

-Diversidad de fuentes de información

-Elecciones libres e imparciales

El recibir del gobierno igualdad de trato por el 

contenido u origen de sus preferencias

-Libertad de asociación, expresión y de voto

-Derecholos de los líderes políticos a competir en 

busca de votantes

-Diversidad de fuentes de información

-Elecciones libres e imparciales

-Instituciones que aseguren que la política del 

gobierno dependa de los votos y de las formas de 

expresión de las preferencias ciudadanas.

Figura 6.1: Condiciones para asegurar una mejora democrática en sistemas de gobierno. Elaboración a partir de Dahl (1993).

De ahí que el ejercicio de la libertad de asociación, como se ilustra en la figura 6.2, se pueda naturalizar a través de dis-

tinguir tipos de participación en asociativos (racionales, intencionales y elegidos) y comunitarios (que son naturales e involuntarios, 

tradicionales y con carga emotiva) según Tirado (2010), quien además los ordena según su tipo de gobierno: horizontal o vertical.

 



Figura 6.2 Tipos de participación según la estructura de su gobernanza

Participación asociativa 

Gobierno Vertical Organizaciones de trabajo, empresas pri-
vadas, agencia gubernamental, empresa 

social

Gobierno Horizontal Camarilla, Asociación, Red, Movimiento 
Social. 

Participación de arreglos 
comunitarios 

Gobierno Vertical

a) Familia, Iglesias, Comunidad, Estado 

autoritario. 

b) Células y sectas de fanaticos radica-

les, Bandas de delincuentes. 

c) Corporaciones autoritarias.

Gobierno Horizontal
Estado democrático, Corporaciones 

democráticas. 

Figura 6.2: Tipos de participación según la estructura de su gobernanza. Elaboración a partir de Tirado (2010).

En el caso de Guanajuato a presencia de organizaciones del sector asociativo es limitada, y las perspectivas de crecimiento 

han sido restringidas. Además, es importante destacar que el apoyo gubernamental se dirige principalmente a las asociaciones de 

carácter asistencialista. Asimismo, las características geográficas y la capacidad de movilización de recursos públicos y privados 

revelan la notable disfunción del sector asociativo en el Estado, como lo sugiere Cordourier (2014) en su investigación. A pesar del 

incremento significativo en el número de OSC entre 1951 y 2012, el número de OSC con Clave única de Inscripción al Registro Fe-

deral de las OSC (CLUNI) sigue siendo bajo para el año 2013. Organizaciones de la sociedad civil activos para el 2013 daban un total 

de 476, con 111 inactivos, de los cuales, de los 38 municipios de Guanajuato la gran mayoría no superaba los 5 OSC activos. Esto se 

observa principalmente en los municipios de alta densidad poblacional como Celaya, León, Guanajuato, Irapuato, Salamanca y San 

Miguel de Allende. Entre estos municipios, el número mínimo de OSC activas se encuentra en Salamanca, mientras que León osten-

ta el máximo con 180. De hecho, únicamente seis de los 38 municipios constituyen la mayor proporción de OSC activas en el Estado.

La exploración de Cordourier deja entre ver que la asignación de recursos públicos a OSC (provisión a servicios asisten-

ciales) deja desprotegidos a un amplio sector de organizaciones en las que ciudadanos bien podrían incluirse para manifestar pre-

ferencias de políticas públicas a los tres niveles de gobierno. Con ello no quiere decir que se les deba retirar el apoyo, lo que se 

sucede es que las dinámicas asistencialistas solo contienen momentáneamente el problema, no lo solucionan ni se encaminan a la 

problematización de lo que ocasiona las problemáticas. En un Estado democrático se espera que la asignación de presupuesto se 

dirija también a aquellas asociaciones que buscan incentivar la creación de políticas públicas que, en términos materializados, son 

asociaciones que tienen sus dinámicas y acciones desde elementos como la participación ciudadana, la formación cívica, la trans-

parencia y rendición de cuentas, los derechos humanos y la promoción del medio ambiente. En la gran mayoría de ocasiones las 

desatinadas asignaciones de recursos provienen de funcionarios que carecen de conocimiento especializado sobre el impacto de 

los proyectos de inversión social de las organizaciones civiles.

P A R T I C I P A C I Ó N  P O L Í T I C A  J U V E N I L
Frederic Jameson, muestra que para los jóvenes la política no es un sistema rígido de reglas y normas, más bien la ven 

como una red de creencias y estilos de vida vinculados a la cultura (Jameson, 1993. Citado en Reguillo, 2000). Sin embargo, a pesar 

de que en Guanajuato se tiene un historia basta de movilización social en favor de la política y lo político como acontecimientos 

decisivos de la Independencia Nacional, la Guerra Cristera, el movimiento sinarquista, el paso a la alternancia con Vicente Fox 

Quesada, además de ser una de las entidades con mayor participación en los procesos electorales, la participación activa de las y 

los jóvenes en la política no es un grupo homogéneo y determinado, más bien se caracteriza por tener una identidad partidaria débil 

(Aguilar Lopez, 2005). Aun así, sí hay jóvenes dentro de los partidos políticos, que en su mayoría, se encuentran buscando posicio-

nes de poder aunque sin tener éxito (Aguilar López, 2013). Para algunos investigadores la disminución de la participación juvenil 

en los partidos políticos se debe al choque que existe entre el modo y las formas tradicionales de las organizaciones partidarias y, la 

búsqueda de nuevos canales y códigos desde las juventudes, más que el tratarse de un desinterés por lo público (Krauskopf, 2000).

La participación social y política juvenil también se da por otros medios y mecanismos tanto individuales como colectivos, 

trascendiendo la temporada de periodos electorales. Por ejemplo, en México uno de los más recientes fenómenos que impactó 

notablemente a la participación política, no solo juvenil, sino también de forma general, fue el oleaje de movilizaciones feminis-

tas activadas, lamentablemente, por la alza de feminicidios que se habían estado presentando durante más de cuarenta décadas 

sobre todo en ciudades y entidades como Ciudad Juárez, Chihuahua, municipios del Estado de México como Ecatepec, ciudades 

de Veracruz y Guerrero, entre otros. Esta movilización en su mayoría conformada por mujeres adultas empezó a dar impactos de 

participación política activa desde los noventa, con el reconocimiento y tipificación de distintos delitos por cuestiones de género, 

violencia sexual, discriminación, acoso, violación y el propio feminicidio. Aunque estas tipificaciones no se han visto correspondidas 

en el ámbito del ejercicio efectivo de la justicia. 

Los casos de feminicidio, como los de María Jesús Zamudio, Lesby Berlín Osorio y Aideé Mendoza, fueron los detonantes 

de un importante fenómeno de movilización social y participación política entre las juventudes. Estos casos compartían la particu-

laridad de ser feminicidios cometidos contra mujeres jóvenes estudiantes, lo que impulsó la creación de colectivos estudiantiles de 

mujeres jóvenes. Estos colectivos se dedicaron a brindar acompañamiento en casos de violencia, a la prevención de la violencia, a la 

realización de movilizaciones en espacios públicos y a entablar diálogos y demandas ante las autoridades y figuras públicas para ge-

nerar cambios significativos. A la par de la movilización de la “Marea Verde”, el movimiento feminista fue creciendo sin un liderazgo 

específico y unificado, con demandas centradas en la violencia por razones de género. Esto significó un importante crecimiento de 

la participación juvenil sobre todo en temas de género dentro de la esfera de lo político, así como la incorporación de la categoría 

género en elementos fundamentales de la política, de los procesos electorales y de las agendas de los partidos políticos tanto locales, 

como regionales y federales. 

De acuerdo con datos de la ENDIREH (2021) Guanajuato es el estado mexicano en el que más mujeres son asesinadas, así 

como el segundo lugar con más mujeres lesionadas por agresión de acuerdo con la estadística de criminalidad contra mujeres que 

publica el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, periodo enero-octubre de 2022. Las movilizaciones 

sociales en la entidad no han faltado y durante finales de 2018 y a finales de 2019, se tuvo una de las mayores participaciones de 

movilización y protestas sociales de mujeres que se detuvo con pandemia. Tanto las acciones generales de las movilizaciones socia-

les a nivel nacional como a nivel local, dejan ver que hay varias manifestaciones de jóvenes que trascienden a los partidos políticos, 

aunque también es cierto que no se ha logrado modificar legislación alguna para que un mayor número de jóvenes arriben a los 

espacios de poder. Con estos acontecimientos de agendas de género podemos, también, notar que la participación social y política 

juvenil se puede dar por otros medios y esto no choca con los medios tradicionales, sino que los complementa. 



N I V E L  D E  P A R T I C I P A C I Ó N  E L E C T O R A L
En este punto es vital preguntarnos si existe alguna relación entre la participación política y la inseguridad, es decir, ¿entre 

más se participa políticamente se contribuye a una disminución de la inseguridad y entre menos se participe mayor es el aumento 

de la inseguridad? Para aportar claridad, se estableció un indicador de participación política basado en los datos de votación de las 

elecciones de 2018 y 2021 proporcionados por el Instituto Electoral del Estado de Guanajuato (IEEG). Este indicador se construyó 

considerando el número total de ciudadanos que votaron en relación con la cantidad de ciudadanos registrados en el padrón elec-

toral de cada municipio.

En el caso del mapa 6.3, podemos observar que el porcentaje de participación fue mayor en el proceso electoral del 2018 

en el que se eligió presidente de la república, senadurías, diputaciones federales, gubernaturas, congresos locales, ayuntamientos 

y alcaldías. En el caso del mapa 6.4 se puede notar una reducción de participación política electoral respecto a la del 2018 en las 

elecciones de 2021 en las que solo se votó para elegir diputaciones federales. 

Figura 6.3 Porcentaje de participación en votaciones del 2018

Figura 6.3: Elaboración propia a partir de (IEEG, 2018)

Figura 6.4 Porcentaje de participación en votaciones del 2021

Figura 6.4: Elaboración propia a partir de (IEEG, 2021)
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El aumento de la violencia y la inseguridad en México ha experimentado notables picos de incremento en los últimos años. 

Según varios autores citados previamente, como González, Figueroa, Herrera, Muñoz, y otros especialistas, este fenómeno puede 

atribuirse a diversas hipótesis.

Una de estas hipótesis sugiere que la alternancia de partidos en la presidencia, cuando Vicente Fox asumió la presidencia 

quitando el poder al PRI, provocó una descoordinación de agendas entre los niveles de gobierno y otorgó una mayor autonomía a 

los grupos criminales del narcotráfico. Anteriormente, estos grupos mantenían acuerdos con funcionarios del PRI, pero al dejar sus 

cargos, los narcotraficantes se vieron forzados a rehacer sus relaciones, ya sea con el PAN o a través de métodos violentos, para 

asegurar su supervivencia (Gonzalez G. G., 2017).

Otra hipótesis se relaciona con el constante período de elecciones políticas en México, que incentiva el conflicto y la vio-

lencia, especialmente entre grupos fácticos como el narcotráfico. Sin embargo, esta tensión también puede extenderse a sectores 

como el empresariado y las élites religiosas.

Además, existe la hipótesis democrática, que argumenta que mientras el proceso electoral ha crecido como institución en 

busca de una mayor democracia, instituciones igualmente cruciales en este contexto, como las responsables de la seguridad pública 

y nacional, han permanecido estáticas bajo regímenes obsoletos. Esto se evidencia en decisiones militarizadas de la seguridad civil, 

con militares patrullando las calles en lugar de permanecer en sus cuarteles. Estas hipótesis pueden combinarse de manera integral 

para explicar las múltiples razones del aumento de la inseguridad en México.

De ahí que resulte lógico el motivo de esta investigación de corte exploratorio, pues no hay manera de que se descarten 

elementos de la democracia en el impacto a seguridad ciudadana e inseguridad, pues debilitamientos democráticos como la impu-

nidad, corrupción, debilidad institucional y los tratos coludidos entre gobierno y organizaciones criminales van a dar pie a permitir 

e incluso incentivar la inseguridad. A su vez, la inseguridad va a tener un gran impacto en cómo se lleva a cabo o no, la participación 

política de las y los mexicanos, de los y las guanajuatenses. De modo que es insostenible, de forma interrelacionada, pensar en una 

democracia sin participación política. La figura 7.1 muestra un poco cómo es que para esta investigación es que hemos encontrado 

que se relacionan los conceptos clave que nos motivan a explorar. 

Figura 7.1 Interrelación: democracia, seguridad ciudadana (inseguridad) y participación política.

 

Inseguridad 

Buena o mala calidad 
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Condiciones de inseguridad 
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Mucha o poca PP afecta las 
condiciones de inseguridad 

Seguridad 
Ciudadana 

Condiciones de 
inseguridad afectan la PP 
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Figura 7.1: Interrelación: democracia, seguridad ciudadana (inseguridad) y participación política. Elaboración propia a partir de 

varios autores y hallazgos de la investigación.

El apartado teórico de esta investigación posibilitó construir el bosquejo de la figura anterior. Cabe advertir que es difícil 

asegurar una imagen cien por ciento clara y verdadera de la situación social por medios cuantificables, pues estos están atravesados 

por sesgos y alteraciones en los resultados finales, por lo que solo son aproximaciones. 

Para investigaciones futuras, se sugiere realizar un análisis comparativo a lo largo de diferentes períodos de años en Gua-

najuato, centrándose en la evolución de la violencia. Además, se recomienda llevar a cabo un análisis exhaustivo de las condiciones 

que rodean al Estado, considerando la influencia de los poderes fácticos. Este enfoque permitirá una comprensión más profunda de 

las dinámicas temporales y estructurales que impactan la seguridad y la participación política en la entidad.

P R O P U E S T A S  D E  S O L U C I Ó N
	 A lo largo de esta exploración, hemos observado cómo las condiciones de inseguridad, las formas de participación política 

y la calidad democrática están intrincadamente interconectadas, revelando que estas condiciones se influencian mutuamente. El 

ejercicio que hemos llevado acabo, ha delineado que las decisiones políticas adoptadas no siempre han sido las más adecuadas para 

promover la paz; más bien, en ocasiones, han estado parcialmente enfocadas. Sin embargo, consideramos imperativo continuar con 

un ejercicio de propuestas que busquen abordar los factores identificados como perjudiciales y ofrecer medidas que no solo con-

tengan, sino que al menos marquen los primeros pasos hacia mejores condiciones sociales y políticas. Estas propuestas, respaldadas 

por la experiencia de investigadores dedicados a analizar fenómenos sociales, se centran en la interrelación de múltiples estructu-

ras sociales, y su selección ha sido rigurosa y cautelosa. 

	 Como primera propuesta, retomamos las reflexiones analíticas de Julio Ríos Figueroa (2019), quien ha subrayado la im-

portancia de los tribunales constitucionales en la resolución de problemas democráticos. Ríos sugiere tres características esen-

ciales para estos tribunales, que se expondrán a continuación. Para la segunda y tercera propuesta, nos basamos en la orientación 

proporcionada por Guadalupe González González (2017), Luis Daniel Vázquez Valencia (Valencia, 2019) y Ríos (2019), con el fin de 

abordar dos aspectos fundamentales en la búsqueda de mejoras sociales, políticas y culturales. 

1.	Justicia
	 Entre los propósitos de la Ley de Amnistía siempre se buscaron condiciones equitativas de justicia en la que el sistema 

de justicia penal tuviera una consideración integra de los contextos en las que se encontraban las personas privadas de la libertad 

(Observatorio Amnistías). Partiendo de un enfoque no punitivo, alineado con la perspectiva anti-violencia de esta investigación, 

buscamos abordar los conflictos democráticos a través de los tribunales constitucionales. Esta propuesta inicial se enfoca en la 

importancia crucial de que estos tribunales constitucionales sean:

o	 Accesibles 

Al ser de fácil acceso se proporcionarían bastos casos que logren conformar causas subyacentes del conflicto 

que conforman un problema social, político o económico, catalogando ello como información jurídica relevante 

y no solo como factos que puede, o no, considerar el juez desde sus deducciones formativas. Además, si estos 

tribunales cuentan con independencia, facilitará la mediación de conflictos por disputas políticas (Ríos Figueroa, 

2019). 

De este modo, el acceso a la justicia, con énfasis a las cortes constitucionales, abona a una mejora significativa de 

la democracia y los tribunales. 

2.	Des-captura del Estado 
Es importante comenzar por decir que una des-captura del Estado, tiene que empezar por el propio Estado. Porque si es muy 



difícil desmantelar redes de poder en las que el Estado está involucrado de manera sistémica, también es imposible hacerlo sin él 

(Gonzalez G. G., 2017), es por ello que se requiere de:

o	 Voluntad política

Para el reconocimiento de la condición de captura en la que se está y posteriormente para su des-captura. 

o	 Análisis de contexto

Enlazado a lo anterior se requiere identificar el tipo de articulación e intervención del poder fáctico que capturó 

al Estado. Además de los recursos con los que cuenta la red de macro criminalidad o aquellos poderes fácticos y 

cuáles tiene el Estado.

Al realizar una des-captura del estado es fundamental contar con instituciones de justicia independientes de cualquier grupo 

fáctico (Ríos Figueroa, 2019), sin embargo, es evidente que no ha sido así al menos en el territorio guanajuatense, por lo que enton-

ces se sugiere que se:

o	 Implementen instituciones de justicia transicional

De esta manera organizaciones de la sociedad civil y mecanismos internacionales fiables y a los que se les eviden-

cie independencia, puedan abonar en el control de las entidades estatales, buscando se garantice la impartición 

de justicia. Una forma gráfica de verlo es con ayuda de la figura 8.1.

Figura 8.1 Elementos posibles de un proceso de justicia transicional en México.

Figura 8.1: Extraído de (Valencia, 2019) p. 189

Al hablar de Estado y tratándose de consecuencias en los tres niveles de gobierno resulta imperante entonces que esta 

des-captura se realice en:

o	 Coordinación entre poderes y órdenes de gobierno (federal, estatal y municipal)

Para avanzar en materia de políticas eficaces de seguridad, administración de justicia y prevención del delito. 

Para ello se sugiere la creación de canales para la facilitación de acuerdos entre el ejecutivo y legislativo para 

llevar adelante reformas al sistema de procuración de justicia o al sistema policial y de igual manera para poder 

implementarlas (Valencia, 2019). 

Por otro lado, es imperativo que en gobiernos en los que se tiene presencia de redes de criminalidad como lo es el tráfico de 

narcóticos se hable de:

o	 Políticas de drogas

Para en primera reconocer la existencia y consumo de los narcóticos y el impacto en la salud y calidad de vida de 

las personas, para en segundo lugar implementar medidas de reducción de riesgos y daños. Es importante decir 

que la puesta en marcha de políticas de drogas y gestión del placer no incentiva el consumo de drogas, esta es una 

medida resolutiva de problemas que atentan a la salud. Por el contrario, continuar con su prohibición, incentiva 

a su venta en mercados negros donde se fabrican bajo deplorables condiciones sanitarias y sin garantía de que 

los usuarios estén consumiendo por lo que pagaron. Como los casos recientes en los que se ha descubierto la 

presencia de opioides como el fentanilo en sustancias que no deberían tenerlo y a las que se los agregan con la 

intención de volver adictos a los usuarios, los cuales no tienen la manera de verificar su consumo. En Colombia, 

como ejemplo de cómo llevar a la proactividad la gobernanza, es posible ver cada vez con más frecuencia accio-

nes de organizaciones y asociaciones civiles que se dedican a implementar la reducción de riesgos y daños en 

consumo de sustancias psicoactivas mediante stands de análisis y verificación de sustancias que suelen ponerse 

de manera gratuita en conciertos, festivales y otro tipo de eventos con alto flujo de personas.

Es imposible pensar en las des-captura del Estado sin incorporar la atención a civiles que son consumidores di-

rectos de sustancias fuente de capital de uno de los grupos fácticos que más incide en la captura del Estado. El 

omitir este aspecto sin lugar a duda acarrearía desigualdades sociales con lamentable impacto en la salud públi-

ca. 

Una de las des-capturas, también de suma relevancia, se puede encontrar con la relación Estado- Empresariado. Pues sobre 

todo estos se encuentran inmiscuidos en la toma de decisiones políticas-económicas, en las que velan por su propio beneficio y no 

por el de la sociedad. Es por ello que es indispensable:

o	 Se busquen mecanismos de reciclaje de valor y redistribución de manera más legitima del valor producido. Por ejemplo, 

garantizar una tributación justa para aquellas personas que, en su momento, pagaban una cantidad mínima de impuestos 

mientras generaban riqueza a expensas de una mano de obra mal remunerada, lo que ha posicionado al estado como uno 

de los más productivos. Así mismo el aumento de salarios, la reducción de horas laborales, días libres para los trabajadores, 

más vacaciones, condiciones dignas de trabajo y otros incentivos para el trabajador pueden abonar a reducir la lamentable 

tasa de desigualdad y pobreza en el estado.  

o	 Para lograr esto, es necesario que se tome en cuenta que la acumulación no genera beneficios sociales en pocas manos y 

que la desigualdad social es un problema que no permite terminar con la pobreza 

Por último, aunque sin dudas no menos importante, para garantizar una des-captura integra, es necesario hablar de un proceso 

nacional de des-militarización.

o	 Una basta suma de análisis nos han mostrado los impactos negativos que ha traído la guerra contra las drogas, además la 

incorporación de las fuerzas armadas en la atención a esta problemática social ha traído un alza brutal en desapariciones, 

asesinatos con altos niveles de violencia, asesinatos dolosos y en general picos y altas cifras de situaciones lamentables. 

Por lo que es necesario y urgente el que los militares regresen a sus cuarteles y se cree un plan integral nuevo y reestruc-

turado para abordar las problemáticas en las que se encuentra el estado.

3.	Cultura Cívica

La normalización de valores y prácticas de cultura cívica son más que fundamentales en la mejora de las condiciones democrá-

ticas, sociales y políticas del país pues estos son los que modelan los términos de la competencia política. Sobre todo, el fomento 

a valores como la tolerancia, negociación, compromiso, apego a la legalidad, aceptación del adversario, inclusión, participación, 

civilidad pública, entre otros. 

o	 La cultura cívica en contiendas políticas electorales

Es indispensable la incorporación de estándares cívicos del lenguaje empleado para comunicar propuestas y vi-

siones, para comunicar mensajes, para referirse al adversario y para entablar interlocución con el adversario. 

o	 Cultura cívica en cargos de representatividad popular



Servidores y servidoras públicas, de cualquier nivel de orden legislativo o de servicio deben incorporar estánda-

res de cultura cívica en su interlocución y praxis.

En resumen, las tres propuestas de solución se pueden ver ilustradas en la figura 8.2.

Figura 8.2 Tres propuestas de solución.

Justicia
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Figura 8.2: Tres propuestas de solución. Elaboración propia con base en varios autores. 

Es fundamental destacar que la implementación de estas propuestas debe ir de la mano de objetivos que se conviertan en polí-

ticas públicas que a su vez estén en un proceso continuo de monitoreo y evaluación mediante indicadores que den coherencia a las 

estrategias. La efectividad de las políticas y medidas propuestas solo puede evaluarse de manera precisa a través de un seguimiento 

constante de su aplicación y un análisis de sus resultados. El monitoreo permitirá detectar posibles desviaciones o problemas en la 

implementación, mientras que las evaluaciones proporcionarán información valiosa sobre el impacto real de estas políticas en la 

sociedad y en la calidad de la democracia. Este enfoque basado en la evidencia es esencial para asegurar que las medidas propuestas 

logren los resultados deseados y para ajustarlas según sea necesario para abordar los desafíos en curso.
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•	 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. (2018). Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. 

CONEVAL.

•	 Coord. Rivera, J. A., de León, G. B., & J. M. (2014). Violencia, Derechos Humanos y Seguridad Ciudadana. Tegucigalpa: 

Editorial Casa San Ignacio.

•	 Cordourier, C. R. (2014). Sociedad civil organizada en Guanajuato: Estudio de caso de la libertad asociativa a nivel subna-

cional. En J. A. López, Libertades y participación política: Desafíos para la consolidación democrática en Guanajuato (págs. 

27- 71). México, D.F. : Fontarama.

•	 D. B., E. C., T. L., & S. W. (2008). Evaluar la calidad de la democracia. Suecia: IDEA Internacional.

•	 Dabla-Norris, E., Kochhar, K., Suphaphiphat, N., Ricka, F., & Tsounta, E. (2015). Causes and Consequences of Income 

Inequality: A Global Perspective. International Monetary Fund.

•	 Dahl, R. A. (1993). La poliarquía: la participación y oposición. México: Red Editorial Iberoamericana.

•	 Dahl, R. A. (2012). On Democracy. Barcelona: Editorial Planeta.

•	 Darós, W. R. (agosto de 2006). La libertad individual y el contrato social según J.J Rousseau. Obtenido de https://revis-

tas.ucr.ac.cr/index.php/filosofia/article/view/7435/7106

•	 DATACÍVICA. (s.f.). VOTAR ENTRE BALAS: Entendiendo la violencia criminal-electoral en México. Obtenido de DATA-

CÍVICA. Más datos para más personas.: https://votar-entre-balas.datacivica.org

•	 Dawid, B. (2019). Prologo. Rematerializar la democracia: captura de Estado y redes de poder en América Latina (un 

proyecto de la Fundación Heinrich Boll). En L. D. Valencia, Captura del Estado, macrocriminalidad y derechos humanos 

(págs. 7-15). Ciudad de México: FLACSO.

•	 DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN. (05 de 2019). Estrategia Nacional de Seguridad Pública 16/05/2019. Obtenido 

de https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5560463&fecha=16/05/2019#gsc.tab=0

•	 Diario Oficial de la Federación. (2019). PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2019-2024. 

•	 Enríquez, X. S. (2017). Justicia Olvidada. Washington DC: WOLA. Advocacy for Human Rights in the Americas.

•	 ENVIPE. (2023). Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE). Principales Resultados. 

Guanajuato. INEGI.

•	 EQUIS Justicia para las Mujeres A.C. (2023). Mecanismos de participación ciudadana en los poderes judiciales de México. 

Laura Próspero. https://equis.org.mx/mecanismos-participacion-ciudadana-en-los-poderes-judiciales/

•	 Expansión Política . (29 de abril de 2022). La muerte de Ángel Yael revive críticas sobre la militarización en México. 

Expansión Política.

•	 EXPANSIÓN. (25 de 09 de 2019). Los 10 estados más inseguros de México y los delitos más cometidos en el país. Obte-

nido de CNN español: https://cnnespanol.cnn.com/2019/09/25/los-10-estados-mas-inseguros-de-mexico-y-los-deli-

tos-mas-cometidos-en-el-pais/

•	 Fernández Santillán, J. f. (2016). Hobbes y Rousseau. Entre la autocracia y la democracia. Ciudad de México: FCE.

•	 Figueroa, J. R. (2019). VIII. Tribunales constitucionales y la resolución de conflictos democráticos. En J. R. Figueroa, Demo-

cracia y militarismo en América Latina (pág. 298). México: FCE, CIDE.

•	 Florian Zakula, B. (14 de diciembre de 2015). La cifra oscura y las razones de la no denuncia en México. Obtenido de Wordpress: 

https://cdeunodc.wordpress.com/2015/12/14/la-

•	 Garay, L. J.-A.-B. (2008). La captura y reconfiguración del Estado en Colombia. Colombia: Fundación Método/Funda-

ción Avina.

•	 García Ricci, D. (Noviembre de 2015). Estado de Derecho y principio de legalidad. Obtenido de https://ri.ibero.mx/bits-

tream/handle/ibero/1413/GRD_Lib_01.pdf?sequence=1

•	 García-Guadilla, M. P. (2003). Participatory democracy and political participation in Venezuela: the case of popular move-

ments and Bolivarian Circles. Journal of Latin American Studies, 35(4), 829-862.

•	 Gobierno del Estado de Guanajuato. (2023, March 22). En Guanajuato se promueve la participación ciudadana en la inno-

vación de trámites y servicios. Boletines Dependencias. Retrieved October 14, 2023, from https://boletines.guanajuato.

gob.mx/2023/03/22/en-guanajuato-se-promueve-la-participacion-ciudadana-en-la-innovacion-de-tramites-y-servicios/

•	 Gobierno del Estado de Guanajuato. (n.d.). Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Guanajuato. Portal de Infor-

mación Social del Estado de Guanajuato. Retrieved October 14, 2023, from https://portalsocial.guanajuato.gob.mx/docu-

mento/ley-de-participacion-ciudadana-para-el-estado-de-guanajuato

•	 Gómez Tagle, S., & García, J. E. (2021). La confianza y la participación de la juventud en la democracia. Ciudad de México: INE.

•	 Góngora Cervantes, V., & Plascencia Morales, C. N. (2022). Ciudadanía e insurrección: La lucha por los derechos políti-

cos de las mujeres en México (S. P. Cerna Villagra, Ed.). Instituto Nacional Electoral (INE).

•	 González Galván, J. A. (2008). LA REDISTRITACIÓN ELECTORAL Y LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LOS PUEBLOS 

INDÍGENAS EN MÉXICO. BALANCE Y PERSPECTIVAS (2006-2009). Boletín Mexicano De Derecho Comparado, 1(121), 

173-211.

•	 González, G. G. (2017). Democracia y Violencia en México: La brecha entre teoría y realidad. En L. H. Lasso, Fenomeno-

logía de la violencia: una perspectiva desde México. (págs. 126-142). Ciudad de México: Siglo XXI.

•	 González, J. R. (2014). Análisis regional de los empresarios desde el centro de México. Los casos de León y Aguascalien-

tes. En J. A. López, Libertades y participación política: Desafíos para la consolidación democrática en Guanajuato. (págs. 

123-152). México, D.F.: Fontamara.

•	 H. Cámara de Diputados. (2007). Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. CEFP.

•	 Herrera, L. (07 de 2015). Factores que propician la violencia y la inseguridad: apuntes para una estrategia integral de 

seguridad pública en México. Obtenido de COLMEX: https://cei.colmex.mx/archivos/213/Luis_Herrera-Lasso__Facto-

res_que_propician_la_violencia_y_la_inseguridad.pdf

•	 IEEG. (10 de junio de 2021). IEEG. Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Obtenido de Cómputos Distritales y 

Municipales 2021: https://computosgto2021.ieeg.mx/#/ayuntamientos/entidad/votos-entidad/mapa

•	 IEEG. (2018). IEEG. Instituto Electoral del Estado de Guanajuato. Obtenido de Resultados de Cómputo Distrital y Muni-

cipal: https://www.ieeg.mx/computos-finales/

•	 IEEG. (s.f.). Procesos anteriores. Obtenido de Instituto Electoral del Estado de Guanajuato: https://www.ieeg.mx/proce-

sos-anteriores/

•	 INE. (2018). Las cinco entidades con más registros en la lista nominal en los procesos electorales de 2018. Obtenido de 

https://centralelectoral.ine.mx/2019/08/30/estos-los-5-estados-mas-registros-la-lista-nominal/

•	 INEGI. (2018). Censos económicos. Obtenido de Subsistema de Información Económica: https://www.inegi.org.mx/

programas/ce/2019/

•	 INEGI. (2020). Censo de Población y Vivienda 2020. Obtenido de Cuéntame INEGI: https://cuentame.inegi.org.mx/mono-



grafias/informacion/gto/territorio/div_municipal.aspx?t

•	 Jiménez, Ó. (06 de Noviembre de 2023). Guanajuato ocupa segundo lugar en ataques contra políticos: Estudio revela 

alarmante violencia electoral. Periódico correo.

•	 Konrad, Adenauer, & Stiftung. (2003). Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano. Uruguay: Mastergraf.

•	 Krauskopf, D. (2000). “Cambio de paradigma y participación política. Los jóvenes ante la ciudadanía”. Jóvenes, nueva 

época, año 4, núm. 11, pp. 142-157.

•	 La democracia en México - Faro Democrático. (n.d.). Faro Democrático. Retrieved October 14, 2023, from https://ijpc192.

juridicas.unam.mx/la-democracia-en-mexico/

•	 La Nación. (25 de Enero de 2016). La teoría del “chorreo”. La Nación.

•	 La Nación. (25 de Enero de 2016). La teoría del “chorreo”. La Nación.

•	 La silla rota. (2021 de 01 de 2021). Violencia y acoso sexual, los abusos de la Policía de León a mujeres. Obtenido de La 

silla rota: https://lasillarota.com/guanajuato/local/2021/1/13/violencia-acoso-sexual-los-abusos-de-la-policia-de-leon-

mujeres-262722.html

•	 Ley de Seguridad Nacional . (2005). Obtenido de DOF20-05-2021: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LSN.pdf

•	 Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato. (2014 de 11 de 2014). P.O. Núm. 188, Tercera Parte, 

25-11-2014. Obtenido de poderjudicial-gto.gob.mx: https://poderjudicial-gto.gob.mx/pdfs/Ley%20del%20Sistema%20

de%20Seguridad%20Publica%20del%20Estado%20de%20Guanajuato%2019-jul-2021.pdf

•	 Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. (02 de 01 de 2009). DOF 25-04-2023. Obtenido de diputados.

gob.mx: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNSP.pdf

•	 Lira, R. (05 de 2023). En Guanajuato, ciudadanos llegan a reportar hasta más de 60 DELITOS por día. Obtenido de AZTECA 

BAJIO: https://www.aztecabajio.com/noticias/guanajuato-delitos-robo-narcomenudeo-mas-reportan-2023

•	 Lomnitz, C. (1993). Hacia una antropología de la nacionalidad mexicana. Obtenido de Revista mexicana de sociología: 

https://biblat.unam.mx/hevila/Revistamexicanadesociologia/1993/vol55/no2/10.pdf

•	 López-Segrera, F. (2011). Democracia participativa: concepto y práctica. Revista CIDOB d’Afers Internacionals, (95), 19-42.

•	 Machicado, J. (2010). Concepto de delito. Obtenido de https://ermoquisbert.tripod.com/pdfs/concepto-delito.pdf

•	 Manzanilla Urcelay, E. L. (2018). Tesis. Inseguridad y participación política en México. ¿Existe una correlación en el compor-

tamiento de este binomio? Puebla: Ibero.

•	 Martínez, A. (junio de 2014). Tres momentos para entender la seguridad nacional de México. Obtenido de https://www.

scielo.org.mx/pdf/rcsl/v4n7/v4n7a11.pdf

•	 Merino, M. (2003). La participación ciudadana en la democracia. México. D.F.: Instituto Federal Electoral.

•	 Merino, m. (2003). La transición votada: crítica a la interpretación del cambio político en México. Fondo de Cultura 

Económica.

•	 Migliore, J. (2011). Amartya Sen: la idea de la justicia. Revista Cultura Económica Año XXIX, No 81-82, 13-26.

•	 Mill, J. S. (2007). Del gobierno representativo. España: Tecnos.

•	 Moreno, A. (s.f.). Violencia delictiva e inseguridad ciudadana. Obtenido de Scielo: http://www.scielo.org.bo/pdf/rts/n35/

n35_a04.pdf

•	 Muñoz, J. (06 de 2018). Seguridad Pública vs. Seguridad Ciudadana. Un análisis normativo federal mexicano y propuesta 

de Instrumentación para México. Obtenido de Benemérita Universidad Autónoma de Puebla: https://repositorioinstitu-

cional.buap.mx/server/api/core/bitstreams/21df4534-329e-4682-895c-5dbe8196b423/content

•	 Noticias, C. (10 de 2023). En 2023 Guanajuato registra 251 muertes violentas de mujeres, solo 9 clasifica como feminici-

dios . Obtenido de Cimac noticias: https://cimacnoticias.com.mx/2023/09/04/en-2023-guanajuato-registra-251-muer-

tes-violentas-de-mujeres-solo-9-clasifica-como-feminicidios/#gsc.tab=0

•	 Núñez, L., & García, D. (01 de Septiembre de 2022). Guardia Nacional y fuero militar: camino a la impunidad. Investiga-

ción aplicada. Mexicanos Contra la Corrupción.

•	 Observatorio Amnistías. (s.f.). Ley de Amnistía en lo local. Recomendaciones para la justicia social. Observatorio Amnistías.

•	 Online etymology dictionary. (2023). Civil (adj.). Obtenido de Online etymology dictionary: https://www.etymonline.

com/es/word/civil

•	 Orden Jurídico Nacional. (2021). Ficha técnica Ley Ingrid. Mircrosoft Word- LEY INGIRD. Retrieved octubre 13, 2023, 

from http://ordenjuridico.gob.mx/violenciagenero/LEY%20INGRID.pdf

•	 Ortega, A. C. (2014). La calidad del gobierno local en Guanajuato. En J. A. López, Libertades y participación política: Desa-

fíos para la consolidación democrática en Guanajuato (págs. 73-122). México, D.F. : Fontamara.

•	 Participación Ciudadana. (n.d.). IECM. Retrieved October 14, 2023, from https://www.iecm.mx/participacionciudadana/

•	 Pateman, C. (1970). Participation and Democratic Theory. Cambridge University Press, Cambridge. 

•	 Petrella, L. y. (2003). Ciudad y violencia. Seguridad y ciudad. En R. J. En: Balbo, La ciudad inclusiva (págs. Pp 215-235). 

Santiago de Chile: CEPAL.

•	 Piñeyro, J. L. (2004). La seguridad nacional en México : debate actual. Obtenido de Universidad Autónoma Metropoli-

tana Azcapotzalco : http://zaloamati.azc.uam.mx//handle/11191/1769

•	 PNU. (2017). Informe Regional de Desarrollo Humano 2021. ATRAPADOS: Alta desigualdad y bajo crecimiento en América 

Latina y el Caribe. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

•	 PNUD. (2021). INFORME REGIONAL DE DESARROLLO HUMANO 2021 ATRAPADOS: ALTA DESIGUALDAD Y BAJO 
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